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EL CONGRESO NACIONAL,

CONSIDERANDO: Que el Artículo 15 de la Constitución 
de la República de Honduras, manda que “Honduras hace 
suyos los principios y prácticas del derecho internacional 
que propenden a la solidaridad humana, al respeto de la 
autodeterminación de los pueblos, a la no intervención y 
al afianzamiento de la paz y la democracia universal”, y 
el Artículo 16 del mismo texto constitucional señala que 
“Todos los Tratados Internacionales deben ser aprobados por 
el Congreso Nacional antes de su ratificación por el Poder 
Ejecutivo”.

CONSIDERANDO: Que el Artículo 145 de la Constitución 
de la República de Honduras, obliga al Estado a preservar 
el medio ambiente adecuado para proteger la salud de las 
personas y declara que la explotación técnica y racional de 
los recursos naturales de la nación es de utilidad pública y 
necesaria. 

CONSIDERANDO: Que Honduras es Parte de la Convención 
de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, brindando 
numerosos requisitos para que los Estados prevengan, 
reduzcan y controlen la contaminación del medio ambiente 
marino, resultando de gran importancia implementar los 
instrumentos para la prevención de los daños de contaminación 
por hidrocarburos hacia el medio ambiente marino causados 
por los buques, así como un mecanismo concreto de protección 
para los recursos naturales, tanto bióticos como abióticos, 
ligados a las zonas marino costeras, de los cuales depende 

la economía y el desarrollo de gran parte de la población 
hondureña, principalmente los involucrados en los rubros del 
turismo, la hotelería, la pesca, la acuacultura, el transporte de 
bienes y personas y la generación de energía. Sentando las 
bases para que el Estado de Honduras pueda asegurar que 
la navegación dentro de su zona económica exclusiva esté 
libre de pecios y, por lo tanto, sea segura, garantizando la 
prevención efectiva de potencial.

CONSIDERANDO: Que la República de Honduras, suscribió 
en fecha 7 de Agosto del año 2019, la “CONVENCIÓN DE 
LAS NACIONES UNIDAS SOBRE LOS ACUERDOS DE 
TRANSACCIÓN INTERNACIONALES RESULTANTES 
DE LA MEDIACIÓN”,  la misma ofrece certeza y estabilidad 
el marco internacional en materia de mediación, asimismo 
esta Convención contribuirá al establecimiento de un marco 
jurídico armonizado para resolver de forma equitativa y 
eficaz las controversias que se generen internacionalmente 
(“Acuerdo de Transacción), lo cual fortalecerá los negocios 
internacionales de la empresa privada nacional.
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CONSIDERANDO: Que el Estado de Honduras, solicitó 
el 16 de Septiembre de 2019 convertirse en Miembro de 
la HCCH y fue aceptado por medio de mayoría de votos, 
quedando pendiente la Adhesión al Estatuto de la Conferencia 
de la Haya de Derecho Internacional Privado, la cual  es una 
organización intergubernamental mundial que trabaja por 
la “unificación progresiva” de las reglas conocidas como 
“derecho internacional privado”, que regulan situaciones 
personales, familiares o comerciales que están relacionadas 
con más de un país y que pueden verse afectadas por 
diferencias entre los sistemas legales de esos países y dado el 
papel que juega derecho internacional privado en la resolución 
de disputas transfronterizas en una comunidad global, se ha 
vuelto cada vez más necesario contar con esta armonización 
de normas, para una resolución eficiente de los conflictos. 

CONSIDERANDO: Que el Estado de Honduras, ha 
suscrito diferentes instrumentos internacionales en Materia 
de Seguridad de la Aviación Civil los cuales establecen 
instrumentos jurídicos que les reconoce a los estados 
miembros contar con un régimen jurídico internacional que 
permite enfrentar los incidentes relacionados con los pasajeros 
disruptivos o insubordinados en los vuelos comerciales 
que puedan poner en riesgo la seguridad operacional de 
las aeronaves y la integridad física de las personas a bordo 
de ellas, por lo cual estos convenios permiten contrarrestar 
jurídicamente las acciones que ponen en peligro la seguridad 
y la protección de las personas y bienes, contribuyendo a 
reforzar las políticas en materia de aviación civil que han 
implementado los Estados. 

CONSIDERANDO :  Que la f irma de Convenios 
Internacionales relacionados a los temas antes señalados traen 
consigo beneficios de impacto a la población nacional, debido 
a la importancia e incidencia de los mismos en la protección 
del medio ambiente marino y el uso eficiente de los recursos 

naturales, facilitación de instrumentos internacionales para la 

resolución de conflictos en diferentes ámbitos de la vida de las 

personas y la protección de la aviación civil para la prevención 
de riesgos en la seguridad de la personas, como de sus bienes, 
todos instrumentos importantes para alcanzar un desarrollo 
sostenible e integral, acorde a los objetivos de país y como 

una respuesta a las necesidades de la globalización y de los 
negocios internacionales, que requieren de regulaciones aptas 
para su aplicación en diferentes países.  

CONSIDERANDO: Que el Artículo 205 numerales 1) y 30) 
de la Constitución de la República contempla lo siguiente: 
“Corresponde al Congreso Nacional las atribuciones 
siguientes: 1. Crear, decretar, interpretar, reformar y derogar 
la Ley”; y, “Aprobar o improbar los Tratados Internacionales 
que el Poder Ejecutivo haya celebrado”; respectivamente.

POR TANTO,

D E C R E T A:

ARTÍCULO 1.- 	 Aprobar en todas y cada una de sus 
partes el ACUERDO EJECUTIVO 
001-DGAJTC-2021, suscrito en fecha 
25 de Enero de 2021, que contiene la 
ratificación del “ESTATUTO DE LA 
AGENCIA INTERNACIONAL DE 
ENERGÍA RENOVABLE (IRENA)”, 
que literalmente dice: 

“SECRETARÍA DE ESTADO EN LOS 
DESPACHOS DE RELACIONES 
EXTERIORES Y COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL. ACUERDO 
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EJECUTIVO No.001-DGAJTC-2021. 
EL PRESIDENTE CONSTITUCIONAL 
DE LA REPÚBLICA.
CONSIDERANDO: Que el Artículo 15 
de la Constitución de la República 
establece: “Honduras hace suyos los 
principios y prácticas del Derecho 
Internacional que propenden a la 
solidaridad humana, al respeto de la 
autodeterminación de los pueblos, a la no 
intervención y al afianzamiento de la paz 
y  l a  d e m o c r a c i a  u n i v e r s a l e s ” . 
CONSIDERANDO: 245 numeral 13) de 
la Constitución de la República, el cual 
establece que es atribución del Presidente 
de la República tiene a su cargo la 
Administración General del Estado, son 
sus atribuciones: 1)…13) Celebrar tratados 
y convenios, ratificar, previa aprobación 
del Congreso Nacional, los Tratados 
Internacionales de carácter político, 
militar, los relativos al territorio nacional, 
soberanía y concesiones, los que impliquen 
obligaciones de financieras para la 
Hacienda Pública o los que requieran 
modificación o derogación de alguna 
disposición constitucional o legal y los que 
necesiten medidas legislativas para su 
ejecución. CONSIDERANDO: Que el 
Artículo 6 del Decreto Legislativo Número 
286-2009 que contiene la Ley para el 
Establecimiento de una Visión de País y 
la Adopción de un Plan de Nación para 
Honduras, aprueba la Visión de País año 
2038 que consiste en el logro de los 
Objetivos Nacionales y las Metas de 
Prioridad Nacional y dentro de los cuales 
se encuentran: OBJETIVO 3: Honduras 
productiva, generadora de oportunidades 
y empleos dignos, que aprovecha de 
manera sostenible sus recursos naturales 
y reduce al mínimo su vulnerabilidad 
ambiental. META 3.3: Elevar al ochenta 

(80%) la tasa de participación de energía 
renovable en la matriz de generación 
eléctrica del país. OBJETIVO 4: Honduras 
con un Estado moderno, transparente, 
responsable, eficiente y competitivo. 
META 4.1: Mejorar la calificación de 
Honduras en el Índice de Competitividad 
Global 5.5. CONSIDERANDO: Que 
mediante Decreto Legislativo Número 
118-2016 publicado en el Diario Oficial 
La Gaceta en fecha 29 de Agosto de 2016, 
se aprobó en todas y cada una de sus partes 
el Acuerdo No.0011-DGTC que contiene 
el ACUERDO DE PARIS, mismo que 
tiene por objeto reforzar la respuesta 
mundial a la amenaza del cambio climático, 
en el contexto del desarrollo sostenible y 
de los esfuerzos por erradicar la pobreza; 
y, donde el país se compromete a realizar 
acciones específicas de adaptación y 
m i t i g a c i ó n ,  c o n o c i d a s  c o m o 
Contribuciones Nacionales Determinadas 
(NDC), reconociendo el rol de las energías 
renovables en cuanto a la mitigación de 
emisiones de gases de efecto invernadero. 
CONSIDERANDO: Que el 26 de Enero 
del año 2009, Honduras suscribió en la 
Ciudad de Bonn, República Federal de 
Alemania, el “Estatuto de Agencia 
Internacional de Energías Renovables 
IRENA”, donde se estable que se entenderá 
por energías renovables, todas las formas 
de energía producidas a partir de fuentes 
renovables y de manera sostenible, lo que 
incluye, entre otras: la bioenergía; la 
energía geotérmica; la energía hidráulica; 
la energía marina, incluidas la energía 
obtenida de las mareas y de las olas y la 
energía térmica oceánica; la energía solar 
y la energía eólica. CONSIDERANDO: 
Que las Partes suscriptoras del Estatuto de 
Agencia Internacional de Energías 
Renovables IRENA, constituyen la 
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Agencia Internacionales de Energías 
Renovables (en adelante denominada “la 
Agencia”); misma que promoverá la 
implantación generalizada y reforzada y 
el uso sostenible de todas las formas de 
energía renovable, teniendo en cuenta: a) 
Las prioridades nacionales e internas y los 
beneficios derivados de un planteamiento 
combinado de energía renovable y medidas 
de eficiencia energética; y, b) la 
contribución de las energías renovables a 
la conservación del medio ambiente al 
mitigar la presión ejercida sobre los 
recursos  na tu ra les  y  reduc i r  l a 
deforestación, sobre todo en las regiones 
tropicales, la desertización y la pérdida de 
biodiversidad; a la protección del clima; 
el crecimiento económico y la cohesión 
social, incluido el alivio de la pobreza y 
el desarrollo sostenible; al acceso al 
abastecimiento de energía y su seguridad; 
al desarrollo regional y a la responsabilidad 
intergeneracional. CONSIDERANDO: 
Que, para lograr parte del cumplimiento 
de los Objetivos Nacionales y las Metas 
de Prioridad Nacional, aprobados para la 
Visión de País año 2038 en la Ley para el 
Establecimiento de una Visión de País y 
la Adopción de un Plan de Nación para 
Honduras, mediante Decreto Legislativo 
No.286-2009, es necesario Ratificar el 
“Estatuto de Agencia Internacional de 
E n e rg í a s  R e n o v a b l e s  I R E N A ” . 
CONSIDERANDO: Que se delegó a 
partir del 1 de Octubre del año 2020, en 
CARLOS ALBERTO MADERO ERAZO, 
el Secretario de Coordinación General de 
Gobierno, la potestad de firmar los 
acuerdos ejecutivos que según a la Ley de 
la Administración Pública, sean potestad 
del Presidente Constitucional de la 
República su sanción, cuyo contenido 
vaya orientado a autorizar la legalización 
de: a) Reglamentos; b) Contrataciones de 

Bienes y Servicios mediante la modalidad 
de Contratación Directa según los 
supuestos establecidos en la Ley de 
Contratación del Estado; c) Autorizaciones 
al Procurador General de la República 
para Ejecutar Facultades de Expresa 
Mención en las Demandas Promovidas 
contra el Estado de Honduras; d) Gastos 
de Representación de Funcionarios; e) 
P r é s t a m o s ;  f )  M o d i f i c a c i o n e s 
Presupuestarias; y, g) otros actos 
administrativos que deba firmar por Ley 
el Presidente de la República POR 
TANTO: En ejercicio de las facultades 
consignadas en los artículos 15, 16, 205 
numeral 30, 213, 245 numeral 1 de la 
Constitución de la República de Honduras; 
16, 30, 33, 34, 36 numeral 8), 116, 118 y 
122 de la Ley General de la Administración 
Pública y sus reformas; 4 y 5 de la Ley de 
Procedimiento Administrativo y demás 
aplicables. A C U E R D A: PRIMERO: 
Aprobar en todas y cada una de sus partes 
el Estatuto de la Agencia Internacional de 
Energías Renovables (IRENA). Las Partes 
del presente Estatuto, deseosas de 
promover la implantación y el uso 
generalizados y reforzados de las energías 
renovables con objeto de lograr un 
desarrollo sostenible, inspiradas por su 
firme convencimiento de que las energías 
renovables ofrecen oportunidades 

incalculables para abordar y mitigar de 

forma gradual los problemas derivados de 
la seguridad energética y la inestabilidad 
de los precios de la energía, convencidas 
del papel crucial que las energías 
renovables pueden desempeñar en la 
reducción de la concentración de gases de 
efecto invernadero en la atmósfera, lo que 
contribuiría a la estabilización de los 
sistemas climáticos, y en la transición 
sostenible, segura y sin sobresaltos hacia 
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una economía baja en carbono, deseosas 
de impulsar el efecto positivo que las 
tecnologías de las energías renovables 
puedan producir para estimular el 
crecimiento económico sostenible y la 
creación de empleo, movidas por el 
enorme potencial que las energías 
renovables ofrecen para el acceso 
descentralizado a la energía, sobre todo en 
los países en desarrollo, y para el acceso 
a la energía en regiones e islas aisladas y 
remotas, preocupadas por las graves 
consecuencias negativas que el empleo de 
combustibles fósiles y el uso ineficiente 
de la biomasa tradicional pueden acarrear 
para la salud, convencidas de que las 
energías renovables, combinadas con una 
mayor eficiencia energética, pueden 
absorber cada vez más el gran incremento 
mundial de las necesidades energéticas 
previsto para los próximos decenios, 
reafirmando su deseo de establecer una 
organización internacional para las 
energías renovables que facilite la 
cooperación entre sus Miembros y abra 
también  camino  a  una  es t recha 

colaboración con las organizaciones 

existentes que promueven el uso de las 

energías renovables, han convenido en lo 

siguiente: Artículo I. Constitución de la 

Agencia.  A. Las Partes del presente 

Estatuto constituyen, por el presente 
instrumento, la Agencia Internacional de 
Energías Renovables (en adelante 
denominada  (“ l a  Agenc ia” ) ,  de 
conformidad  con  las  s igu ien tes 
disposiciones. B. La Agencia se basa en 
el principio de igualdad de todos sus 
Miembros y en el desarrollo de sus 
actividades, observará debidamente los 
derechos soberanos y competencias de sus 
Miembros. Artículo II. Objetivos. La 
Agencia promoverá la implantación 

generalizada y reforzada y el uso sostenible 
de todas las formas de energía renovable, 
teniendo en cuenta: a) las prioridades 
nacionales e internas; y, los beneficios 
derivados de un planteamiento combinado 
de energía renovable y medidas de 
eficiencia energética, y b) la contribución 
de las energías renovables a la conservación 
del medio ambiente al mitigar la presión 
ejercida sobre los recursos naturales y 
reducir la deforestación, sobre todo en las 
regiones tropicales, la desertización y la 
pérdida de biodiversidad; a la protección 
del clima; el crecimiento económico y la 
cohesión social, incluido el alivio de la 
pobreza y el desarrollo sostenible; al 
acceso al abastecimiento de energía y su 
seguridad; al desarrollo regional y a la 
responsabilidad intergeneracional. 
Artículo III. Definición. En el presente 
Estatuto, por “energías renovables” se 
entenderán todas las formas de energía 
producidas a partir de fuentes renovables 
y de manera sostenible, lo que incluye, 
entre otras: 1. la bioenergía; 2. la energía 
geotérmica; 3. la energía hidráulica; 4. la 
energía marina, incluidas la energía 
obtenida de las mareas y de las olas y la 
energía térmica oceánica;  5. la energía 
solar; y, 6. la energía eólica. Artículo IV.  
Actividades. A. Como centro de excelencia 
en materia de tecnología de las energías 
renovables y como ente facilitador y 
catalizador dedicado a proveer experiencia 
sobre aplicaciones prácticas y políticas, 
prestar apoyo en cualesquiera cuestiones 
relativas a las energías renovables y 
ofrecer ayuda a los países para beneficiarse 
del desarrollo eficiente y la transferencia 
de conocimiento y tecnología, la Agencia 
desempeñará las siguientes actividades: 1. 
En particular, en beneficio de sus 
Miembros, la Agencia. a) analizará, 
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supervisará y, sin establecer obligaciones 
para las políticas de sus Miembros, 
sistematizará las prácticas actuales en 
materia de energías renovables, entre ellas 
los instrumentos políticos, incentivos, 
mecanismos de inversión, prácticas 
recomendables, tecnologías disponibles, 
sistemas y equipos integrados y factores 
de éxito y fracaso; b) iniciará debates y 
canalizará la interacción con otras 
organizaciones y redes públicas y no 
gubernamentales en éste y otros terrenos 
pertinentes; c) ofrecerá a sus Miembros, 
si así lo solicitan, servicios de asesoramiento 
y apoyo en materia de políticas, tomando 
en consideración sus necesidades 
respectivas, y fomentará el debate 
internacional sobre las políticas de uso de 
las energías renovables y sus condiciones 
generales; d) mejorará los mecanismos 
pe r t inen tes  de  t r ans fe renc ia  de 
conocimientos y tecnología y fomentará 
el desarrollo de capacidades y competencias 
locales en los Estados Miembros, incluidas 
las interconexiones necesarias; e) apoyará 
a sus Miembros en la creación de 
capacidades, entre otras cosas mediante 
formación y capacitación; f) facilitará a 
sus Miembros, si así lo solicitan, 
asesoramiento en materia de financiación 
de las energías renovables y apoyará la 
a p l i c a c i ó n  d e  l o s  m e c a n i s m o s 
correspondientes; g) alentará y fomentará 
la investigación, incluida la dedicada a los 
temas socioeconómicos, e impulsará las 
redes de investigación, la investigación 
conjunta y el desarrollo e implantación de 
tecnologías;  y,  h) proporcionará 
información sobre el desarrollo y 
aplicación de normas técnicas nacionales 
e internacionales relativas a las energías 
renovables, a partir de criterios solventes 
y mediante una presencia activa en los 

foros pertinentes. 2. Asimismo, la Agencia 
difundirá información y fomentará la toma 
de conciencia pública acerca de los 
beneficios y el potencial que ofrecen las 
energías renovables. B. En el desempeño 
de sus actividades, la Agencia 1. Actuará 
de conformidad con los propósitos y 
principios de las Naciones Unidas para 
promover la paz y la cooperación 
internacional y en consonancia con las 
políticas de las Naciones Unidas para 
promover el desarrollo sostenible; 2. 
Asignará sus recursos de forma que se 
garantice su utilización eficiente con 
objeto de cumplir adecuadamente todos 
sus objetivos y desempeñar sus actividades 
de manera que se obtengan los mayores 
beneficios posibles para sus Miembros y 
en todo el mundo, teniendo presente las 
necesidades especiales de los países en 
desarrollo y las regiones e islas aisladas y 
remotas; 3. Cooperará estrechamente y se 
esforzará por establecer relaciones 
mutuamente beneficiosas con las 
instituciones y organizaciones existentes 
a fin de evitar una innecesaria duplicación 
de trabajo y aprovechar los recursos y 
actividades en curso, y hacer un uso eficaz 
y eficiente de ellos, por parte de los 
gobiernos y otras organizaciones y 
agencias, con vistas a promover las 
energías renovables. C. La Agencia. 1. 
Presentará a sus Miembros una memoria 
anual sobre sus actividades; 2. Informará 
a los Miembros sobre su asesoramiento en 
materia de políticas una vez que lo haya 
facilitado; e. 3. Informará a los Miembros 
acerca de las consultas y la cooperación 
con las organizaciones internacionales 
activas en este ámbito, así como sobre la 
labor de las mismas. Artículo V. Programa 
de trabajo y proyectos. A. La Agencia 
desempeñará sus actividades sobre la base 
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de su programa de trabajo anual, que 
preparará la Secretaría, informará al 
Consejo y aprobará la Asamblea. B. 
Además de su programa de trabajo y tras 
consultar con sus Miembros y, en caso de 
desacuerdo, tras la aprobación por parte 
de la Asamblea, la Agencia podrá llevar a 
cabo proyectos iniciados y financiados por 
sus Miembros, siempre y cuando exista 
disponibilidad de recursos no económicos 
de la Agencia. Artículo VI. Miembros de 
la Agencia. A. El ingreso estará abierto a 
todos los Estados miembros de las 
Naciones Unidas y a las organizaciones 
intergubernamentales regionales de 
integración económica en disposición y 
capacidad de actuar de conformidad con 
los objetivos y actividades previstos en el 
presente Estatuto. Para formar parte de la 
Agenc ia ,  d ichas  o rgan izac iones 
intergubernamentales regionales de 
integración económica deberán estar 
constituidas por Estados soberanos, uno 
de los cuales al menos será Miembro de 
la Agencia y sus Estados miembros 
deberán haberles transferido competencias 
en al  menos una de las materias 
comprendidas en el ámbito de actuación 
de la Agencia. B. Los mencionados 
E s t a d o s  y  o r g a n i z a c i o n e s 
intergubernamentales regionales de 
integración económica tendrán la 
consideración de: 1. Miembros originarios 
de la Agencia mediante la firma del 
Estatuto y el depósito del instrumento de 
ratificación; 2. Otros Miembros de la 
Agencia mediante el depósito del 
instrumento de adhesión, tras la aprobación 
de su solicitud de ingreso. El ingreso se 
considerará aprobado si, transcurridos tres 
meses desde la remisión de la solicitud a 
los Miembros, ninguno manifiesta su 
d i s c o n f o r m i d a d .  E n  c a s o  d e 

disconformidad, la Asamblea resolverá de 
conformidad con el apartado H.1 del 
Artículo IX. C. Cuando se trate de una 
organización intergubernamental regional 
de integración económica, ésta y sus 
Estados Miembros decidirán sobre sus 
respectivas responsabilidades en cuanto 
al cumplimiento de las obligaciones que 
les impone el presente Estatuto. La 
organización y sus Estados Miembros no 
podrán ejercer de forma concurrente los 
derechos conferidos por el presente 
Estatuto, incluidos los derechos de voto. 
En sus instrumentos de ratificación o 
adhesión, dichas organizaciones declararán 
el alcance de su competencia con respecto 
a las materias comprendidas en el presente 
Estatuto. Las organizaciones también 
informarán al Gobierno depositario de 
toda modificación pertinente en lo 
referente al alcance de su competencia. 
Cuando deba votarse sobre alguna materia 
de su competencia, las organizaciones 
intergubernamentales regionales de 
integración económica gozarán de un 
número de votos igual al del total de votos 
que les correspondan a sus Estados 
Miembros que sean también Miembros de 
la Agencia. Artículo VII. Observadores. 
A. La Asamblea podrá conferir el estatuto 
de observadores a: 1. las organizaciones 
i n t e r g u b e r n a m e n t a l e s  y  n o 
gubernamentales activas en el ámbito de 
las energías renovables; 2. los signatarios 
que no hayan ratificado el Estatuto; y, 3. 
los candidatos cuya solicitud de ingreso 
haya sido aprobada de acuerdo con el 
apartado B.2 del Artículo VI. B. Los 
observadores podrán participar, sin 
derecho a voto, en las sesiones públicas 
de la Asamblea y sus órganos subsidiarios. 
Artículo VIII. Órganos. A. Por el presente 
Estatuto se establecen como órganos 



8

La Gaceta   

A.

Sección  A   Acuerdos y Leyes

          REPÚBLICA DE HONDURAS  - TEGUCIGALPA, M. D. C., 19 DE JUNIO  DEL 2021          No. 35,632

principales de la Agencia. 1. la Asamblea; 
2. el Consejo; y, 3. La Secretaría. B. La 
Asamblea y, a reserva de autorización por 
parte de la misma, el Consejo podrán crear 
los órganos subsidiarios que estimen 
necesarios para el ejercicio de sus 
funciones de conformidad con el presente 
Estatuto. Artículo IX. La Asamblea A. 1. 
La Asamblea es el órgano supremo de la 
Agencia. 2. La Asamblea podrá debatir 
cualquier materia comprendida en el 
ámbito del presente Estatuto o referente a 
las atribuciones y funciones de cualquier 
órgano previsto en el mismo. 3. Con 
respecto a dichas materias, la Asamblea 
podrá: a) adoptar decisiones y dirigir 
recomendaciones a dichos órganos; y, b) 
dirigir recomendaciones a los Miembros 
de la Agencia, si así lo solicitan. 4. 
Además, la Asamblea será competente 
para proponer al Consejo cuestiones para 
su consideración y recabar de éste y de la 
Secretaría informes sobre cualquier 
materia referente al funcionamiento de la 
Agencia. B. La Asamblea estará compuesta 
por todos los Miembros de la Agencia. Se 
reunirá en sesiones periódicas, que se 
celebrarán con carácter anual, a menos que 
decida otra cosa. C. La Asamblea incluirá 
a un representante de cada Miembro. Los 
representantes podrán estar acompañados 
por suplentes y asesores. Los costes 
derivados de la participación de cada 
delegación correrán a cargo del Miembro 
respectivo. D. Las sesiones de la Asamblea 
se celebrarán en la sede de la Agencia, a 
menos que la Asamblea decida otra cosa. 
E. Al comienzo de cada sesión periódica, 
la Asamblea elegirá un Presidente y los 
demás cargos que se estimen necesarios, 
teniendo presente una representación 
geográfica equitativa. Su mandato se 
prolongará hasta la elección de un nuevo 

Presidente y de los demás cargos en la 
siguiente sesión periódica. La Asamblea 
adoptará su propio reglamento de 
conformidad con el presente Estatuto. F. 
Con sujeción a lo dispuesto en el apartado 
C del Artículo VI, cada Miembro de la 
Agencia dispondrá de un voto en la 
Asamblea. La Asamblea adoptará 
dec i s iones  sob re  cues t iones  de 
procedimiento por mayoría simple de los 
Miembros presentes que ejerzan su 
derecho de voto. Las decisiones sobre 
cuestiones sustantivas se adoptarán por 
consenso de los Miembros presentes. Si 
no puede alcanzarse un consenso, éste se 
presumirá existente si no más de dos 
Miembros formulan una objeción, a 
menos que el Estatuto disponga otra cosa. 
Existiendo desacuerdo sobre si una 
cuestión es o no sustantiva, ésta se 
considerará sustantiva a menos que la 
Asamblea, por consenso de los Miembros 
presentes, decida lo contrario; si no se 
alcanza un consenso al respecto, se 
considerará que existe consenso si no más 
de dos Miembros formulan una objeción. 
Se considerará que hay quórum si asisten 
a la Asamblea la mayoría de los Miembros 
de la Agencia. G. Mediante consenso de 
los Miembros presentes, la Asamblea. 1. 
elegirá a los Miembros del Consejo; 2. 
aprobará, en sus sesiones periódicas, el 
presupuesto y el programa de trabajo de 
la Agencia, que le habrá presentado el 
Consejo, y podrá efectuar modificaciones 
del presupuesto y el programa de trabajo; 
3. Adoptará las decisiones referentes a la 
supervisión de las políticas financieras de 
la Agencia, el reglamento financiero y 
demás materias financieras y elegirá al 
auditor; 4. Aprobará las modificaciones 
del Estatuto; 5. Decidirá sobre la creación 
de órganos subsidiarios y aprobará sus 
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atribuciones; y, 6. Resolverá sobre la 
autorización de voto a que se refiere el 
Artículo XVII. H. La Asamblea, por 
consenso de los Miembros presentes, que, 
de no alcanzarse, se presumirá existente 
si no más de dos Miembros presentes 
suscitan una objeción: 1. resolverá, si 
procede, sobre las solicitudes de ingreso; 
2. aprobará su reglamento y el reglamento 
del Consejo, que éste le habrá sometido; 
3. aprobará la memoria anual, así como 
los demás informes; 4. autorizará la 
conclusión de acuerdos sobre cualquier 
cuestión, asunto o materia comprendidos 
en el ámbito de aplicación del presente 
Estatuto; y, 5. resolverá en caso de 
desacuerdo entre sus Miembros sobre 
proyectos adicionales en virtud de lo 
dispuesto en el apartado B del Artículo V. 
I. La Asamblea designará la sede de la 
Agencia y nombrará al Director General 
de la Secretaría (en adelante denominado 
“el Director General”) por consenso de los 
Miembros presentes o, si no puede 
alcanzarse dicho consenso, por mayoría 
de dos tercios de los Miembros presentes 
que ejerzan su derecho de voto. J. En su 
primera sesión, la Asamblea debatirá y, en 
su caso, aprobará las decisiones, proyectos 
de acuerdo, disposiciones y directrices 
elaborados por la Comisión Preparatoria, 
de conformidad con los procedimientos 
de voto dispuestos para el asunto respectivo 
en los apartados F a I del Artículo IX. 
Artículo X. El Consejo A. El Consejo 
constará de no menos de 11 y no más de 
21 representantes de los Miembros de la 
Agencia elegidos por la Asamblea. El 
número exacto de representantes entre 11 
y 21 será equivalente a un tercio de los 
Miembros de la Agencia, redondeando al 
alza que se calculará a partir del número 
de los Miembros de la Agencia existentes 

al comienzo de la respectiva elección de 
los miembros del Consejo. Los miembros 
del Consejo se elegirán con carácter 
rotatorio, según se disponga en el 
reglamento de la Asamblea, a fin de 
garantizar la participación efectiva de los 
países desarrollados y en desarrollo y de 
lograr un reparto geográfico justo y 
equitativo y un desempeño eficaz por parte 
del Consejo. Los miembros del Consejo 
se elegirán para un período de dos años. 
B. El Consejo se convocará cada seis 
meses y sus reuniones tendrán lugar en la 
sede de la Agencia, a menos que el 
Consejo decida otra cosa. C. Al comienzo 
de cada reunión, el Consejo elegirá entre 
sus miembros un Presidente y los demás 
cargos que se estimen necesarios, cuyo 
mandato se extenderá hasta la siguiente 
reunión. El Consejo tendrá el derecho de 
elaborar su reglamento. Dicho reglamento 
se someterá a la aprobación de la Asamblea. 
D. Cada miembro del Consejo dispondrá 
de un voto. El Consejo resolverá en 
materia de procedimiento por mayoría 
simple de sus miembros. Las decisiones 
sobre cuestiones sustantivas se adoptarán 
por mayoría de dos tercios de sus 
miembros. Existiendo desacuerdo sobre 
si una cuestión es o no sustantiva, ésta se 
considerará sustantiva a menos que el 
Consejo decida otra cosa por mayoría de 
dos tercios de sus miembros. E. El Consejo 
responderá y rendirá cuentas ante la 
Asamblea. El Consejo desempeñará las 
atribuciones y funciones que le incumban 
en virtud del presente Estatuto, así como 
las funciones que le delegue la Asamblea. 
En su desempeño actuará de conformidad 
con las decisiones de la Asamblea y 
teniendo debidamente en cuenta sus 
recomendaciones y velará por una 
aplicación apropiada y permanente de las 
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mismas. F. El Consejo 1. Facilitará las 
consultas y la cooperación entre los 
Miembros;  2. Debatirá y remitirá a la 
Asamblea el proyecto de programa de 
trabajo y el proyecto de presupuesto de la 
Agencia; 3. Aprobará los preparativos de 
las sesiones de la Asamblea, incluida la 
elaboración del proyecto de orden del día; 
4. Debatirá y remitirá a la Asamblea el 
proyecto de memoria anual sobre la 
actividad de la Agencia y los demás 
informes elaborados por la Secretaría de 
conformidad con el apartado E.3 del 
Artículo XI del presente Estatuto; 5.  
Preparará cualesquiera otros informes que 
le solicite la Asamblea; 6. Concluirá 
acuerdos o arreglos con Estados, 
organizaciones internacionales y 
organismos internacionales en nombre de 
la Agencia, con la previa aprobación de 
ésta; 7. Concretará el programa de trabajo 
aprobado por la Asamblea con vistas a su 
puesta en práctica por parte de la Secretaría, 
dentro de los límites del presupuesto 
aprobado; 8. Estará facultado para remitir 
cuestiones a la Asamblea para su 
consideración; y, 9. Establecerá, cuando 
proceda, órganos subsidiarios de 
conformidad con el apartado B del 
Artículo VIII y decidirá sobre sus 
atribuciones y duración. Artículo XI. La 
Secretaría. A. La Secretaría asistirá a la 
Asamblea, el Consejo y sus órganos 
subsidiarios en el ejercicio de sus 
funciones. Desempeñará las demás 
funciones que le encomiende el presente 
Estatuto, así como las que le deleguen la 
Asamblea o el Consejo. B. La Secretaría 
constará de un Director General, que será 
su órgano rector y director administrativo, 
y del personal que resulte necesario. El 
Director General será designado por la 
Asamblea, previa recomendación del 

Consejo, para un mandato de cuatro años, 
renovable una sola vez por otro de la 
misma duración. C. El Director General 
responderá ante la Asamblea y el Consejo, 
entre otras cosas, del nombramiento del 
personal, así como de la organización y 
funcionamiento de la Secretaría. La 
consideración principal para la contratación 
del personal y la definición de sus 
condiciones de empleo será la necesidad 
de garantizar el máximo nivel de eficiencia, 
competencia e integridad. Se prestará la 
debida atención a la importancia de 
contratar al personal primeramente entre 
los Estados miembros y con la diversidad 
geográfica más amplia posible, teniendo 
particularmente en cuenta una adecuada 
representación de los países en desarrollo 
y con el debido énfasis en el equilibrio de 
género. En la preparación del presupuesto, 
las propuestas de contratación se regirán 
por el principio de que la plantilla deberá 
mantenerse en el mínimo necesario para 
el adecuado desempeño de las funciones 
de la Secretaría. D. El Director General, 
o el representante que designe, participará 
sin derecho a voto en todas las reuniones 
de la Asamblea y del Consejo. E. La 
Secretaría: 1. preparará y presentará al 
Consejo el proyecto de programa de 
trabajo y el proyecto de presupuesto de la 
Agencia; 2. llevará a efecto el programa 
de trabajo de la Agencia y sus decisiones; 
3. preparará y presentará al Consejo el 
proyecto de memoria anual sobre la 
actividad de la Agencia y los demás 
informes que la Asamblea y el Consejo le 
soliciten; 4. proporcionará asistencia 
administrativa y técnica a la Asamblea, al 
Consejo y a sus órganos subsidiarios; 5. 
facilitará la comunicación entre la Agencia 
y sus Miembros; e 6. Informará sobre su 
asesoramiento en materia de políticas una 
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vez que lo haya facilitado a los Miembros 
de la Agencia en virtud del aparato C.2 del 
Artículo IV y preparará y remitirá a la 
Asamblea y al Consejo, para cada una de 
sus sesiones, un informe sobre dicho 
asesoramiento en materia de políticas. El 
informe al Consejo incluirá asimismo el 
asesoramiento en materia de políticas 
proyectado para la puesta en práctica del 
programa anual de trabajo. F. En el 
desempeño de sus funciones, el Director 
General y los demás miembros del 
personal no recabarán ni recibirán 
instrucciones de ningún Gobierno o de 
ninguna otra entidad ajena a la Agencia. 
Se abstendrán de cualquier actuación que 
pueda afectar a su cometido como 
funcionarios internacionales responsables 
sólo ante la Asamblea y el Consejo. Todos 
los miembros respetarán el carácter 
exclusivamente internacional de las 
funciones del Director General y de los 
demás miembros del personal y no 
intentarán influir en ellos en el desempeño 
de sus funciones.  Artículo XII. El 
presupuesto. A. El presupuesto de la 
Agencia se financiará con cargo a: 1. las 
contribuciones obligatorias de sus 
Miembros, que se basarán en la escala de 
cálculo de las Naciones Unidas, según 
resuelva la Asamblea; 2. las contribuciones 
voluntarias; y, 3. otras posibles fuentes, de 
conformidad con el reglamento financiero 
que la Asamblea apruebe por consenso, 
según se dispone en el apartado G del 
Artículo IX del presente Estatuto. El 
reglamento financiero y el presupuesto 
garantizarán una sólida base de financiación 
a la Agencia, así como una puesta en 
práctica eficaz y eficiente de las actividades 
de la Agencia, definidas en su programa 
de trabajo. Las contribuciones obligatorias 
financiarán las actividades principales y 

los gastos de administración. B. La 
Secretaría preparará el proyecto de 
presupuesto de la Agencia y lo someterá 
al Consejo para su examen. El Consejo lo 
remitirá a la Asamblea, recomendando su 
aprobación, o lo devolverá a la Secretaría, 
que lo revisará y lo volverá a presentar 
para su reexamen. C. La Asamblea 
designará un auditor externo, cuyo 
mandato será de cuatro años y que podrá 
ser reelegido. La primera persona 
designada desempeñará este cargo durante 
dos años. El auditor examinará las cuentas 
de la Agencia y formulará las observaciones 
y recomendaciones que estime necesarias 
con respecto a la eficiencia de la gestión 
y los controles financieros internos. 
Artículo XIII. Personalidad jurídica, 
privilegios e inmunidades. A. La Agencia 
gozará  de  personal idad jur íd ica 
internacional. En el territorio de los 
Miembros, y con sujeción a su legislación 
nacional, disfrutará de la capacidad 
jurídica interna necesaria para el ejercicio 
de sus funciones y el cumplimiento de sus 
fines. B. Los Miembros regularán los 
privilegios e inmunidades en un acuerdo 
independiente. Artículo XIV Relaciones 
con otras organizaciones Si así lo aprueba 
la Asamblea, el Consejo estará autorizado 
para concluir acuerdos en nombre de la 
Agencia en los que se establezcan las 
relaciones oportunas con las Naciones 
Unidas y otras organizaciones cuya labor 
sea afín a la de la Agencia. Lo dispuesto 
en el presente Estatuto se entenderá sin 
perjuicio de los derechos y obligaciones 
de cualquier Miembro dimanantes de 
tratados internacionales en vigor. Artículo 
XV. Modificaciones y retirada, revisión. 
A. Cualquiera de los Miembros podrá 
proponer modificaciones al presente 
Estatuto. El Director General preparará 
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copias certificadas del texto de cualquier 
modificación propuesta y la comunicará a 
todos los Miembros al menos noventa días 
antes de su examen por parte de la 
Asamblea. B. Las modificaciones entrarán 
en vigor para todos los Miembros; 1. Una 
vez aprobadas por la Asamblea, tras el 
examen de las observaciones formuladas 
por el Consejo en relación con cada 
modificación propuesta; y, 2. cuando todos 
los Miembros hayan consentido en quedar 
vinculados por la modificación, de 
conformidad con sus procedimientos 
constitucionales respectivos.  Los 
Miembros manifestarán su consentimiento 
mediante el depósito del instrumento 
correspondiente ante el depositario a que 
se refiere el apartado A del Artículo XX. 
C. En cualquier momento, transcurridos 
cinco años desde la fecha de entrada en 
vigor del presente Estatuto, de conformidad 
con el apartado D del Artículo XIX, 
cualquier Miembro podrá retirarse de la 
Agencia, mediante notificación escrita a 
tal efecto dirigida al Gobierno depositario 
mencionado en el apartado A del Artículo 
XX, que informará de ello sin dilación al 
Consejo y a todos los demás Miembros. 
D. La retirada surtirá efecto en vigor al 
término del año en que se haya manifestado. 
La retirada de un Miembro de la Agencia 
no afectará a sus obligaciones contractuales 
contraídas conforme al apartado B del 
Artículo V ni a sus obligaciones financieras 
para el ejercicio en el que se retire. 
Artículo XVI. Resolución de controversias. 
A. Los Miembros resolverán por medios 
pacíficos cualquier controversia entre ellos 
relativa a la interpretación o aplicación del 
presente Estatuto, de conformidad con el 
apartado 3 del Artículo 2 de la Carta de 
las Naciones Unidas y, a tal fin, procurarán 
resolverla mediante los medios indicados 

en el apartado 1 del Artículo 33 de la Carta 
de las Naciones Unidas. B. El Consejo 
podrá contribuir a la resolución de una 
controversia por cualesquiera medios que 
estime pertinentes, entre otras cosas 
ofreciendo sus buenos oficios, instando a 
los Miembros en conflicto a que inicien el 
procedimiento de resolución de su elección 
y recomendando un plazo para el desarrollo 
del procedimiento acordado. Artículo 
XVII. Suspensión temporal de derechos.  
A. Los Miembros de la Agencia en 
situación de mora en el pago de sus 
contribuciones financieras a la Agencia 
perderán su derecho de voto si la deuda 
equivale o supera el importe de sus 
contribuciones de los dos años precedentes. 
No obstante, la Asamblea podrá permitir 
a esos Miembros ejercer su derecho de 
voto si llega al convencimiento de que el 
impago se debe a circunstancias ajenas a 
su control. B. Por mayoría de dos tercios 
de los Miembros presentes y votantes y 
previa recomendación del Consejo, la 
Asamblea podrá suspender del ejercicio 
de sus privilegios y derechos de miembro 
a un Miembro que haya vulnerado de 
forma persistente las disposiciones del 
presente Estatuto o de cualquier acuerdo 
que haya adoptado de conformidad con 
aquél. Artículo XVIII. Sede de la Agencia. 
La Asamblea decidirá la sede de la 
Agencia en su primera sesión. Artículo 
XIX. Firma, ratificación, entrada en vigor 
y adhesión. A. En la Conferencia de 
Constitución, el presente Estatuto quedará 
abierto a la firma de todos los Estados 
miembros de las Naciones Unidas y 
organizaciones intergubernamentales 
regionales de integración económica de 
acuerdo al apartado A del Artículo VI. 
Permanecerá abierto a la firma hasta la 
fecha de su entrada en vigor. B. El presente 
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Estatuto quedará abierto a la adhesión de 
l o s  E s t a d o s  y  o r g a n i z a c i o n e s 
intergubernamentales regionales de 
integración económica de acuerdo al 
apartado A del Artículo VI que no hubiesen 
firmado el Estatuto una vez que su ingreso 
haya sido aprobado por la Asamblea 
conforme a lo dispuesto en el apartado B.2 
del Artículo VI. C. El consentimiento en 
quedar vinculado por el presente Estatuto 
se manifestará mediante el depósito del 
instrumento de ratificación o adhesión ante 
el depositario. Los Estados ratificarán el 
presente Estatuto o se adherirán al mismo 
conforme  a  sus  p roced imien tos 
constitucionales respectivos. D. El 
presente Estatuto entrará en vigor el 
trigésimo día siguiente a la fecha de 
depósito del vigésimo quinto instrumento 
de ratificación. E. Respecto de aquellos 
E s t a d o s  u  o r g a n i z a c i o n e s 
intergubernamentales regionales de 
integración económica que hayan 
depositado un instrumento de ratificación 
o adhesión después de su entrada en vigor, 
el presente Estatuto entrará el trigésimo 
día siguiente a la fecha de depósito del 
instrumento correspondiente. F. No 
podrán formularse reservas a ninguna de 
las disposiciones contenidas en el presente 
Estatuto. Artículo XX. Depositario, 
registro, texto auténtico. A. El Gobierno 
de la República Federal de Alemania 
queda designado como depositario del 
presente Estatuto y de todos los 
instrumentos de ratificación y adhesión. 
B. El Gobierno depositario registrará el 
presente Estatuto conforme a lo previsto 
en el Artículo 102 de la Carta de las 
Naciones Unidas. C. El presente Estatuto, 
hecho en inglés, quedará depositado en los 
archivos del Gobierno depositario. D. El 
Gobierno depositario remitirá ejemplares 

debidamente certificados del presente 
Estatuto a los Gobiernos de los Estados y 
a  los  órganos  e jecut ivos  de  las 
organizaciones intergubernamentales 
regionales de integración económica que 
lo hayan firmado o cuyo ingreso haya sido 
aprobado conforme al apartado B.2 del 
Artículo VI. E. El Gobierno depositario 
comunicará sin dilación a los signatarios 
del presente Estatuto la fecha de depósito 
de cada instrumento de ratificación y la 
fecha de entrada en vigor del Estatuto. F. 
El Gobierno depositario comunicará sin 
dilación a todos los signatarios y Miembros 
las fechas en las que otros Estados u 
organizaciones intergubernamentales 
regionales de integración económica 
adquieran posteriormente la condición de 
Miembros. G. El Gobierno depositario 
enviará sin dilación las nuevas solicitudes 
de ingreso a todos los Miembros de la 
Agencia para su consideración conforme 
a lo establecido en el apartado B.2 del 
Artículo VI. EN TESTIMONIO DE LO 
CUAL, los abajo firmantes, debidamente 
autorizados, han firmado el presente 
Estatuto. HECHO en Bonn, el 26 de Enero 
de 2009, en un único original, en lengua 
inglesa. Declaración de la Conferencia 
relativa a los textos auténticos del Estatuto. 
Reunidos en Bonn el 26 de Enero de 2009, 
los representantes de los Estados invitados 
a la Conferencia de Constitución de la 
Agencia Internacional de Energías 
Renovables han adoptado la siguiente 
declaración, la cual forma parte integrante 
del Estatuto: A instancia de los respectivos 
signatarios, se fijarán textos auténticos del 
Estatuto de la Agencia Internacional de 
Energías Renovables, firmado el 26 de 
Enero de 2009 en Bonn, incluida la 
presente declaración, también en las 
demás lenguas oficiales de las Naciones 
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Unidas distintas del inglés, así como en la 
lengua del depositario. (1)(2). 1. La 
Conferencia toma nota de que Francia ya 
ha remitido al Gobierno depositario una 
versión francesa del Estatuto y solicitado 
la fijación de un texto auténtico del 
Estatuto en lengua francesa. 2. La presente 
declaración no afecta al acuerdo de la 
Conferencia Preparatoria Final de Madrid 
sobre la lengua de trabajo. SEGUNDO: 
Someter a consideración del Honorable 
Congreso Nacional de la República el 
presente Acuerdo Ejecutivo, para los 
efectos del Artículo 205 numeral 30) de la 
Constitución de la República. Dado en el 
Salón de Sesiones de la Presidencia de la 
República a los veinticinco (25) días del 
mes de Enero del Dos Mil Veintiuno 
(2021). COMUNIQUESE: CARLOS 
ALBERTO MADERO ERAZO, 
S E C R E TA R I O  D E  E S TA D O 
COORDINADOR GENERAL DEL 
GOBIERNO. LISANDRO ROSALES 
BANEGAS, SECRETARIO DE ESTADO 
EN LOS DESPACHOS DE RELACIONES 
EXTERIORES Y COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL”.

ARTÍCULO 2.- 	 Aprobar en todas y cada una de sus 
partes el ACUERDO EJECUTIVO 
No.02–DGAJTC–2021, suscrito en 
fecha 09 de Febrero de 2021, que 
contiene la “CONVENCIÓN DE LAS 
NACIONES UNIDAS SOBRE LOS 
ACUERDOS DE TRANSACCIÓN 
I N T E R N A C I O N A L E S 
RESULTANTES DE LA MEDIACIÓN”, 
que literalmente dice: 

“SECRETARÍA DE ESTADO EN LOS 
DESPACHOS DE RELACIONES 
EXTERIORES Y COOPERACIÓN 

INTERNACIONAL. ACUERDO No.02 – 
DGAJTC – 2021. Tegucigalpa, M. D. C., 
09 de Febrero de 2021. EL PRESIDENTE 
C O N S T I T U C I O N A L  D E  L A 
REPÚBLICA. CONSIDERANDO: Que 
l a  “ C O N V E N C I Ó N  D E  L A S 
NACIONES UNIDAS SOBRE LOS 
ACUERDOS DE TRANSACCIÓN 
I N T E R N A C I O N A L E S 
RESULTANTES DE LA   MEDIACIÓN”, 
constituye una herramienta uniforme y 
eficiente para los Acuerdos de Transacción 
In te rnac iona l ,  con t r ibuyendo  a l 
establecimiento de un Marco Jurídico 
armonizado para resolver de forma 
equitativa y eficaz las controversias 
internacionales en materia de inversiones. 
CONSIDERANDO: Que la presente 
Convención será aplicable a todo acuerdo 
resultante de la mediación que haya sido 
celebrado por escrito por las partes con el 
fin de resolver una controversia comercial. 
CONSIDERANDO: Que mediante los 
Acuerdo Ejecutivo No.043-2020 de fecha 
1 de Octubre de 2020, publicado en fecha 
en el Diario Oficial “La Gaceta” No.35,392 
del 6 de Octubre de 2020, el Presidente 
Constitucional de la República delegó en 
el ciudadano CARLOS ALBERTO 
MADERO ERAZO, Secretario de Estado 
en el Despacho de Coordinación General 
de Gobierno, la potestad de firmar los 
Acuerdos Ejecutivos que según a la Ley 
de la Administración Pública, sean 
potestad del Presidente Constitucional de 
la República su sanción, cuyo contenido 
vaya orientado a autorizar la legalización 
de: a) Reglamentos; b) Contrataciones de 
Bienes y Servicios mediante la modalidad 
de Contratación Directa según los 
supuestos establecidos en la Ley de 
Contratación del Estado; c) Autorizaciones 
al Procurador General de la República 
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para Ejecutar Facultades de Expresa 
Mención en las demandas promovidas 
contra el Estado de Honduras; d) Gastos 
de Representación de Funcionarios; e) 
P r é s t a m o s ;  f )  M o d i f i c a c i o n e s 
Presupuestarias; y, g) Otros actos 
administrativos que deba firmar por Ley 
el Presidente de la República. POR 
TANTO: En aplicación a los Artículos 16 
y 21, de la Constitución de la República, 
29 numeral 1, 116 y 122 de la Ley General 
de la Administración Pública, 50, numeral 
8 del Reglamento de Organización, 
Funcionamiento y Competencia del Poder 
Ejecutivo, Artículo 5 del Código Civil, 
Artículo 14 de la presente Convención. 
PRIMERO: Aprueba en todas y cada una 
de sus partes el “CONVENCIÓN DE 
LAS NACIONES UNIDAS SOBRE 
LOS ACUERDOS DE TRANSACCIÓN 
I N T E R N A C I O N A L E S 
R E S U L T A N T E S  D E  L A 
MEDIACIÓN”, y que literalmente dice: 
Preámbulo. Las Partes en la presente 
Convención, Reconociendo el valor que 
reviste para el comercio internacional la 
mediación como método de solución de 

controversias comerciales en que las 

partes en litigio solicitan a un tercero o 

terceros que les presten asistencia en su 

intento de resolver la controversia de 

manera amistosa, observando que la 
mediación se utiliza cada vez más en la 
práctica mercantil nacional e internacional 
como alternativa a los procesos judiciales, 
Considerando que el uso de la mediación 
produce beneficios importantes, como 
disminuir los casos en que una controversia 
lleva a la terminación de una relación 
comercial, facilitar la administración de 
las operaciones internacionales por las 
partes en una relación comercial y dar 
lugar a economías en la administración de 

justicia por los Estados, Convencidas de 
que el establecimiento de un marco para 
los acuerdos de transacción internacionales 
resultantes de la mediación que sea 
aceptable para Estados con diferentes 
sistemas jurídicos, sociales y económicos 
contribuiría al desarrollo de relaciones 
económicas internacionales armoniosas, 
Han convenido en lo siguiente: Artículo 
1. Ámbito de aplicación. 1. La presente 
Convención será aplicable a todo acuerdo 
resultante de la mediación que haya sido 
celebrado por escrito por las partes con el 
fin de resolver una controversia comercial 
(“acuerdo de transacción”) y que, en el 
momento de celebrarse, sea internacional 
debido a que: a) Al menos dos de las partes 
en el acuerdo de transacción tienen sus 
establecimientos en Estados diferentes; o 
b) El Estado en que las partes en el acuerdo 
de transacción tienen sus establecimientos 
no es: i) El Estado en que se cumple una 
parte sustancial de las obligaciones 
derivadas del acuerdo de transacción; o ii) 
El Estado que está más estrechamente 

vinculado al objeto del acuerdo de 

transacción. 2. La presente Convención 

no será aplicable a los acuerdos de 

transacción: a) Concertados para resolver 

controversias que surjan de operaciones 

en las que una de las partes (un consumidor) 
participe con fines personales, familiares 
o domésticos; b) Relacionados con el 
derecho de familia, el derecho de 
sucesiones o el derecho laboral. 3. La 
presente Convención no será aplicable a: 
a) Los acuerdos de transacción: i) Que 
hayan sido aprobados por un órgano 
judicial o concertados en el curso de un 
proceso ante un órgano judicial; y, ii) Que 
puedan ejecutarse como una sentencia en 
el Estado de ese órgano judicial; b) Los 
acuerdos de transacción que hayan sido 
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incorporados a un laudo arbitral y sean 
ejecutables como tal. Artículo 2 . 
Definiciones. 1. A los efectos de lo 
dispuesto en el artículo 1, párrafo 1: a) 
Cuando una parte tenga más de un 
establecimiento, prevalecerá el que guarde 
una relación más estrecha con la 
controversia dirimida mediante el acuerdo 
de transacción,  considerando las 
circunstancias conocidas o previstas por 
las partes en el momento de celebrar el 
acuerdo; b) Cuando una parte no tenga 
ningún establecimiento, se tendrá en 
cuenta su lugar de residencia habitual. 2. 
Se entenderá que un acuerdo de transacción 
se ha celebrado “por escrito” si ha quedado 
constancia de su contenido de alguna 
forma. El requisito de que el acuerdo de 
transacción conste por escrito se cumplirá 
con una comunicación electrónica si es 
posible acceder a la información contenida 
en ella para su ulterior consulta. 3. Se 
entenderá por “mediación”, cualquiera sea 
la expresión utilizada o la razón por la que 
se haya entablado, un procedimiento 
mediante el cual las partes traten de llegar 
a un arreglo amistoso de su controversia 
con la asistencia de uno o más terceros 
(“el mediador”) que carezcan de autoridad 
para imponerles una solución.  Artículo 
3. Principios generales. 1. Cada Parte en 
la Convención ordenará la ejecución de 
los acuerdos de transacción de conformidad 
con sus normas procesales y en las 
condiciones establecidas en la presente 
Convención.  2. Si surgiera una controversia 
acerca de una cuestión que una parte 
alegue que ya ha sido resuelta mediante 
un acuerdo de transacción, la Parte en la 
Convención deberá permitir a la parte 
invocar el acuerdo de transacción de 
conformidad con sus normas procesales y 
en las condiciones establecidas en la 

presente Convención, a fin de demostrar 
que la cuestión ya ha sido resuelta. 
Artículo 4. Requisitos para hacer valer 
un acuerdo de transacción. 1. Toda parte 
que desee hacer valer un acuerdo de 
transacción de conformidad con la presente 
Convención deberá presentar a la autoridad 
competente de la Parte en la Convención 
en que se soliciten medidas: a) El acuerdo 
de transacción firmado por las partes; b) 
Pruebas de que se llegó al acuerdo de 
transacción como resultado de la 
mediación, por ejemplo: i) La firma del 
mediador en el acuerdo de transacción;  ii) 
Un documento firmado por el mediador 
en el que se indique que se realizó la 
mediación; iii) Un certificado expedido 
por la institución que administró la 
mediación; o iv) A falta de las pruebas 
indicadas en los incisos i), ii) o iii), 
cualquier otra prueba que la autoridad 
competente considere aceptable. 2. El 
requisito de que el acuerdo de transacción 
esté firmado por las partes o, cuando 
corresponda, por el mediador, se dará por 
cumplido respecto de una comunicación 
electrónica: a) Si se utiliza un método para 
determinar la identidad de las partes o del 
mediador y para indicar la intención que 
tienen las partes o el mediador respecto de 
l a  in formac ión  con ten ida  en  l a 
comunicación electrónica; y, b) Si el 
método empleado: i) O bien es tan fiable 
como sea apropiado para los fines para los 
que se generó o transmitió la comunicación 
e lec t rónica ,  a tendidas  todas  las 
circunstancias del caso, incluido cualquier 
acuerdo que sea pertinente; o,  ii) Se ha 
demostrado en la práctica que, por sí solo 
o con el respaldo de otras pruebas, dicho 
método ha cumplido las funciones 
enunciadas en el apartado a) supra. 3. Si 
el acuerdo de transacción no estuviera 
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redactado en un idioma oficial de la Parte 
en la Convención en que se soliciten 
medidas, la autoridad competente podrá 
pedir una traducción del acuerdo a ese 
idioma. 4. La autoridad competente podrá 
exigir cualquier documento que sea 
necesario para verificar que se han 
cumplido los requisitos establecidos en la 
Convención. 5. Al examinar la solicitud 
de medidas, la autoridad competente 
deberá actuar con celeridad. Artículo 5. 
Motivos para denegar el otorgamiento 
de medidas. 1. La autoridad competente 
de la Parte en la Convención en que se 
soliciten medidas de conformidad con el 
artículo 4 podrá negarse a otorgarlas a 
instancia de la parte contra la cual se 
solicitan, solo si esa parte suministra a la 
autoridad competente prueba de que: a) 
Una de las partes en el acuerdo de 
transacción tenía algún tipo de incapacidad; 
b) El acuerdo de transacción que se 
pretende hacer valer:  i) Es nulo, ineficaz 
o no puede cumplirse con arreglo a la ley 
a la que las partes lo hayan sometido 
válidamente o, si esta no se indicara en él, 
a la ley que considere aplicable la autoridad 
competente de la Parte en la Convención 
en que se soliciten medidas de conformidad 
con el artículo 4; ii) No es vinculante, o 
no es definitivo, según lo estipulado en el 
propio acuerdo; o, iii) Fue modificado 
posteriormente; c) Las obligaciones 
estipuladas en el acuerdo de transacción: 
i) Se han cumplido; o, ii) No son claras o 
comprensibles;  d) El otorgamiento de 
medidas sería contrario a los términos del 
acuerdo de transacción; e) El mediador 
incurrió en un incumplimiento grave de 
las normas aplicables al mediador o a la 
mediación, sin el cual esa parte no habría 
concertado el acuerdo de transacción; o, 
f) El mediador no reveló a las partes 

circunstancias que habrían suscitado 
dudas fundadas acerca de la imparcialidad 
o independencia del mediador y el hecho 
de no haberlas revelado repercutió de 
manera sustancial o ejerció una influencia 
indebida en una de las partes, la cual no 
habría concertado el acuerdo de transacción 
si el mediador las hubiera revelado. 2. La 
autoridad competente de la Parte en la 
Convención en que se soliciten medidas 
de conformidad con el artículo 4 también 
podrá negarse a otorgarlas si considera 
que: a) El otorgamiento de las medidas 
solicitadas sería contrario al orden público 
de esa Parte; o, b) El objeto de la 
controversia no es susceptible de resolverse 
por la vía de la mediación con arreglo a la 
ley de esa Parte. Artículo 6. Solicitudes 
o reclamaciones paralelas. Si se presenta 
ante un órgano judicial, un tribunal arbitral 
o cualquier otra autoridad competente una 
solicitud o reclamación relativa a un 
acuerdo de transacción que pueda afectar 
a las medidas solicitadas de conformidad 
con el artículo 4, la autoridad competente 
de la Parte en la Convención en que se 
soliciten esas medidas podrá, si lo 
considera procedente, aplazar la decisión 
y también podrá, a instancia de una de las 
partes, ordenar a la otra que otorgue 
garantías apropiadas. Artículo 7. Otras 
leyes o tratados. La presente Convención 
no privará a ninguna parte interesada del 
derecho que pudiera tener a acogerse a un 
acuerdo de transacción en la forma y en 
la medida permitidas por la ley o los 
tratados de la Parte en la Convención en 
que se pretenda hacer valer dicho acuerdo. 
Artículo 8. Reservas. 1. Toda Parte en la 
Convención podrá declarar que: a) No 
aplicará la presente Convención a los 
acuerdos de transacción en los que sea 
parte, o en los que sea parte cualquier 
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organismo del Estado, o cualquier persona 
que actúe en nombre de un organismo del 
Estado, en la medida que se establezca en 
la declaración; b) Aplicará la presente 
Convención solo en la medida en que las 
partes en el acuerdo de transacción hayan 
consentido en que se aplique. 2. No se 
podrán hacer más reservas que las 
expresamente autorizadas por el presente 
Artículo. 3. Las Partes en la Convención 
podrán formular reservas en cualquier 
momento. Las reservas formuladas en el 
momento de la firma deberán ser 
confirmadas en el momento de la 
ratificación, aceptación o aprobación. 
Dichas  rese rvas  sur t i rán  e fec to 
simultáneamente con la entrada en vigor 
de la presente Convención respecto de la 
Parte en la Convención que las haya 
formulado. Las reservas formuladas en el 
momento de la ratificación, aceptación o 
aprobación de la presente Convención o 
de la adhesión a ella, o en el momento en 
que se haga una declaración de conformidad 
con el Artículo 13, surtirán efecto 
simultáneamente con la entrada en vigor 

de la presente Convención respecto de la 

Parte en la Convención que las haya 
formulado. Las reservas depositadas 
después de la entrada en vigor de la 
Convención respecto de esa Parte surtirán 
efecto seis meses después de la fecha del 
depósi to .  4 .  Las  reservas  y  sus 
confirmaciones se depositarán en poder 
del depositario. 5. Toda Parte en la 
Convención que formule una reserva de 
conformidad con lo dispuesto en la 
presente Convención podrá retirarla en 
cualquier momento. Los retiros de las 
reservas se depositarán en poder del 
depositario y surtirán efecto seis meses 
después de realizado el depósito. Artículo 
9. Efectos respecto de los acuerdos de 

transacción. La presente Convención y 
toda reserva o retiro de una reserva serán 
aplicables únicamente a los acuerdos de 
transacción celebrados después de la fecha 
en que la Convención, la reserva o el retiro 
de la reserva hayan entrado en vigor para 
la Parte en la Convención de que se trate. 
Artículo 10. Depositario. El Secretario 
General de las Naciones Unidas queda 
designado depositario de la presente 
Convención. Artículo 11 .  Firma, 
ratificación, aceptación, aprobación, 
adhesión. 1. La presente Convención se 
abrirá a la firma de todos los Estados en 
Singapur el 7 de Agosto de 2019 y después 
de esa fecha en la Sede de las Naciones 
Unidas en Nueva York. 2. La presente 
Convención estará sujeta a ratificación, 
aceptación o aprobación por los signatarios. 
3. La presente Convención estará abierta 
a la adhesión de todos los Estados que no 
sean signatarios a partir de la fecha en que 
quede abierta a la firma. 4. Los instrumentos 
de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión se depositarán en poder del 
depositario. Artículo 12. Participación 
de organizaciones regionales de 
integración económica.  1 .  Toda 

organización regional de integración 

económica que esté constituida por 

Estados soberanos y que tenga competencia 

sobre algunos asuntos que se rijan por la 

presente Convención podrá igualmente 

firmar, ratificar, aceptar o aprobar esta 
Convención o adherirse a ella. La 
organización regional de integración 
económica tendrá, en ese caso, los 
derechos y obligaciones de una Parte en 
la Convención en la medida en que tenga 
competencia sobre asuntos que se rijan por 
la presente Convención. Cuando el 
número de Partes en la Convención sea 
pertinente en el marco de la presente 
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Convención, la organización regional de 
integración económica no contará como 
Parte además de los Estados miembros de 
dicha organización que sean Partes en la 
Convención. 2. La organización regional 
de integración económica deberá formular 
ante el depositario, en el momento de la 
firma, ratificación, aceptación, aprobación 
o adhesión, una declaración en la que se 
especifiquen los asuntos que se rijan por 
la presente Convención respecto de los 
cuales sus Estados miembros hayan 
transferido competencia a la organización. 
La organización regional de integración 
económica deberá notificar con prontitud 
al depositario cualquier cambio que se 
produzca  en  l a  d i s t r ibuc ión  de 
competencias  indicada en  d icha 
declaración, mencionando asimismo 
cualquier competencia nueva que le haya 
sido transferida.  3. Toda referencia que 
se haga en la presente Convención a una 
“Parte en la   Convención”, “Partes en la 
Convención”, un “Estado” o “Estados” 
será  igualmente  apl icable  a  una 
organización regional de integración 
económica cuando el contexto así lo 
requiera. 4. La presente Convención no 
prevalecerá sobre las normas de una 
organización regional de integración 
económica con las que entre en conflicto, 
con independencia de que esas normas se 
hayan aprobado o hayan entrado en vigor 
antes  o después que la  presente 
Convención: a) si, de conformidad con el 
artículo 4, se solicitan medidas en un 
Estado que sea miembro de dicha 
organización y todos los Estados que 
resulten pertinentes conforme a lo 
dispuesto en el artículo 1, párrafo 1, son 
miembros de esa organización. Artículo 
13 .  Ordenamientos jurídicos no 
unificados. 1. Toda Parte en la Convención 

que esté integrada por dos o más unidades 
territoriales en las que sea aplicable un 
régimen jurídico distinto en relación con 
las materias objeto de la presente 
Convención podrá, en el momento de la 
firma, ratificación, aceptación, aprobación 
o adhesión, declarar que la presente 
Convención será aplicable a todas sus 
unidades territoriales o solo a una o más 
de ellas, y podrá en cualquier momento 
modificar su declaración original 
sust i tuyéndola por  otra .  2 .  Esas 
declaraciones, deberán notificarse al 
depositario y se hará constar en ellas 
expresamente a qué unidades territoriales 
será aplicable la Convención. 3. Si una 
Parte en la Convención está integrada por 
dos o más unidades territoriales en las que 
sea aplicable un régimen jurídico distinto 
en relación con las materias objeto de la 
presente Convención: a) Cualquier 
referencia a la ley o a las normas procesales 
de un Estado se interpretará, cuando sea 
procedente, como una referencia a la ley 
o a las normas procesales en vigor en la 
unidad territorial pertinente; b) Cualquier 
referencia al establecimiento ubicado en 
un Estado se interpretará, cuando sea 
procedente, como una referencia al 
establecimiento ubicado en la unidad 
territorial pertinente; c) Cualquier 
referencia a la autoridad competente del 
Estado se interpretará, cuando sea 
procedente, como una referencia a la 
autoridad competente de la unidad 
territorial pertinente. 4. Si una Parte en la 
Convención no hace una declaración 
conforme al párrafo 1 del presente 
Artículo, la Convención será aplicable a 
todas las unidades territoriales de ese 
Estado. Artículo 14. Entrada en vigor. 
1. La presente Convención entrará en 
vigor seis meses después de que se 
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deposite el tercer instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión. 2. Cuando un Estado ratifique, 
acepte o apruebe la presente Convención 
o se adhiera a ella después de que se haya 
depositado el tercer instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión, la presente Convención entrará 
en vigor respecto de ese Estado seis meses 
después de que haya depositado su 
instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión. La Convención 
entrará en vigor para las unidades 
territoriales a las que sea aplicable en 
virtud de lo dispuesto en el Artículo 13 
seis (6) meses después de la notificación 
de la declaración prevista en dicho 
artículo. Artículo 15. Modificación. 1. 
Toda Parte en la Convención podrá 
proponer una modificación de la presente 
Convención remitiéndola al Secretario 
General de las Naciones Unidas. El 
Secretario General procederá a comunicar 
la modificación propuesta a las Partes en 
la Convención con la solicitud de que 
indiquen si están a favor de que se 
convoque una conferencia de las Partes en 
la Convención con el fin de examinar la 
propuesta y someterla a votación. Si 
dentro de los cuatro meses siguientes a la 

fecha de esa comunicación al menos un 

tercio de las Partes en la Convención se 

declara a favor de que se celebre esa 

conferencia, el Secretario General 

convocará la conferencia bajo los auspicios 
de las Naciones Unidas. 2. La conferencia 
de las Partes en la Convención hará todo 
lo posible por lograr un consenso sobre 
cada modificación. Si se agotaran todos 
los esfuerzos por llegar a un consenso, sin 
lograrlo, para aprobar la modificación se 
requerirá, como último recurso, una 
mayoría de dos tercios de los votos de las 

Partes en la Convención presentes y 
votantes en la conferencia. 3. El depositario 
remitirá las modificaciones adoptadas a 
todas las Partes en la Convención para su 
ratificación, aceptación o aprobación. 4. 
Las modificaciones adoptadas entrarán en 
vigor seis meses después de la fecha de 
depósito del tercer instrumento de 
ratificación, aceptación o aprobación. 
Cuando una modificación entre en vigor, 
será vinculante para las Partes en la 
Convención que hayan consentido en 
quedar obligadas por ella. 5. Cuando una 
Parte en la Convención ratifique, acepte o 
apruebe una modificación tras el depósito 
del tercer instrumento de ratificación, 
aceptación o aprobación, la modificación 
entrará en vigor respecto de esa Parte en 
la Convención seis meses después de la 
fecha en que haya depositado su 
instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación. Artículo 16. Denuncia. 1. 
Toda Parte en la Convención podrá 
denunciar la presente Convención 
mediante notificación formal por escrito 
dirigida al depositario. La denuncia podrá 
limitarse a algunas unidades territoriales 
de un ordenamiento jurídico no unificado 
a las que sea aplicable la presente 

Convención. 2. La denuncia surtirá efecto 

doce (12) meses después de la fecha de 

recepción de la notificación por el 
depositario. Cuando en la notificación se 
indique un período más largo para que la 
denuncia surta efecto, la denuncia surtirá 
efecto cuando venza ese plazo más largo, 
contado a partir de la fecha en que la 
notificación haya sido recibida por el 
depositario. La Convención seguirá siendo 
aplicable a los acuerdos de transacción que 
se hayan celebrado antes de que la 
denuncia surta efecto. HECHO en un solo 
original, cuyas versiones en árabe, chino, 
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español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticas. ARTÍCULO 
SEGUNDO: La presente Convención 
entrará en vigencia a partir de la fecha de 
su publicación en el Diario Oficial “La 
G a c e t a ” .  C O M U N I Q U E S E  Y 
PUBLIQUESE. CARLOS ALBERTO 
MADERO ERAZO, SECRETARIO DE 
ESTADO COORDINADOR GENERAL 
DEL GOBIERNO. Por delegación del 
Presidente de la República. Acuerdo 
Ejecutivo No.043-2020 publicado en 
fecha en el Diario Oficial “La Gaceta” 06 
de Octubre de 2020. JOSÉ ISAÍAS 
BARAHONA  HERRERA, SECRETARIO 
DE ESTADO EN LOS DESPACHOS DE 
RELACIONES EXTERIORES Y 
COOPERACIÓN INTERNACIONAL, 
POR LEY.”

ARTÍCULO 3.- 	 Aprobar en todas y cada una de sus 
partes el ACUERDO EJECUTIVO 
No.03–DGAJTC–2021, suscrito en 
fecha 12 de Febrero de 2021, que 
contiene la Adhesión de Honduras al 
“CONVENIO INTERNACIONAL 
SOBRE RESPONSABILIDAD CIVIL 
NACIDA DE DAÑOS DEBIDOS 
A  C O N TA M I N A C I Ó N  P O R 

LOS HIDROCARBUROS PARA 

COMBUSTIBLE DE LOS BUQUES, 

2001”, que literalmente dice:

“SECRETARÍA DE ESTADO EN LOS 
DESPACHOS DE RELACIONES 
EXTERIORES Y COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL. ACUERDO No.03 – 
DGAJTC – 2021. Tegucigalpa, M.D.C., 
12 de Febrero de 2021. EL PRESIDENTE 
C O N S T I T U C I O N A L D E  L A 
REPÚBLICA.   CONSIDERANDO: 
Que el Artículo 145 de la Constitución 
Nacional de la República de Honduras 

obliga al Estado a preservar el medio 
ambiente adecuado para proteger la salud 
de las personas y declara que la explotación 
técnica y racional de los recursos naturales 
de la nación es de utilidad pública y 
necesaria. CONSIDERANDO: Que 
Honduras es Parte de la Convención de 
las Naciones Unidas sobre el Derecho del 
Mar, brindando numerosos requisitos para 
que los Estados prevengan, reduzcan y 
controlen la contaminación del medio 
ambiente marino. Resulta de gran 
importancia implementar los instrumentos 
que prevengan los daños de contaminación 
por hidrocarburos hacia el medio ambiente 
marino causados por los buques. 
CONSIDERANDO: Que Honduras 
como Estado miembro de la Organización 
Marítima Internacional (OMI) y signatario 
de varios instrumentos, está realizando 
continuamente esfuerzos para la 
Prevención de la Contaminación Marina 
a través de la Dirección General de la 
Marina Mercante, adoptando las medidas 
apropiadas que emanan de los Convenios 
Internacionales. CONSIDERANDO: 
Que la administración, control y 
coordinación de todas las actividades 
relacionadas con el transporte marítimo, 

la seguridad y protección del medio 

marino están bajo la autoridad de la 
Dirección General de la Marina Mercante, 
de acuerdo con el Decreto No.167-94 de 
fecha 4 de Noviembre de 1994, que 
contiene la Ley Orgánica de la Marina 
Mercante Nacional reformada mediante 
Decreto  No.120-2016 publicado en el 
Diario Oficial en fecha 17 de Diciembre 
del año 2016. CONSIDERANDO: Que 
Honduras es un estado ribereño, estado 
r e c t o r  d e  p u e r t o  y  e s t a d o  d e 
abanderamiento, resulta de suma 
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importancia tener un instrumento 
i n t e rnac iona l  que  p romueva  l a 
compensación por daños debidos a la 
contaminación del medio marino y la 
observancia de las actividades de 
comercialización y transporte de 
hidrocarburos realizadas por los buques 
internacionales que navegan a través de 
nuestras aguas territoriales y esos que 
navegan en el resto del mundo bajo la 
bandera hondureña. CONSIDERANDO: 
Que el 23 de Marzo de 2001, la 
Organización Marítima Internacional 
(OMI) ,  aprobó  e l  CONVENIO 
I N T E R N A C I O N A L  S O B R E 
RESPONSABILIDAD CIVIL NACIDA 
D E  D A Ñ O S  D E B I D O S  A 
CONTAMINACIÓN POR LOS 
H I D R O C A R B U R O S  P A R A 
COMBUSTIBLE DE LOS BUQUES, 
2001, el cual entró en vigor el 21 de 
Noviembre de 2008, con la finalidad de 
atender el vacío legal de los Convenios 
CLC 92 y Fondo 92 cuyo ámbito de 
aplicación únicamente abarcaba a los 
buques tanqueros, es decir a aquellos cuya 
actividad exclusiva es el transporte de 
hidrocarburos, resultando necesaria la 
adopción de una normativa de carácter 
internacional y jurídicamente vinculante,  
que permitiera establecer un régimen para 
asegurar una compensación adecuada, 
rápida y efectiva a las personas que sufren 
daños causados ​​por derrames de petróleo 
búnker, combustible utilizado para la 
propulsión de los buques, que comúnmente 
es almacenado en los búnker de los 
mismos. CONSIDERANDO: Que el 
referido CONVENIO INTERNACIONAL, 
regula el régimen de limitación de 
responsabil idad originada por la 
contaminación de combustible búnker 
proveniente de buques no tanqueros que 

tengan un arqueo bruto superior a 1000 
G T,  a p l i c a n d o  e l  p r i n c i p i o  d e 
responsabilidad objetiva, mediante el cual 
el propietario o armador1 de un buque es 
e s t r i c t a m e n t e  r e s p o n s a b l e , 
independientemente de la culpa, por los 
efectos de cualquier derrame de búnker. 
CONSIDERANDO: Que mediante los 
Acuerdo Ejecutivo No.043-2020 de fecha 
1 de Octubre de 2020, publicado en  fecha 
en el Diario Oficial “La Gaceta” No.35,392 
del 6 de Octubre de 2020, el Presidente 
Constitucional de la República delegó en 
el ciudadano CARLOS ALBERTO 
MADERO ERAZO, Secretario de Estado 
en el Despacho de Coordinación General 
de Gobierno, la potestad de firmar los 
Acuerdos Ejecutivos que según a la Ley 
de la Administración Pública, sean 
potestad del Presidente Constitucional de 
la República su sanción, cuyo contenido 
vaya orientado a autorizar la legalización 
de: a) Reglamentos; b) Contrataciones de 
Bienes y Servicios mediante la modalidad 
de Contratación Directa según los 
supuestos establecidos en la Ley de 
Contratación del Estado; c) Autorizaciones 
al Procurador General de la República 
para Ejecutar Facultades de Expresa 
Mención en las demandas promovidas 
contra el Estado de Honduras; d) Gastos 
de Representación de Funcionarios; e) 
P r é s t a m o s ;  f )  M o d i f i c a c i o n e s 
Presupuestarias; y, g) Otros actos 
administrativos que deba firmar por Ley 
el Presidente de la República. POR 
TANTO: En ejercicio de las facultades 
consignadas en los Artículos: 245 numeral 
11) de la Constitución de la República; 11, 
116 y 118 de la Ley General de la 
Administración Pública y demás 
aplicables. ACUERDA.  PRIMERO: 
Aprobar en todas y cada una de sus partes 

1	
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la “ADHESIÓN DE HONDURAS AL 
CONVENIO INTERNACIONAL 
SOBRE RESPONSABILIDAD CIVIL 
NACIDA DE DAÑOS DEBIDOS A 
CONTAMINACIÓN POR LOS 
H I D R O C A R B U R O S  P A R A 
COMBUSTIBLE DE LOS BUQUES, 
2001. Los Estados Partes en el presente 
Convenio, RECORDANDO el Artículo 
194 de la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar, 1982, 
que establece que los Estados tomarán 
todas las medidas que sean necesarias para 
preveni r,  reduci r  y  cont ro lar  la 
contaminación del medio marino, 
RECORDANDO, ASIMISMO ,  el 
Artículo 235 de dicha Convención, que 
prevé que, a fin de asegurar una pronta y 
adecuada indemnización de todos los 
daños resultantes de la contaminación del 
medio marino, los Estados cooperarán en 
el ulterior desarrollo de las normas de 
Derecho internacional pertinentes, 
TOMANDO NOTA de que el Convenio 
internacional sobre responsabilidad civil 
nacida de daños debidos a contaminación 
por hidrocarburos, 1992 y el Convenio 
internacional sobre la constitución de un 
fondo internacional de indemnización de 
daños debidos a contaminación por 
hidrocarburos, 1992, garantizan la 
indemnización de las personas que sufren 
daños debidos a la contaminación 
resultante de fugas o descargas de 
hidrocarburos transportados a granel por 
vía marítima, TOMANDO NOTA 
TAMBIÉN  de  que  e l  Convenio 
internacional sobre responsabilidad e 
indemnización de daños en relación con 
el transporte marítimo de sustancias 
nocivas y potencialmente peligrosas, 
1996, se adoptó para ofrecer una 
indemnización adecuada, pronta y efectiva 

por los daños ocasionados por sucesos 
relacionados con el transporte marítimo 
de sustancias nocivas y potencialmente 
peligrosas, RECONOCIENDO  la 
i m p o r t a n c i a  d e  e s t a b l e c e r  u n a 
responsabilidad objetiva para todos los 
tipos de contaminación por hidrocarburos 
que esté vinculada a una limitación 
adecuada del nivel de dicha responsabilidad, 
CONSIDERANDO que se necesitan 
medidas complementarias para garantizar 
el pago de una indemnización adecuada, 
pronta y efectiva por los daños debidos a 
la contaminación resultante de fugas o 
descargas de hidrocarburos para 
combustible procedentes de los buques, 
DESEOSOS de adoptar  reglas y 
procedimientos internacionales uniformes 
para determinar las cuestiones relativas a 
la responsabil idad y ofrecer una 
indemnización adecuada en tales casos, 
CONVIENEN: Artículo 1. Definiciones. 
A los efectos del presente Convenio 
regirán las siguientes definiciones: 1. 
“Buque”: toda nave apta para la navegación 
marítima y todo artefacto flotante en el 
mar, del tipo que sea. 2. “Persona”: todo 
individuo o sociedad, o entidad de Derecho 
público o privado, esté o no constituida en 
compañía, con inclusión de un Estado o 
de cualquiera de sus subdivisiones 
políticas. 3. “Propietario del buque”: el 
propietario, incluido el propietario inscrito, 
el fletador a casco desnudo, el gestor naval 
y el armador del buque. 4. “Propietario 
inscrito”: la persona o personas inscritas 
como propietarias del buque o, si el buque 
no ha sido matriculado, la persona o 
personas propietarias del mismo. No 
obstante, en el caso del buque que sea 
propiedad de un Estado y esté explotado 
por una compañía inscrita en ese Estado 
como armador del buque, por «propietario 
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inscrito» se entenderá dicha compañía. 5. 
“Hidrocarburos para combustible”: todos 
los hidrocarburos de origen mineral, 
incluidos los lubricantes, utilizados o que 
se vayan a utilizar para la explotación o 
propulsión del buque y todo residuo de los 
mismos. 6. “Convenio de responsabilidad 
civil”: el Convenio internacional sobre 
responsabilidad civil nacida de daños 
debidos a contaminación por hidrocarburos, 
1992 ,  enmendado .  7 .  “Medidas 
preventivas”: todas las medidas razonables 
que con posterioridad a un suceso tome 
cualquier persona con objeto de evitar o 
reducir al mínimo los daños debidos a 
contaminación. 8. “Suceso”: todo 
acaecimiento o serie de acaecimientos de 
origen común, que cause daños debidos a 
contaminación o que cree una amenaza 
grave e inminente de causar tales daños. 
9. “Daños debidos a contaminación”: a) 
las pérdidas o daños ocasionados fuera del 
buque por la contaminación resultante de 
la fuga o la descarga de hidrocarburos para 
combustible procedentes de ese buque, 
donde quiera que se produzca tal fuga o 
descarga, si bien la indemnización por 
deterioro del medio ambiente, aparte de la 
pérdida de beneficios resultante de dicho 
deterioro, estará limitada al costo de las 
medidas razonables de restauración 
efectivamente tomadas o que vayan a 
tomarse, y b) el costo de las medidas 
preventivas y las otras pérdidas o daños 
ocasionados por tales medidas. 10. 
“Estado de matrícula del buque”: respecto 
de un buque matriculado, el Estado en que 
se halle matriculado el buque, y respecto 
de un buque no matriculado, el Estado 
cuyo pabellón tenga derecho a enarbolar 
el buque. 11. “Arqueo bruto”: el arqueo 
bruto calculado de acuerdo con las reglas 
sobre la medición del arqueo que figuran 

en el anexo 1 del Convenio internacional 
sobre arqueo de buques, 1969. 12. 
“Organización”: la Organización Marítima 
Internacional. 13. “Secretario General”: 
el Secretario General de la Organización. 
Artículo 2. Ámbito de aplicación. El 
p r e s e n t e  C o n v e n i o  s e  a p l i c a r á 
exclusivamente a: a) los daños debidos a 
contaminación ocasionados: i) en el 
territorio de un Estado Parte, incluido su 
mar territorial; y, ii) en la zona económica 
exclusiva de un Estado Parte, establecida 
de  conformidad  con  e l  derecho 
internacional, o, si un Estado Parte no ha 
establecido tal zona, en un área situada 
más allá del mar territorial de ese Estado 
y adyacente a dicho mar territorial 
determinada por ese Estado de conformidad 
con el Derecho internacional y que no se 
extienda más allá de 200 millas marinas 
contadas desde las líneas de base a partir 
de las cuales se mide la anchura del mar 
territorial de dicho Estado; b) las medidas 
preventivas, donde quiera que se tomen, 
para evitar o reducir al mínimo tales daños. 
Artículo 3.  Responsabilidad del 
propietario del buque. 1. Salvo en los 
casos estipulados en los párrafos 3 y 4, el 
propietario del buque en el momento de 
producirse un suceso será responsable de 
los daños debidos a contaminación 
o c a s i o n a d o s  p o r  c u a l e s q u i e r a 
hidrocarburos para combustible que el 
buque lleve a bordo, o que procedan de 
dicho buque, con la salvedad de que, si un 
suceso está constituido por una serie de 
acaecimientos que tienen el mismo origen, 
la responsabilidad recaerá sobre el que 
fuera propietario del buque en el momento 
de producirse el primero de esos 
acaecimientos. 2. En caso de que más de 
una persona sea  responsable  de 
conformidad con lo dispuesto en el párrafo 
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1, su responsabilidad será solidaria. 3. No 
se imputará responsabilidad alguna por 
daños debidos a contaminación al 
propietario del buque si éste prueba que: 
a) los daños se debieron a un acto de 
guerra, hostilidades, guerra civil o 
insurrección, o a un fenómeno natural de 
carácter excepcional, inevitable e 
irresistible; o, b) los daños se debieron 
totalmente a la acción o a la omisión de 
un tercero que actuó con la intención de 
causar daños; o, c) los daños se debieron 
totalmente a la negligencia o a una acción 
lesiva de otra índole de cualquier Gobierno 
o autoridad responsable del mantenimiento 
de luces o de otras ayudas a la navegación, 
en el ejercicio de esa función. 4. Si el 
propietario del buque prueba que los daños 
debidos a contaminación resultaron total 
o parcialmente de una acción u omisión 
de la persona que los sufrió, la cual actuó 
así con la intención de causarlos, o de la 
negligencia de esa persona, el propietario 
del buque podrá ser exonerado total o 
parcialmente de su responsabilidad ante 
esa persona. 5. No podrá promoverse 
contra el propietario del buque ninguna 
reclamación de indemnización por daños 
debidos a contaminación que no se ajuste 
al presente Convenio. 6. Nada de lo 
dispuesto en el presente Convenio irá en 
perjuicio del derecho del propietario del 
buque a interponer los recursos que pueda 
tener a su disposición independientemente 
del presente Convenio. Artículo 4. 
Exclusiones. 1. El presente Convenio no 
será aplicable a los daños ocasionados por 
contaminación, según se definen éstos en 
el Convenio de responsabilidad civil, sea 
o no pagadera una indemnización con 
respecto a ellos en virtud de ese Convenio. 
2. A reserva de lo dispuesto en el párrafo 
3, las disposiciones del presente Convenio 

no se aplicarán a los buques de guerra, 
buques auxiliares de la armada u otros 
buques cuya propiedad o explotación 
corresponda a un Estado y que estén 
destinados exclusivamente, en el momento 
considerado, a servicios no comerciales 
del Gobierno. 3. Un Estado Parte podrá 
decidir aplicar el presente Convenio a sus 
buques de guerra u otros buques de los 
mencionados en el párrafo 2, en cuyo caso 
lo notificará al Secretario General, 
especif icando las  modalidades y 
condiciones de dicha aplicación. 4. Con 
respecto a los buques cuya propiedad 
corresponda a un Estado Parte y que estén 
dedicados a servicios comerciales, todo 
Estado podrá ser demandado ante las 
jurisdicciones señaladas en el artículo 9 y 
habrá de renunciar a todos los medios de 
defensa en que pudiera ampararse por su 
condición de Estado soberano. Artículo 
5. Sucesos en los que participen dos o 
más buques. Cuando se produzca un 
suceso en el que participen dos o más 
buques y del que resulten daños debidos 
a contaminación, los propietarios de todos 
los buques de que se trate, a menos que 
estén exonerados en virtud del artículo 3, 
serán solidariamente responsables respecto 
de todos los daños que no quepa atribuir 
razonablemente a nadie por separado. 
A r t í c u l o  6 .  L i m i t a c i ó n  d e  l a 
responsabilidad. Nada de lo dispuesto en 
el presente Convenio afectará al derecho 
del propietario del buque y de la persona 
o personas que provean un seguro u otra 
garantía f inanciera de l imitar  su 
responsabilidad en virtud de cualquier 
régimen nacional o internacional aplicable, 
como el Convenio sobre limitación de la 
responsabilidad nacida de reclamaciones 
de derecho marítimo, 1976, enmendado. 
Artículo 7. Seguro o garantía financiera 
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obligatorios. 1. El propietario inscrito de 
un buque de arqueo bruto superior a 1.000 
matriculado en un Estado Parte tendrá 
obligación de mantener un seguro u otra 
garantía financiera, tal como la garantía 
de un banco o entidad financiera similar, 
que cubra la responsabilidad del propietario 
inscri to por los daños debidos a 
contaminación, por una cuantía igual a la 
de los límites de responsabilidad 
establecidos por el régimen de limitación 
nacional o internacional aplicable, pero, 
en ningún caso, superior a la cuantía 
calculada de conformidad con el Convenio 
sobre limitación de la responsabilidad 
nacida de reclamaciones de derecho 
marítimo, 1976, enmendado.  2. A cada 
buque se le expedirá un certificado que 
atestigüe que el seguro u otra garantía 
financiera está en vigor de conformidad 
con lo dispuesto en el presente Convenio, 
una vez que la autoridad competente de 
un Estado Parte haya establecido que se 
ha dado cumplimiento a lo prescrito en el 
párrafo 1. Por lo que respecta a un buque 
que esté matriculado en un Estado Partes, 
expedirá o refrendará dicho certificado la 
autoridad competente del Estado de 
matrícula del buque; en el caso de un 
buque que no esté matriculado en un 

Estado Parte, lo podrá expedir o refrendar 

la autoridad competente de cualquier 
Estado Parte. El certificado se ajustará al 
modelo que figura en el anexo del presente 
Convenio y contendrá los pormenores 
siguientes: a) nombre del buque, número 
o letras distintivos y puerto de matrícula; 
b) nombre y domicilio social principal del 
propietario inscrito; c) número IMO de 
identificación del buque; d) tipo de 
garantía y duración de la misma; e) 
nombre y domicilio social principal del 
asegurador o de la otra persona que provea 

la garantía y, cuando proceda, el lugar en 
que se haya establecido el seguro o la 
garantía; y, f) período de validez del 
certificado, que no será mayor que el 
período de validez del seguro o de la 
garantía. 3 a) Todo Estado Parte podrá 
autorizar a una institución o a una 
organización reconocida por el a que 
expida el certificado a que se hace 
referencia en el párrafo 2. Tal institución 
u organización informará a ese Estado de 
la expedición de cada certificado. En todos 
los casos, los Estados Parte garantizarán 
plenamente la integridad y exactitud del 
certificado así expedido y se comprometerán 
a garantizar los medios necesarios para 
cumplir esa obligación. b) Todo Estado 
Parte notificará al Secretario General: i) 
las responsabilidades y las condiciones 
concretas de la autorización concedida a 
las instituciones u organizaciones 
reconocidas por el; ii) la revocación de tal 
autorización; y, iii) la fecha a partir de la 
cual dicha autorización o revocación de 
autorización surtirá efecto. La autorización 
concedida no surtirá efecto antes de que 
hayan transcurrido tres meses desde la 
fecha en que dicha autorización se haya 
notificado al Secretario General. c) La 

institución u organización autorizada para 

expedir certificados de conformidad con 

lo dispuesto en el presente párrafo estará, 

como mínimo, facultada para retirar los 

certificados si las condiciones que se 
impusieron al expedirlos no se mantienen. 
En todos los casos, la institución u 
organización informará al Estado en cuyo 
nombre se haya expedido el certificado de 
la retirada de éste. 4. El certificado será 
extendido en el idioma o idiomas oficiales 
del Estado que lo expida. Si el idioma 
utilizado no es el español, ni el francés, ni 
el inglés, el texto irá acompañado de una 
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traducción a uno de estos idiomas y, 
cuando el Estado así lo decida, se podrá 
omitir el idioma oficial de éste. 5. El 
certificado se llevará a bordo del buque, y 
se depositará una copia en poder de las 
autoridades encargadas del registro de 
matrícula del buque o, si el buque no está 
matriculado en un Estado Parte, en poder 
de las autoridades que hayan expedido o 
refrendado el certificado. 6. El seguro o la 
garantía financiera no satisfarán lo 
prescrito en el presente artículo si, por 
razones que no sean la expiración del 
período de validez del seguro o de la 
garantía especificado en el certificado 
expedido en virtud del párrafo 2, pudieran 
dejar de tener vigencia antes de que hayan 
transcurrido tres meses desde la fecha en 
que se haya dado aviso de su terminación 
a las autoridades mencionadas en el 
párrafo 5, a menos que el certificado se 
haya entregado a dichas autoridades o se 
haya expedido uno nuevo dentro del citado 
período. Las disposiciones precedentes 
serán igualmente aplicables a cualquier 
modificación que tenga por resultado que 
el seguro o la garantía dejen de satisfacer 
lo prescrito en el presente Artículo. 7. El 
Estado de matrícula del buque determinará, 
a reserva de lo dispuesto en el presente 
artículo, las condiciones de expedición y 
validez del certificado. 8. Nada de lo 

dispuesto en el presente Convenio se 

interpretará como un impedimento para 
que un Estado Parte confíe en la 
información obtenida de otros Estados, la 
Organización u otras organizaciones 
internacionales en relación con la solvencia 
de los proveedores del seguro o garantía 
financiera a los efectos del presente 
Convenio. En tales casos, el Estado Parte 
que confía en dicha información no se 
libera de su responsabilidad en tanto que 

Estado expedidor del certificado prescrito 
en el párrafo 2. 9. Los certificados 
expedidos o refrendados con la autoridad 
de un Estado Parte serán aceptados por los 
otros Estados Parte a los efectos del 
presente Convenio y serán considerados 
por los demás Estados Partes como 
dotados de la misma validez que los 
certificados expedidos o refrendados por 
ellos incluso si se han expedido o 
refrendado con respecto a un buque no 
matriculado en un Estado Parte. Un Estado 
Parte podrá solicitar en cualquier momento 
una consulta con el Estado que haya 
expedido o refrendado el certificado si 
estima que el asegurador o el fiador que 
se citan en el certificado no tienen solvencia 
financiera suficiente para cumplir las 
obligaciones que impone el presente 
Convenio. 10. Podrá promoverse una 
reclamación de indemnización de daños 
debidos a contaminación directamente 
contra el asegurador o contra toda persona 

proveedora de la garantía financiera que 

cubra la responsabilidad del propietario 

inscrito del buque por los daños 

ocasionados. En tal caso, el demandado 
podrá invocar los medios de defensa (que 
no sean los de quiebra o liquidación de 
bienes del propietario del buque) que 
hubiese tenido derecho a invocar el 
propietario del buque mismo, incluida la 
l imitación de la  responsabi l idad 
contemplada en el artículo 6. El demandado 
también podrá, aunque el propietario del 
buque no tenga derecho a limitar su 
responsabilidad de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 6, limitar su 
responsabilidad a una cuantía equivalente 
a la del seguro o garantía financiera que 
tenga obligación de mantener de 
conformidad con lo prescrito en el párrafo 
1. Además, el demandado podrá hacer 
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valer como medio de defensa el que los 
daños resultaron de la conducta dolosa del 
propietario del buque, pero no podrá 
invocar ningún otro de los medios de 
defensa que le hubiera sido posible 
invocar en una demanda incoada por el 
propietario del buque contra su persona. 
El demandado tendrá, en todo caso, el 
derecho de exigir que el propietario del 
buque concurra en el procedimiento. 11. 
Un Estado Parte no permitirá operar en 
ningún momento a ningún buque que 
enarbole su pabellón y esté sujeto a lo 
dispuesto en el presente artículo, a menos 
que se le haya expedido un certificado de 
conformidad con lo dispuesto en los 
párrafos 2 ó 14. 12. A reserva de lo 
dispuesto en el presente artículo, cada 
Estado Parte se asegurará de que, de 
conformidad con su legislación nacional, 
todo buque de arqueo bruto superior a 
1.000, donde quiera que esté matriculado, 
que entre en un puerto situado en su 
territorio o salga de el, o que arribe a una 
instalación mar adentro situada en su mar 
territorial o salga de ella, esté cubierto por 
un seguro u otra garantía en la cuantía 
establecida en el párrafo 1. 13. No obstante 
lo dispuesto en el párrafo 5, todo Estado 
Parte podrá notificar al Secretario General 
que, a los efectos de lo dispuesto en el 
párrafo 12, los buques no estarán obligados 
a llevar a bordo o presentar el certificado 
prescrito en el párrafo 2 cuando entren en 
un puerto situado en su territorio o salgan 
de el o cuando arriben a una terminal mar 
adentro situada en su mar territorial o 
salgan de ella, siempre y cuando el Estado 
Parte que expida el certificado prescrito 
en el párrafo 2 haya notificado al Secretario 
General que mantiene un registro de 
formato electrónico al que pueden acceder 
todos los Estados Partes y que demuestra 
la existencia del certificado y permite a los 
Estados Partes cumplir las obligaciones 
que les impone el párrafo 12. 14. Si no se 

mantiene un seguro u otra garantía 
financiera respecto de un buque que sea 
propiedad de un Estado Parte, las 
disposiciones pertinentes del presente 
artículo no serán de aplicación a dicho 
buque, pero este habrá de llevar a bordo 
un certificado expedido por las autoridades 
competentes de su Estado de matrícula en 
el que se haga constar que el buque es 
propiedad de dicho Estado y que la 
responsabilidad del buque está cubierta 
dentro de los límites estipulados en el 
párrafo 1. Dicho certificado se ajustará, en 
la mayor medida posible, al modelo 
prescrito en el párrafo 2. 15. Todo Estado 
podrá declarar en el momento de ratificar, 
aceptar o aprobar el presente Convenio, o 
de adherirse al mismo, o en cualquier 
momento posterior, que el presente 
artículo no se aplicará a los buques que 
operen exclusivamente en la zona de ese 
Estado a que se hace referencia en el 
artículo 2.a) i). Artículo 8. Plazos. Los 
derechos de indemnización estipulados en 
el presente Convenio prescribirán a menos 
que se interponga una acción con arreglo 
al mismo dentro de un plazo de tres años, 
contados a partir de la fecha en que se 
produjeron los daños. Sin embargo, en 
ningún caso podrá interponerse acción 
alguna una vez transcurridos seis años 
desde la fecha del suceso que ocasionó los 
daños. Cuando el suceso esté constituido 
por una serie de acaecimientos, el plazo 
de seis años se contará a partir de la fecha 
del primer acaecimiento. Artículo 9. 
Jurisdicción. 1. Cuando un suceso haya 
ocasionado daños debidos a contaminación 
en el territorio, incluido el mar territorial, 
o en una zona mencionada en el artículo 
2 a) ii) de uno o más Estados Partes, o se 
hayan tomado medidas preventivas para 
evitar o reducir al mínimo los daños en 
ese territorio, incluido el mar territorial, o 
en esa zona, las reclamaciones de 
indemnización contra el propietario del 
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buque, el asegurador o cualquier otra 
persona que proporcione la garantía para 
cubrir la responsabilidad del propietario 
del buque sólo podrán promoverse ante 
los tribunales de esos Estados Partes. 2. 
Se informará al demandado con antelación 
suficiente de cualquier medida adoptada 
en virtud del párrafo 1. 3. Cada Estado 
Parte garantizará que sus tribunales tienen 
jurisdicción para entender de las demandas 
de indemnización contempladas en el 
presente Convenio.  Artículo 10. 
Reconocimiento y ejecución. 1. Todo 
fallo dictado por un tribunal con 
jurisdicción conforme a lo dispuesto en el 
artículo 9 que sea de cumplimiento 
obligatorio en el Estado de origen, donde 
ya no esté sujeto a procedimientos 
ordinarios de revisión, será reconocido en 
cualquier otro Estado Parte, salvo que: a) 
se haya obtenido fraudulentamente; o b) 
no se haya informado al demandado con 
antelación suficiente, privándolo de la 
oportunidad de presentar su defensa. 2. 
Los fallos reconocidos en virtud del 
párrafo 1 serán de cumplimiento 
obligatorio en todos los Estados Partes tan 
pronto como se hayan satisfecho las 
formalidades exigidas en esos Estados. 
Esas formalidades no permitirán que se 
revise el fondo de la demanda. Artículo 
11. Cláusula de derogación. El presente 
Convenio derogará cualquier otro 
Convenio que, en la fecha en que se abra 
a la firma, esté en vigor o abierto a la firma, 
ratificación o adhesión, pero sólo en la 
medida en que tal Convenio esté en 
conflicto con él; sin embargo, nada de lo 
dispuesto en el presente artículo afectará 
a las obligaciones que los Estados Parte 
tengan para con los Estados que no sean 
partes en el presente Convenio en virtud 
de tal Convenio. Artículo 12. Firma, 
ratificación, aceptación, aprobación y 
adhesión. 1. El presente Convenio estará 
abierto a la firma, en la sede de la 

Organización, desde el 1 de Octubre de 
2001 hasta el 30 de Septiembre de 2002, 
y posteriormente seguirá abierto a la 
adhesión. 2. Los Estados podrán manifestar 
su consentimiento en obligarse por el 
presente Convenio mediante: a) firma sin 
reserva en cuanto a ratificación, aceptación 
o aprobación; b) firma a reserva de 
ratificación, aceptación o aprobación, 
seguida de ratificación, aceptación o 
aprobación; o, c) adhesión. 3. La 
ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión se efectuarán depositando ante 
el Secretario General el instrumento que 
proceda. 4. Cuando se deposite un 
instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión después de la 
entrada en vigor de una enmienda al 
presente Convenio que sea aplicable a 
todos los Estados Parte existentes o 
después de cumplidas todas las medidas 
requeridas para la entrada en vigor de la 
enmienda respecto de esos Estados Partes, 
se entenderá que dicho instrumento se 
aplica al Convenio modificado por esa 
enmienda. Artículo 13. Estados con más 
de un régimen jurídico. 1. Todo Estado 
integrado por dos o más unidades 
territoriales en las que sea aplicable un 
régimen jurídico distinto en relación con 
las materias objeto del presente Convenio 
podrá declarar en el momento de dar su 
firma, ratificación, aceptación, aprobación 
o adhesión al mismo que el presente 
Convenio será aplicable a todas sus 
unidades territoriales, o solo a una o varias 
de ellas, y podrá en cualquier momento 
sustituir por otra su declaración original.  
2. Esa declaración se notificará al 
Secretario General, y en ella se hará 
constar expresamente a que unidades 
territoriales será aplicable el Convenio. 3. 
En relación con un Estado Parte que haya 
hecho tal declaración: a) en la definición 
de ¨propietario inscrito¨ que figura en el 
artículo 1  4), las referencias a un Estado 
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se entenderán como referencias a la unidad 
territorial de que se trate; b) las referencias 
al Estado de matrícula del buque y, por lo 
que respecta al certificado de seguro 
obligatorio, al Estado que lo expide o lo 
refrenda, se entenderán como referencias 
a la unidad territorial en que está 
matriculado el buque y que expide o 
refrenda el certificado, respectivamente; 
c) las referencias en el presente Convenio 
a las disposiciones de la legislación 
nacional se entenderán como referencias 
a las disposiciones de la legislación de la 
unidad territorial de que se trate; y,  d) las 
referencias en los artículos 9 y 10 a los 
tribunales y a los fallos que serán 
reconocidos en los Estados Partes se 
entenderán como referencias a los 
tribunales y a los fallos que serán 
reconocidos en la unidad territorial de que 
se trate. Artículo 14. Entrada en vigor. 
1. El presente Convenio entrará en vigor 
un año después de la fecha en que 18 
Estados, incluidos cinco Estados con 
buques cuyo arqueo bruto combinado, en 
cada uno, no sea inferior a 1.000.000, lo 
hayan firmado sin reserva en cuanto a 
ratificación, aceptación o aprobación, o 
hayan depositado el correspondiente 
instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión en poder del 
Secretario General. 2. Para todo Estado 
que ratifique, acepte o apruebe el presente 
Convenio, o se adhiera al mismo, una vez 
cumplidas las condiciones relativas a la 
entrada en vigor que establece el párrafo 
1, el presente Convenio entrará en vigor a 
los tres meses de haber depositado ese 
Estado el instrumento pertinente.  Artículo 
15. Denuncia. 1. El presente Convenio 
podrá ser denunciado por cualquier Estado 
Parte en cualquier momento posterior a la 
fecha en que entre en vigor para ese 
Estado.  2. La denuncia se efectuará 
depositando un instrumento en poder del 
Secretario General.  3. La denuncia surtirá 
efecto un año después de la fecha de 
depósito del instrumento de denuncia en 

poder del Secretario General, o al expirar 
cualquier otro plazo más largo que se haga 
constar en dicho instrumento. Artículo 
16.  Revisión o enmienda.  1.  La 
Organización podrá convocar una 
conferencia con objeto de revisar o 
enmendar el presente Convenio. 2. La 
Organización convocará una Conferencia 
de los Estados Parte para revisar o 
enmendar el presente Convenio a petición 
de, por lo menos, un tercio de los Estados 
Partes. Artículo 17. Depositario. 1. El 
presente Convenio será depositado en 
poder del Secretario General. 2. El 
Secretario General: a) informará a todos 
los Estados que hayan firmado el presente 
Convenio o se hayan adherido al mismo 
de: i) toda nueva firma o depósito de un 
instrumento, así como de la fecha en que 
se produzca; ii) la fecha de entrada en 
vigor del presente Convenio; iii) todo 
depósito de un instrumento de denuncia 
del presente Convenio, así como de la 
fecha del depósito y la fecha en que surta 
efecto la denuncia; y, iv) otras declaraciones 
y notificaciones hechas en virtud del 
presente Convenio; b) remitirá copias 
auténticas certificadas del presente 
Convenio a todos los Estados que lo hayan 
firmado o se hayan adherido al mismo. 
Artículo 18. Envío a las Naciones 
Unidas. Tan pronto como el presente 
Convenio entre en vigor, el Secretario 
General remitirá el texto del Convenio a 
la Secretaría de las Naciones Unidas a 
efectos de registro y publicación, de 
conformidad con lo dispuesto en el 
Artículo 102 de la Carta de las Naciones 
Unidas. Artículo 19. Idiomas. El presente 
Convenio está redactado en un solo 
ejemplar original en los idiomas árabe, 
chino, español, francés, inglés y ruso, 
siendo cada texto igualmente auténtico. 
HECHO EN LONDRES, el día veintitrés 
de marzo de dos mil uno. EN FE DE LO 
CUAL los infrascritos, debidamente 
autorizados por sus respectivos Gobiernos, 
firman el presente Convenio.
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ANEXO

CERTIFICADO DE SEGURO U OTRA GARANTÍA FINANCIERA RELATIVO A LA RESPONSABILIDAD 

CIVIL NACIDA DE DAÑOS DEBIDOS A CONTAMINACIÓN POR LOS HIDROCARBUROS PARA 

COMBUSTIBLE DE LOS BUQUES

Expedido en virtud de lo dispuesto en el Artículo 7 del Convenio internacional sobre responsabilidad civil nacida de daños 

debidos a contaminación por los hidrocarburos para combustible de los buques, 2001. 

Se certifica que el buque arriba mencionado está cubierto por una póliza de seguro u otra garantía financiera que satisface lo 

prescrito en el Artículo 7 del Convenio internacional sobre responsabilidad civil nacida de daños debidos a contaminación por 

los hidrocarburos para combustible de los buques, 2001. 

Tipo de Garantía………………………………………………………….....................................................................................

Duración de la garantía………………………………………………………

Nombre y dirección del asegurador (de los aseguradores) y (o) del fiador (de los fiadores) 

Nombre……………………………………………………………………………. .………………………………………........

........................................................................................................................................................................................................

Dirección……………………………………………………………………………………......................................................... 

Este certificado es válido hasta…………………………………………………………...............................................................

Expedido o refrendado por el Gobierno de……………………………………………… ...........................................................

.................................................................................................................. (Nombre completo del Estado)

O

Esta fórmula se utilizará cuando un Estado Parte se acoja a lo dispuesto en el artículo 7 3): 

Este certificado ha sido expedido con la autorización del Gobierno de.... (nombre completo del Estado) por .... (nombre de la 

institución u organización). 

En ...................................................................... a ....................................................	                

(Lugar)                                                           (Fecha) 

……………………………………………………………………………..

(Firma y título del funcionario que expide o refrenda el certificado) 
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Notas explicativas: 

1. A discreción, al designar el Estado se puede mencionar la autoridad pública competente del país en que se expide el 

certificado. 

2. Si el importe total de la garantía procede de varias fuentes, se indicará la cuantía consignada por cada una de ellas. 

3. Si la garantía se consigna en diversas formas, enumérense éstas. 

4. En el epígrafe ¨Duración de la garantía¨, indíquese la fecha en que empieza a surtir efecto tal garantía. 

5. En el epígrafe ¨Dirección¨ del asegurador (de los aseguradores) y (o) del fiador (de los fiadores), indíquese el domicilio 

social principal del asegurador (de los aseguradores) y (o) del fiador (de los fiadores). Si procede, se indicará el domicilio 

social en el que se haya establecido el seguro u otra garantía.

ARTÍCULO SEGUNDO: La presente Convención entrará en vigor a partir de la fecha de su publicación en el Diario Oficial 

“La Gaceta”.

COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE

 

CARLOS ALBERTO MADERO ERAZO

SECRETARIO DE ESTADO COORDINADOR GENERAL DEL GOBIERNO

Por delegación del Presidente de la República. 

Acuerdo Ejecutivo No.043-2020, publicado en fecha en el Diario Oficial “La Gaceta” 6 de Octubre de 2020

 

LISANDRO ROSALES BANEGAS

SECRETARIO DE ESTADO EN LOS DESPACHOS DE RELACIONES

EXTERIORES Y COOPERACIÓN INTERNACIONAL
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ARTÍCULO 4.- 	 Aprobar en todas y cada una de sus 
partes el ACUERDO EJECUTIVO 
No.04–DGAJTC–2021, suscrito en fecha 
09 de Febrero de 2021, que contiene la 
Adhesión de Honduras al “CONVENIO 
INTERNACIONAL DE NAIROBI 
SOBRE LA REMOCIÓN DE RESTOS 
DE NAUFRAGIO”, que literalmente 
dice: 

“SECRETARÍA DE ESTADO EN LOS 
DESPACHOS DE RELACIONES 
EXTERIORES Y COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL. ACUERDO No.04 – 
DGAJTC – 2021. Tegucigalpa, M.D.C., 
09 de Febrero de 2021. EL PRESIDENTE 
C O N S T I T U C I O N A L D E  L A 
REPÚBLICA. CONSIDERANDO: Que 
el Artículo 145 de la Constitución Nacional 
de la República de Honduras obliga al 
Estado a preservar el medio ambiente 
adecuado para proteger la salud de las 
personas y declara que la explotación 
técnica y racional de los recursos naturales 
de la nación es de utilidad pública y 
necesaria. CONSIDERANDO: Que 
Honduras es Parte de la Convención de 
las Naciones Unidas sobre el Derecho del 
Mar, brindando numerosos requisitos para 
que los Estados prevengan, reduzcan y 
controlen la contaminación del medio 
ambiente marino. Resulta de gran 
importancia implementar los instrumentos 
que prevengan los daños de contaminación 
por hidrocarburos hacia el medio ambiente 
marino causados por los buques. 
CONSIDERANDO: Que Honduras 
como Estado miembro de la Organización 
Marítima Internacional (OMI) y signatario 
de varios instrumentos, está realizando 
continuamente esfuerzos para la 
Prevención de la Contaminación Marina 
a través de la Dirección General de la 
Marina Mercante, adoptando las medidas 
apropiadas que emanan de los Convenios 

Internacionales. CONSIDERANDO: 
Que la administración, control y 
coordinación de todas las actividades 
relacionadas con el transporte marítimo, 
la seguridad y protección del medio 
marino están bajo la autoridad de la 
Dirección General de la Marina Mercante, 
de acuerdo con el Decreto No.167-94 de 
fecha 4 de Noviembre de 1994, que 
contiene la Ley Orgánica de la Marina 
Mercante Nacional reformada mediante 
Decreto No.120-2016 publicado en El 
Diarios Oficial en fecha 17 de Diciembre 
del año 2016. CONSIDERANDO: Que 
Honduras es un estado ribereño, estado 
rector de puerto y estado de abanderamiento, 
resulta de suma importancia tener un 
instrumento internacional que promueva 
la compensación por daños debidos a la 
contaminación del medio marino y la 
observancia de las actividades de 
comercialización y transporte de 
hidrocarburos realizadas por los buques 
internacionales que navegan a través de 
nuestras aguas territoriales y esos que 
navegan en el resto del mundo bajo la 
bandera hondureña. CONSIDERANDO: 
El CONVENIO INTERNACIONAL DE 
NAIROBI SOBRE LA REMOCIÓN DE 
RESTOS DE NAUFRAGIO, 2007, 
proporciona un mecanismo concreto de 
protección para los recursos naturales, 
tanto bióticos como abióticos, ligados a 
las zonas marino-costeras, de los cuales 
depende la economía y el desarrollo de 
gran parte de la población hondureña, 
principalmente los involucrados en los 
rubros del turismo, la hotelería, la pesca, 
la acuacultura, el transporte de bienes y 
personas y la generación de energía. 
Sentando las bases para que el Estado de 
Honduras pueda asegurar que la navegación 
dentro de su zona económica exclusiva 
esté libre de pecios y, por lo tanto, sea 
segura, cumpliendo con las exigencias de 
otros instrumentos internacionales dentro 
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del ámbito marítimo y garantizando la 
prevención efectiva de potenciales 
accidentes. CONSIDERANDO: Que la 
a d h e s i ó n  a l  C O N V E N I O 
INTERNACIONAL DE NAIROBI 
SOBRE LA REMOCIÓN DE RESTOS 
DE NAUFRAGIO, 2007  resulta 
indispensable ya que, de producirse un 
incidente marítimo que derive en el 
naufragio de una embarcación dentro de 
nuestra Zona Económica Exclusiva, se 
asegura la responsabilidad del propietario 
de encargarse de los gastos que implican 
la remoción de los restos, previniendo así 
problemas posteriores asociados a la 
seguridad de la navegación y a la protección 
del medio marino. POR TANTO: En 
ejercicio de las facultades consignadas en 
los Artículos: 245 numeral 11 de la 
Constitución de la República; 11, 116 y 
118 de la Ley General de la Administración 
Pública y demás aplicables. ACUERDA 
PRIMERO: Aprobar en todas y cada una 
de sus partes la ADHESIÓN DE 
H O N D U R A S  a l  “ C O N V E N I O 
INTERNACIONAL DE NAIROBI 
SOBRE LA REMOCIÓN DE RESTOS 
DE NAUFRAGIO” ,  2007 .  LOS 
ESTADOS PARTE EN EL PRESENTE 
CONVENIO, CONSCIENTES del 
hecho de que los restos de naufragio, de 
no procederse a su remoción, pueden 
constituir un riesgo para la navegación o 
para el medio marino, CONVENCIDOS 
de la necesidad de adoptar normas y 
procedimientos internacionales uniformes 
para asegurar la remoción pronta y eficaz 
de los restos de naufragio y el pago de una 
indemnización por los costos ocasionados, 
OBSERVANDO que muchos restos de 
naufragio pueden encontrarse en el 
territorio de los Estados, incluido el mar 
territorial, RECONOCIENDO las 
ventajas que pueden obtenerse gracias a 
la uniformidad de los regímenes jurídicos 
que rigen la responsabilidad por la 

remoción de restos de naufragio 
potencialmente peligrosos, TENIENDO 
PRESENTE  la importancia de la 
Convención de las Naciones Unidas sobre 
el Derecho del Mar, hecha en Montego 
Bay el 10 de Diciembre de 1982, y del 
derecho internacional consuetudinario del 
mar y la consiguiente necesidad de 
implantar el presente Convenio de 
conformidad con tales disposiciones, 
CONVIENEN:  Artículo 1. Definiciones. 
A los efectos del presente Convenio 
regirán las siguientes definiciones: 1 
“Zona de aplicación del Convenio”: la 
zona económica exclusiva de un Estado 
Parte, establecida de conformidad con el 
derecho internacional, o, si el Estado Parte 
no ha establecido tal zona, un área situada 
más allá del mar territorial de dicho Estado 
y adyacente a éste, determinada de 
conformidad con el derecho internacional 
por dicho Estado y de una extensión que 
no supere las 200 millas marinas contadas 
desde las líneas de base a partir de las 
cuales se mide la anchura de su mar 
territorial. 2 “Buque”: todo tipo de 
embarcaciones de navegación marítima, 
incluidos los aliscafos, los aerodeslizadores, 
los sumergibles, los artefactos flotantes y 
las plataformas flotantes, salvo cuando 
tales plataformas estén emplazadas y 
dedicadas a la exploración, explotación o 
producción de recursos minerales del 
fondo marino. 3 “Siniestro marítimo”: un 
abordaje, una varada u otro suceso de 
navegación o acaecimiento a bordo de un 
buque o en su exterior que ocasiona daños 
materiales o una amenaza inminente de 
daños materiales a un buque o a su carga. 
4 “Restos de naufragio”, tras un siniestro 
marítimo: a) un buque varado o hundido; 
o, b) cualquier parte de un buque varado 
o hundido, incluido cualquier objeto que 
esté o haya estado a bordo de tal buque; 
o, c) todo objeto que haya caído al mar de 
un buque y que esté varado, hundido o a 
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la deriva en el mar; o, d) un buque que esté 
a punto de hundirse o de quedar varado, o 
del que pueda razonablemente esperarse 
que se hunda o quede varado, siempre que 
no se hayan adoptado ya medidas eficaces 
para auxiliar al buque o salvaguardar 
cualesquiera otros bienes que se encuentren 
en peligro. 5 “Riesgo”: toda situación o 
amenaza: a) de peligro o impedimento 
para la navegación; o b) de la cual pueda 
razonablemente esperarse que ocasione 
perjuicios importantes para el medio 
marino, o daños para el litoral o los 
intereses conexos de uno o más Estados. 
6 “Intereses conexos”: los intereses de un 
Estado ribereño directamente afectado o 
amenazado por restos de naufragio, tales 
como: a) las actividades marítimas 
costeras, portuarias y estuarinas, incluidas 
las actividades pesqueras, que constituyan 
un medio esencial de sustento de las 
personas interesadas; b) los atractivos 
turísticos y otros intereses económicos de 
la región afectada; c) la salud de la 
población ribereña y el bienestar de la 
región de que se trate, incluida la 
conservación de los recursos marinos 
vivos y de su flora y fauna; y, d) la 
infraestructura mar adentro y submarina. 
7 “Remoción”: toda forma de prevención, 
reducción o eliminación del riesgo 
generado por los restos de naufragio. 
Cualquier término derivado de “remoción” 
se interpretará de acuerdo con esta 
definición. 8 “Propietario inscrito”: la 
persona o personas inscritas como 
propietarias del buque o, en ausencia de 
matriculación, la persona o personas 
propietarias del mismo en el momento de 
producirse el siniestro marítimo. No 
obstante, en el caso de un buque propiedad 
de un Estado y explotado por una compañía 
inscrita en ese Estado como armadora del 
buque, por “propietario inscrito” se 
entenderá dicha compañía. 9 “Armador 
del buque”: el propietario del buque o 

cualquier otra organización o persona, 
como el gestor naval o el fletador a casco 
desnudo, que haya recibido del propietario 
del buque la responsabilidad de la 
explotación del buque y que, al asumir 
dicha responsabilidad, haya aceptado 
todas las obligaciones y responsabilidades 
estipuladas en el Código Internacional de 
Gestión de la Seguridad enmendado. 10 
“Estado afectado”: el Estado en cuya zona 
de aplicación del Convenio se encuentran 
los restos de naufragio. 11 “Estado de 
matrícula del buque”: respecto de un 
buque inscrito en un registro, el Estado de 
dicho registro, y respecto de un buque no 
inscrito, el Estado cuyo pabellón el buque 
t e n g a  d e r e c h o  a  e n a r b o l a r.  1 2 
“Organización”: la Organización Marítima 
Internacional. 13 “Secretario General”: el 
Secretario General de la Organización. 
Artículo 2. Objetivos y principios 
generales. 1 Un Estado Parte podrá 
adoptar medidas de conformidad con el 
presente Convenio en relación con la 
remoción de unos restos de naufragio que 
constituyan un riesgo en la zona de 
aplicación del Convenio. 2 Las medidas 
adoptadas por el Estado afectado de 
conformidad con el párrafo 1 deberán ser 
proporcionales al riesgo. 3 Tales medidas 
no i rán  más  a l lá  de  lo  que  sea 
razonablemente necesario para la remoción 
de los restos de naufragio que constituyan 
un riesgo y cesarán tan pronto como se 
haya completado tal remoción; las medidas 
no supondrán una injerencia innecesaria 
en los derechos e intereses de otros 
Estados, incluido el Estado de matrícula 
del buque, o de las personas físicas o 
jurídicas interesadas. 4 La aplicación del 
presente Convenio en la zona de aplicación 
del Convenio no dará derecho a ningún 
Estado Parte a ejercer o hacer valer su 
soberanía o derechos soberanos sobre 
ninguna parte de la alta mar. 5 Los Estados 
Parte se esforzarán por cooperar cuando 
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los efectos de un siniestro marítimo que 
ocasione restos de naufragio impliquen a 
un Estado distinto del Estado afectado. 
Artículo 3. Ámbito de aplicación. 1. 
Salvo que se disponga lo contrario en el 
presente Convenio, éste será aplicable a 
los restos de naufragio que se encuentren 
en la zona de aplicación del Convenio. 2.  
Un Estado Parte podrá ampliar la 
aplicación del presente Convenio a los 
restos de naufragio que se encuentren 
dentro de su territorio, incluido el mar 
territorial, con sujeción a lo dispuesto en 
el párrafo 4 del Artículo 4. En ese caso, lo 
notificará al Secretario General en el 
momento de manifestar su consentimiento 
en obligarse por el presente Convenio, o 
en cualquier momento ulterior. Cuando un 
Estado Parte haya notificado que aplicará 
el presente Convenio a los restos de 
naufragio que se encuentren en su 
territorio, incluido el mar territorial, esto 
no irá en perjuicio de los derechos y 
obligaciones de ese Estado de adoptar 
medidas con respecto a los restos de 
naufragio que se encuentren en su 
territorio, incluido el mar territorial, que 
no sean la localización, balizamiento y 
remoción de conformidad con el presente 
Convenio. Las disposiciones de los 
artículos 10, 11 y 12 del presente Convenio 
no se aplicarán a ninguna de las medidas 
adoptadas a esos efectos que no sean 
aquellas a que se hace referencia en los 
artículos 7, 8 y 9 del presente Convenio. 
3. Cuando un Estado Parte haya presentado 
una notificación en virtud del párrafo 2, la 
“zona de aplicación del Convenio” del 
Estado afectado incluirá el territorio, 
incluido el mar territorial, de ese Estado 
Parte. 4. Una notificación presentada en 
virtud del párrafo 2 anterior surtirá efecto 
para ese Estado Parte, si se ha presentado 
con anterioridad a la entrada en vigor del 
presente Convenio para ese Estado Parte, 
en el momento de la entrada en vigor. Si 

la notificación se presenta con posterioridad 
a la entrada en vigor del presente Convenio 
para ese Estado Parte, surtirá efecto seis 
meses después de la fecha en que el 
Secretario General la haya recibido. 5. Un 
Estado Parte que haya presentado una 
notificación en virtud del párrafo 2 podrá 
retirarla en cualquier momento por medio 
de una notificación de retiro presentada al 
Secretario General. Tal notificación de 
retiro surtirá efecto seis meses después de 
la fecha en que el Secretario General la 
haya recibido, a menos que en la 
notificación se haga constar una fecha 
posterior. Artículo 4. Exclusiones. 1. El 
presente Convenio no será aplicable a las 
medidas adoptadas en virtud del Convenio 
internacional relativo a la intervención en 
alta mar en casos de accidentes que causen 
una contaminación por hidrocarburos, 
1969, enmendado, o del Protocolo relativo 
a la intervención en alta mar en casos de 
contaminación por sustancias distintas de 
los hidrocarburos, 1973, enmendado. 2. 
El presente Convenio no será aplicable a 
los buques de guerra ni a los buques cuya 
propiedad o explotación corresponda a un 
Es t ado  y  que  e s t én  des t i nados 
exc lus ivamente ,  en  e l  momento 
considerado, a servicios no comerciales 
del Gobierno, a menos que ese Estado 
decida otra cosa. 3. Cuando un Estado 
Parte decida aplicar el presente Convenio 
a los buques de guerra o a los otros buques 
mencionados en el párrafo 2, lo notificará 
al Secretario General especificando las 
modalidades y condiciones para ello. 4. a) 
Cuando un Estado Parte haya presentado 
una notificación en virtud del párrafo 2 del 
Artículo 3, las siguientes disposiciones del 
presente Convenio no serán de aplicación 
en su territorio, incluido el mar territorial: 
ii) artículo 9, párrafos 1, 5, 7, 8, 9 y 10; y, 
iii) Artículo 15. b) El párrafo 4 del Artículo 
9, en la medida en que sea de aplicación 
al territorio, incluido el mar territorial, de 
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un Estado Parte, rezará tal como sigue: 
Con sujeción a la legislación nacional del 
Estado afectado, el propietario inscrito 
podrá contratar a un salvador o a otra 
persona para que se encargue de la 
remoción de los restos de naufragio que 
se haya determinado que constituyen un 
riesgo en nombre del propietario. Antes 
de que comience tal remoción, el Estado 
afectado podrá estipular condiciones con 
respecto a la misma únicamente en la 
medida necesaria para garantizar que la 
remoción se lleva a cabo de manera que 
se tengan en cuenta los aspectos de 
seguridad y de protección del medio 
marino. Artículo 5. Notificación de 
restos de naufragio. 1. Todo Estado Parte 
exigirá al capitán y al armador de un buque 
que enarbole su pabellón que informen sin 
demora al Estado afectado cuando ese 
buque haya estado implicado en un 
siniestro marítimo que haya ocasionado 
restos de naufragio. En la medida en que 
o el capitán o el armador del buque haya 
satisfecho la obligación de informar 
estipulada en el presente artículo, el otro 
no estará obligado a informar. 2. En tales 
informes se harán constar el nombre y el 
domicilio social principal del propietario 
inscrito y toda la información pertinente 
que el Estado afectado necesite para 
determinar si los restos de naufragio 
constituyen un riesgo con arreglo al 
artículo 6, incluida la siguiente: a) 
ubicación precisa de los restos de 
naufragio; b) tipo, tamaño y construcción 
de los restos de naufragio; c) naturaleza 
de los daños y estado de los restos de 
naufragio: d) naturaleza de la carga y su 
cantidad, en particular las sustancias 
nocivas y potencialmente peligrosas; y, e) 
cantidad y tipos de hidrocarburos a bordo, 
incluidos los hidrocarburos para 
combustible y aceites lubricantes. Artículo 
6. Determinación del riesgo. Para 
determinar si unos restos de naufragio 

constituyen un riesgo, el Estado afectado 
debería tener en cuenta los criterios que 
se indican a continuación: a) tipo, tamaño 
y construcción de los restos de naufragio;  
b) profundidad del agua en la zona; c) 
amplitud de la marea y corrientes en la 
zona; d) zonas marinas especialmente 
sensibles determinadas y, en su caso, 
designadas de conformidad con las 
directrices adoptadas por la Organización 
o una zona claramente definida de la zona 
económica exclusiva donde se hayan 
adoptado medidas obligatorias especiales 
con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 6 
del Artículo 211 de la Convención de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho del 
Mar, 1982; e) proximidad a rutas de 
navegación o a vías de circulación 
establecidas; f) densidad y frecuencia del 
tráfico; g) tipo de tráfico; h) naturaleza y 
cantidad de la carga transportada, cantidad 
y tipos de hidrocarburos (tales como 
hidrocarburos para combustible y aceites 
lubricantes) a bordo y, en particular, los 
daños que podrían producirse si la carga 
o los hidrocarburos se introdujeran en el 
medio marino; i) vulnerabilidad de las 
instalaciones portuarias; j) condiciones 
meteorológicas e hidrográficas imperantes; 
k) topografía submarina de la zona; l) 
altura de los restos de naufragio por 
encima o por debajo de la superficie del 
agua en el momento de la marea 
astronómica más baja; m) perfiles acústico 
y magnético de los restos de naufragio; n) 
proximidad de instalaciones, tuberías, 
cables de telecomunicaciones y estructuras 
similares mar adentro; y, o) cualquier otra 
circunstancia que haga necesaria la 
remoción de los restos de naufragio. 
Artículo 7. Localización de restos de 
naufragio. 1. Tras tener conocimiento de 
la existencia de restos de naufragio, el 
Estado afectado empleará todos los 
medios posibles, entre ellos los buenos 
oficios de Estados y organizaciones, para 
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advertir a los navegantes y a los Estados 
interesados de la ubicación y naturaleza 
de los restos de naufragio con carácter de 
urgencia. 2. Si el Estado afectado tiene 
razones para pensar que unos restos de 
naufragio constituyen un riesgo, se 
cerciorará de que se toman todas las 
medidas factibles para determinar la 
ubicación precisa de dichos restos de 
naufragio. Artículo 8. Balizamiento de 
restos de naufragio. 1. Si el Estado 
afectado determina que unos restos de 
naufragio constituyen un riesgo, ese 
Estado se cerciorará de que se toman todas 
l as  medidas  razonables  para  su 
balizamiento. 2. Al efectuar el balizamiento 
de los restos de naufragio se tomarán todas 
las medidas factibles para garantizar que 
se hace con arreglo al sistema de 
balizamiento intencionalmente aceptado 
que se utilice en la zona donde se 
encuentran dichos restos. 3. El Estado 
afectado hará públicos los pormenores del 
balizamiento de los restos de naufragio 
utilizando todos los medios apropiados, 
incluidas las publicaciones náuticas 
oportunas. Artículo 9. Medidas para 
facilitar la remoción de restos de 
naufragio. 1. Si el Estado afectado 
determina que unos restos de naufragio 
constituyen un riesgo, inmediatamente ese 
Estado: a) informará de ello al Estado de 
matrícula del buque y al propietario 
inscrito; y, b) consultará con el Estado de 
matrícula del buque y con los otros 
Estados afectados por los restos de 
naufragio las medidas que habrán de 
adoptarse en relación con dichos restos. 
2. El propietario inscrito procederá a la 
remoción de los restos de naufragio que 
se haya determinado que constituyen un 
riesgo. 3. Cuando se haya determinado que 
los restos de naufragio constituyen un 
riesgo, el propietario inscrito, u otra parte 
interesada, facilitará pruebas del seguro u 
otra garantía financiera prescrito en el 

Artículo 12 a la autoridad competente del 
Estado afectado. 4. El propietario inscrito 
podrá contratar a un salvador o a otra 
persona para que se encargue de la 
remoción de los restos de naufragio que 
se haya determinado que constituyen un 
riesgo en nombre del propietario. Antes 
de que comience tal remoción, el Estado 
afectado podrá estipular condiciones con 
respecto a la misma únicamente en la 
medida necesaria para garantizar que la 
remoción se lleva a cabo de manera que 
se tengan en cuenta los aspectos de 
seguridad y de protección del medio 
marino. 5. Una vez se haya dado comienzo 
a la remoción a que se hace referencia en 
los párrafos 2 y 4, el Estado afectado podrá 
intervenir en la remoción únicamente en 
la medida necesaria para garantizar que la 
remoción se lleva a cabo efectivamente de 
manera que se tengan en cuenta los 
aspectos de seguridad y de protección del 
medio marino. 6. El Estado afectado: a) 
fijará un plazo razonable para que el 
propietario inscrito proceda a la remoción 
de los restos de naufragio, teniendo en 
cuenta la naturaleza del riesgo determinado 
de conformidad con lo dispuesto en el 
Artículo 6; b) informará por escrito al 
propietario inscrito acerca del plazo que 
se ha fijado, precisando que si el propietario 
inscrito no procede a la remoción de los 
restos de naufragio dentro de ese plazo, él 
podrá efectuar la remoción de los restos 
de naufragio, corriendo los gastos por 
cuenta del propietario inscrito; y, c) 
informará por escrito al propietario 
inscrito de que tiene la intención de 
intervenir inmediatamente en los casos en 
que el riesgo adquiera particular gravedad. 
7. Si el propietario inscrito no procede a 
la remoción de los restos de naufragio 
dentro del plazo fijado de conformidad con 
lo dispuesto en el párrafo 6 a), o no es 
posible ponerse en contacto con el 
propietario inscrito, el Estado afectado 
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podrá proceder a la remoción de los restos 
de naufragio, empleando los métodos más 
prácticos y rápidos disponibles, habida 
cuenta de los aspectos de seguridad y de 
protección del medio marino. 8. En los 
casos en que sea preciso adoptar medidas 
inmediatas y el Estado afectado haya 
informado al respecto al Estado de 
matrícula del buque y al propietario 
inscrito, el Estado afectado podrá proceder 
a la remoción de los restos de naufragio, 
empleando los medios más prácticos y 
rápidos disponibles, habida cuenta de los 
aspectos de seguridad y de protección del 
medio marino. 9. Los Estados Parte 
adoptarán las medidas que sean pertinentes 
en virtud de su legislación nacional para 
garantizar que los propietarios inscritos en 
sus registros cumplan lo dispuesto en los 
párrafos 2 y 3. 10. Los Estados Parte dan 
su consentimiento al Estado afectado para 
actuar de conformidad con lo dispuesto en 
los párrafos 4 a 8, cuando sea necesario. 
11. El Estado afectado facilitará la 
información a que se hace referencia en el 
presente Artículo al propietario inscrito 
identificado en los informes a que se hace 
referencia en el párrafo 2 del Artículo 5. 
Artículo 10. Responsabilidad del 
propietario. 1. A reserva de lo dispuesto 
en el Artículo 11, el propietario inscrito 
será responsable de los costos de la 
localización, el balizamiento y la remoción 
de los restos de naufragio realizados de 
conformidad con los artículos 7, 8 y 9, 
respectivamente, a menos que demuestre 
que el siniestro marítimo que dio origen a 
los restos de naufragio: a) fue resultado de 
un acto de guerra, hostilidades, guerra 
civil, insurrección o de un fenómeno 
natural de carácter excepcional, inevitable 
e irresistible; b) se debió totalmente a la 
acción o a la omisión de un tercero que 
actuó con la intención de causar daño; o  
c) se debió totalmente a la negligencia o 
a una acción lesiva de otra índole de 

cualquier Gobierno o autoridad responsable 
del mantenimiento de las luces u otras 
ayudas a la navegación, en el ejercicio de 
esa función. 2. Nada de lo dispuesto en el 
presente Convenio afectará al derecho del 
propietario inscrito de limitar su 
responsabilidad en virtud de cualquier 
régimen nacional o internacional aplicable, 
tal como el Convenio sobre limitación de 
la responsabilidad nacida de reclamaciones 
de derecho marítimo, 1976, enmendado. 
3. No podrá promoverse contra el 
propietario inscrito ninguna reclamación 
por los costos a que se hace referencia en 
el párrafo 1 que no se ajuste a lo dispuesto 
en el presente Convenio. Esto no irá en 
prejuicio de los derechos y obligaciones 
de un Estado Parte que haya presentado 
una notificación de conformidad con el 
párrafo 2 del Artículo 3 en relación con 
los restos de naufragio que se encuentren 
en su territorio, incluido el mar territorial, 
que no sean la localización, balizamiento 
y remoción con arreglo al presente 
Convenio. 4. Nada de lo dispuesto en el 
presente artículo irá en perjuicio del 
derecho a interponer recursos contra 
terceros. Artículo 11. Excepciones a la 
responsabilidad. 1. El propietario inscrito 
no será responsable en virtud del presente 
Convenio de los costos mencionados en 
el párrafo 1 del Artículo 10 si se determina, 
y en la medida en que se determine, que 
la responsabilidad por dichos costos 
entraría en conflicto con: a) el Convenio 
internacional sobre responsabilidad civil 
nacida de daños debidos a contaminación 
por hidrocarburos, 1969, enmendado; b) 
el  Convenio internacional  sobre 
responsabilidad e indemnización de daños 
en relación con el transporte marítimo de 
sustancias nocivas y potencialmente 
peligrosas, 1996, enmendado; c) el 
Convenio acerca de la responsabilidad 
civil en materia de energía nuclear. 1960, 
enmendado, o la Convención de Viena 
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sobre responsabilidad civil por daños 
nucleares, 1963, enmendada, o la 
legislación nacional que rija o prohíba la 
limitación de la responsabilidad por daños 
nucleares; o, d) el Convenio internacional 
sobre responsabilidad civil nacida de 
daños debidos a contaminación por los 
hidrocarburos para combustible de los 
buques, 2001, enmendado; siempre y 
cuando el convenio pertinente sea aplicable 
y esté en vigor. 2. En tanto en cuanto las 
medidas adoptadas en virtud del presente 
Convenio se consideren operaciones de 
salvamento de conformidad con la 
legislación nacional aplicable o con un 
convenio internacional, dicha legislación 
o convenio se aplicará a las cuestiones de 
la remuneración o indemnización de los 
salvadores, quedando excluidas las 
disposiciones del presente Convenio. 
Artículo 12. Seguro obligatorio u otra 
garantía financiera. 1. El propietario 
inscrito de un buque que enarbole el 
pabellón de un Estado Parte y cuyo arqueo 
bruto sea igual o superior a 300, estará 
obligado a mantener un seguro u otra 
garantía financiera, tal como la garantía 
de un banco o institución similar, que 
cubra la responsabilidad que pueda 
corresponderle en virtud del presente 
Convenio por una cuantía igual a la de los 
límites de responsabilidad establecidos 
por el régimen de limitación nacional o 
internacional aplicable, pero en ningún 
caso superior a la cuantía calculada de 
conformidad con el Artículo 6 1) b) del 
Convenio sobre l imitación de la 
responsabilidad nacida de reclamaciones 
de derecho marítimo, 1976, enmendado. 
2. La autoridad competente del Estado de 
matrícula expedirá a todo buque de arqueo 
bruto igual o superior a 300 un certificado 
que atestigüe que el seguro, u otra garantía 
financiera, está en vigor de conformidad 
con las disposiciones del presente 
Convenio, tras haber determinado que se 

ha dado cumplimiento a lo prescrito en el 
párrafo 1. Por lo que respecta a un buque 
que esté matriculado en un Estado Parte, 
expedirá o refrendará dicho certificado la 
autoridad competente del Estado de 
matrícula del buque; en el caso de un 
buque que no esté matriculado en un 
Estado Parte, lo podrá expedir o refrendar 
la autoridad competente de cualquier 
Estado Parte. Este certificado de seguro 
obligatorio se ajustará al modelo que 
figura en el anexo del presente Convenio 
y contendrá los pormenores siguientes: a) 
nombre del buque, número o letras 
distintivos y puerto de matrícula; b) 
arqueo bruto del buque; c) nombre y 
domicilio social principal del propietario 
inscrito; d) número IMO de identificación 
del buque; e) tipo de garantía y duración 
de la misma; f) nombre y domicilio social 
principal del asegurador o de la otra 
persona que / provea la garantía y, cuando 
proceda, el lugar en que se haya constituido 
el seguro o la garantía; y, g) periodo de 
validez del certificado, que no excederá 
del periodo de validez del seguro o de la 
garantía. 3. a) Todo Estado Parte podrá 
autorizar a una institución o a una 
organización reconocida por el a que 
expida el certificado a que se hace 
referencia en el párrafo 2. Tal institución 
u organización informará a ese Estado de 
la expedición de cada certificado. En todos 
los casos, el Estado Parte garantizará 
plenamente la integridad y exactitud del 
certificado así expedido y se comprometerá 
a poner los medios necesarios para cumplir 
esa obligación. b) Todo Estado Parte 
notificará al Secretario General: i) las 
responsabilidades y condiciones concretas 
de la autorización concedida a una 
institución u organización reconocida por 
el; ii) la revocación de tal autorización; y, 
iii) la fecha a partir de la cual dicha 
autorización o revocación de autorización 
surtirá efecto. La autorización concedida 
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no surtirá efecto antes de que hayan 
transcurrido tres meses desde la fecha en 
que dicha autorización se haya notificado 
al Secretario General. c) La institución u 
organización autorizada para expedir 
certificados de conformidad con lo 
dispuesto en el presente párrafo estará 
facultada, como mínimo, para retirar los 
certificados si las condiciones que se 
impusieron al expedirlos no se mantienen. 
En todos los casos, la institución u 
organización informará al Estado en cuyo 
nombre se haya expedido el certificado de 
la retirada de éste. 4. El certificado será 
extendido en el idioma o idiomas oficiales 
del Estado que lo expida. Si el idioma 
utilizado no es el español, ni el francés, ni 
el inglés, el texto irá acompañado de una 
traducción a uno de estos idiomas y, 
cuando el Estado así lo decida, se podrá 
omitir el idioma o idiomas oficiales de 
éste. 5. El certificado se llevará a bordo 
del buque y se depositará una copia en 
poder de las autoridades encargadas del 
registro de matrícula del buque o, si el 
buque no está matriculado en un Estado 
Parte, en poder de las autoridades que 
hayan expedido o refrendado el certificado. 
6. El seguro u otra garantía financiera no 
satisfarán lo prescrito en el presente 
artículo si, por razones que no sean la 
expiración del periodo de validez del 
seguro o de la garantía especificado en el 
certificado expedido en virtud del párrafo 
2, pudieran dejar de tener vigencia antes 
de que hayan transcurrido tres meses 
desde la fecha en que se haya dado aviso 
de su terminación a las autoridades 
mencionadas en el párrafo 5, a menos que 
el certificado se haya entregado a dichas 
autoridades o se haya expedido uno nuevo 
dentro del citado periodo. Las disposiciones 
precedentes serán igualmente aplicables a 
cualquier modificación que tenga por 
resultado que el seguro o la garantía dejen 
de satisfacer lo prescrito en el presente 

Artículo. 7. El Estado de matrícula del 
buque, a reserva de lo dispuesto en el 
presente artículo y teniendo en cuenta 
cualesquiera directrices adoptadas por la 
Organización respecto de la responsabilidad 
financiera de los propietarios inscritos, 
determinará las condiciones de expedición 
y la validez del certificado. 8. Nada de lo 
dispuesto en el presente Convenio se 
interpretará como un impedimento para 
que un Estado Parte confíe en la 
información obtenida de otros Estados, la 
Organización u otras organizaciones 
internacionales en relación con la solvencia 
de los proveedores del seguro o garantía 
financiera a los efectos del presente 
Convenio. En tales casos, el Estado Parte 
que confíe en dicha información no queda 
exento de su responsabilidad como Estado 
expedidor del certificado prescrito en el 
párrafo 2. 9. Los certificados expedidos o 
refrendados con la autorización de un 
Estado Parte serán aceptados por los otros 
Estados Parte a los efectos del presente 
Convenio y serán considerados por los 
demás Estados Parte como dotados de la 
misma validez que los certificados 
expedidos o refrendados por ellos, incluso 
si se han expedido o refrendado con 
respecta a un buque no matriculado en un 
Estado Parte. Un Estado Parte podrá 
solicitar en cualquier momento una 
consulta con el Estado que haya expedido 
o refrendado el certificado si estima que 
el asegurador o el garante que se citan en 
el certificado no tienen capacidad 
financiera suficiente para cumplir las 
obligaciones que impone el presente 
Convenio. 10. Podrá promoverse una 
reclamación por costos en virtud del 
presente Convenio directamente contra el 
asegurador o la persona proveedora de la 
garant ía  f inanciera que cubra la 
responsabilidad del propietario inscrito. 
En tal caso, el demandado podrá invocar 
los medios de defensa (que no sean los de 
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quiebra o liquidación de bienes del 
propietario inscrito) que hubiese tenido 
derecho a invocar el propietario inscrito, 
incluida la limitación de la responsabilidad 
en virtud de cualquier régimen nacional o 
internacional aplicable. Aunque el 
propietario inscrito no tenga derecho a 
limitar su responsabilidad, el demandado 
también podrá limitar su responsabilidad 
a una cuantía equivalente a la del seguro 
u otra garantía financiera que haya de 
mantenerse de conformidad con lo 
prescrito en el párrafo 1. Además, el 
demandado podrá hacer valer como medio 
de defensa que el siniestro marítimo fue 
ocasionado por la conducta dolosa del 
propietario inscrito, pero no podrá invocar 
ningún otro de los medios de defensa que 
le hubiera sido posible invocar en una 
demanda incoada por el propietario 
inscrito del buque contra su persona. En 
todos los casos el demandado tendrá el 
derecho de exigir que el propietario 
inscrito concurra en el procedimiento. 11. 
Un Estado Parte no permitirá operar en 
ningún momento a ningún buque que 
tenga derecho a enarbolar su pabellón y 
esté sujeto a lo dispuesto en el presente 
artículo, a menos que se le haya expedido 
un certificado de conformidad con los 
párrafos 2 ó 14. 12. A reserva de lo 
dispuesto en el presente artículo, cada 
Estado Parte se asegurará de que, de 
conformidad con su legislación nacional, 
todo buque de arqueo bruto igual o 
superior a 300, dondequiera que esté 
matriculado, que entre en un puerto 
situado en su territorio o salga de el, o que 
arribe a una instalación mar adentro 
situada en su mar territorial o salga de ella, 
esté cubierto por un seguro u otra garantía 
en la cuantía establecida en el párrafo 1. 
13. No obstante lo dispuesto en el párrafo 
5, todo Estado Parte podrá notificar al 
Secretario General que, a los efectos de lo 
dispuesto en el párrafo 12, los buques no 

estarán obligados a llevar a bordo o 
presentar el certificado prescrito en el 
párrafo 2 cuando entren en un puerto 
situado en su territorio o salgan de el o 
cuando arriben a una instalación mar 
adentro situada en su mar territorial o salga 
de ella, siempre y cuando el Estado Parte 
que expida el certificado prescrito en el 
párrafo 2 haya notificado al Secretario 
General que mantiene un registro en 
formato electrónico al que pueden acceder 
todos los Estados Parte, que demuestra la 
existencia del certificado y permite a los 
Estados Parte cumplir las obligaciones que 
les impone el párrafo 12. 14. Si no se 
mantiene un seguro u otra garantía 
financiera respecto de un buque que sea 
propiedad de un Estado Parte, las 
disposiciones pertinentes del presente 
artículo no serán de aplicación a dicho 
buque, pero éste habrá de llevar a bordo 
un certificado expedido por las autoridades 
competentes de su Estado de matrícula en 
el que se haga constar que el buque es 
propiedad de dicho Estado y que la 
responsabilidad del buque está cubierta 
dentro de los límites estipulados en el 
párrafo 1. Dicho certificado se ajustará en 
la mayor medida posible al modelo 
prescrito en el párrafo 2. Artículo 13. 
Plazos. Los derechos a ser resarcidos de 
los costos estipulados en el presente 
Convenio prescribirán a menos que se 
interponga una acción con arreglo al 
mismo dentro de un plazo de tres años 
contados a partir de la fecha en la que se 
determinó el riesgo de conformidad con 
el presente Convenio. Sin embargo, en 
ningún caso podrá interponerse una acción 
cuando hayan transcurrido más de seis 
años desde la fecha del siniestro marítimo 
que originó los restos de naufragio. 
Cuando el siniestro marítimo haya 
consistido en una serie de acaecimientos, 
el plazo de seis años se contará a partir de 
la fecha del primer acaecimiento. 
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Artículo 14. Enmiendas. 1. A petición 
de no menos de un tercio de los Estados 
Parte, la Organización convocará una 
conferencia con objeto de revisar o 
enmendar el presente Convenio. 2. 
El consentimiento en obligarse por el 
presente Convenio manifestado después 
de la fecha de entrada en vigor de una 
enmienda al presente Convenio se 
entenderá que se aplica al Convenio 
así enmendado. Artículo 15. Solución 
de controversias. 1. Cuando surja una 
controversia entre dos o más Estados 
Parte con respecto a la interpretación o 
aplicación del presente Convenio, dichos 
Estados intentarán resolver su controversia 
en primer lugar mediante negociación, 
investigación, mediación, conciliación, 
arbitraje, arreglo judicial, el recurso 
a organismos o acuerdos regionales 
o cualquier otro medio pacífico de su 
elección. 2. Si no se logra una solución 
dentro de un periodo de tiempo razonable, 
que no excederá de doce meses, después 
de que un Estado Parte haya notificado 
a otro que existe una controversia entre 
ellos, se aplicarán mutatis mutandis las 
disposiciones relativas a la solución de 
controversias establecidas en la parte XV 
de la Convención de las Naciones Unidas 
sobre el Derecho del Mar, 1982, sean o 
no los Estados parte en la controversia 
también Estados Partes en la Convención 
de las Naciones Unidas sobre el Derecho 
del Mar, 1982. 3. Todo procedimiento 
elegido por un Estado Parte en el presente 
Convenio y en la Convención de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho del 
Mar, 1982, conforme al Artículo 287 de 
la Convención se aplicará a la solución 
de controversias con arreglo al presente 
artículo, a no ser que ese Estado Parte, 
al ratificar, aceptar o aprobar el presente 
Convenio, o al adherirse a el, o en cualquier 
momento ulterior, elija otro procedimiento 

de conformidad con el Artículo 287 para 
la solución de las controversias surgidas 
del presente Convenio. 4. Un Estado 
Parte en el presente Convenio que no sea 
Parte en la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar, 1982, 
al ratificar, aceptar o aprobar el presente 
Convenio, o al adherirse a el, o en 
cualquier momento ulterior, podrá elegir 
libremente, mediante una declaración 
escrita, uno o varios de los medios 
estipulados en el párrafo 1 del Artículo 287 
de la Convención de las Naciones Unidas 
sobre el Derecho del Mar, 1982, para la 
solución de controversias con arreglo 
al presente artículo. El Artículo 287 se 
aplicará a dicha declaración, al igual que 
a cualquier controversia en la que dicho 
Estado sea parte y que no esté cubierta 
por una declaración en vigor. A los 
efectos de la conciliación y el arbitraje, de 
conformidad con los anexos V y VII de la 
Convención de las Naciones Unidas sobre 
el Derecho del Mar, 1982, dicho Estado 
tendrá derecho a designar conciliadores 
y árbitros para su inclusión en las listas 
a que se hace referencia en el Artículo 2 
del Anexo V y en el Artículo 2 del Anexo 
VII para la solución de las controversias 
surgidas del presente Convenio. 5. Toda 
declaración hecha en virtud de los párrafos 
3 y 4 se depositará ante el Secretario 
General, quien transmitirá copias de la 
misma a los Estados Parte. Artículo 16. 
Relación con otros convenios y acuerdos 
internacionales. Nada de lo dispuesto en 
el presente Convenio irá en perjuicio de 
los derechos y obligaciones de un Estado 
en virtud de la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar, 1982, y 
del derecho internacional consuetudinario 
del mar. Artículo 17. Firma, ratificación, 
aceptación, aprobación y adhesión. 
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1 El presente Convenio estará abierto a la 
firma, en la sede de la Organización, desde 
el 19 de Noviembre de 2007 hasta el 18 
de Noviembre de 2008 y posteriormente 
seguirá abierto a la adhesión. a) Los Estados 
podrán manifestar su consentimiento 
en obligarse por el presente Convenio 
mediante: i) firma sin reserva en cuanto a 
ratificación, aceptación o aprobación; o, ii) 
firma a reserva de ratificación, aceptación 
o aprobación, seguida de ratificación, 
aceptación o aprobación; o, iii) adhesión. 
b) La ratificación, aceptación, aprobación 
o adhesión se efectuarán depositando ante 
el Secretario General un instrumento a tal 
efecto. Artículo 18. Entrada en vigor. 
1. El presente Convenio entrará en vigor 
doce meses después de la fecha en que 
diez Estados lo hayan firmado sin reserva 
en cuanto a ratificación, aceptación o 
aprobación o bien hayan depositado 
instrumentos de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión ante el Secretario 
General. 2. Para todo Estado que ratifique, 
acepte o apruebe el presente Convenio, 
o se adhiera a el, una vez cumplidas las 
condiciones relativas a la entrada en vigor 
que establece el párrafo 1. El presente 
Convenio entrará en vigor tres meses 
después de la fecha en que tal Estado 
deposite el instrumento pertinente, pero 
no antes de que el presente Convenio 
haya entrado en vigor de conformidad 
con lo dispuesto en el párrafo 1. Artículo 
17. Artículo 19. Denuncia. 1. El presente 
Convenio podrá ser denunciado por 
un Estado Parte en cualquier momento 
tras haber transcurrido un año desde la 
fecha en que entró en vigor para dicho 
Estado.  2. La denuncia se efectuará 
depositando un instrumento a tal efecto 
ante el Secretario General. 3. La denuncia 
surtirá efecto un año después de la fecha 

en que el Secretario General haya recibido 
el instrumento de denuncia o transcurrido 
cualquier otro plazo más largo que se haga 
constar en dicho instrumento. Artículo 
20. Depositario. 1. El presente Convenio 
será depositado ante el Secretario General.  
2. El Secretario General: a) informará a 
todos los Estados que hayan firmado el 
presente Convenio o se hayan adherido 
a el: i) de toda nueva firma o depósito de 
un instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión, así como de la 
fecha en que se produzca; ii) de la fecha 
de entrada en vigor del presente Convenio: 
iii) de todo depósito de un instrumento 
de denuncia del presente Convenio, así 
como de la fecha del depósito y la fecha 
en que surta efecto tal denuncia; y, iv) 
de otras declaraciones y notificaciones 
recibidas de conformidad con el presente 
Convenio; b) remitirá copias auténticas 
certificadas del presente Convenio a todos 
los Estados que lo hayan firmado o se 
hayan adherido a el. 3. Tan pronto como 
el presente Convenio entre en vigor, el 
Secretario General remitirá una copia 
auténtica certificada del texto al Secretario 
General de las Naciones Unidas a efectos 
de registro y publicación, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 102 de la 
Carta de las Naciones Unidas. Artículo 
21. Idiomas. El presente Convenio está 
redactado en un solo original en los 
idiomas árabes, chino, español, francés, 
inglés y ruso y cada uno de los textos 
tiene la misma autenticidad. Hecho en 
NAIROBI el día dieciocho de mayo de 
dos mil siete. EN FE DE LO CUAL los 
infrascritos, debidamente autorizados 
por sus respectivos Gobiernos, firman el 
presente Convenio.
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ANEXO I

CERTIFICADO DE SEGURO O DE OTRA GARANTÍA FINANCIERA RELATIVO A LA RESPONSABILIDAD 

POR LA REMOCIÓN DE RESTOS DE NAUFRAGIO 

Expedido en virtud de lo dispuesto en el Artículo 12 del Convenio internacional de Nairobi sobre la remoción de 

restos de naufragio, 2007.

Se certifica que el buque arriba mencionado está cubierto por una póliza de seguro u otra garantía financiera que satisface lo 

prescrito en el Artículo 12 del Convenio internacional de Nairobi sobre la remoción de restos de naufragio, 2007.

Tipo de Garantía ..........................................................................................

Duración de garantía………................................................... 

Nombre y dirección del asegurador (de los aseguradores) y (o) del garante (de los garantes) 

Nombre.................................................................................................................

Dirección...............................................................................................................

Este certificado es válido hasta............................................................................ 

Expedido o refrendado por el Gobierno de ........................................................

(Nombre completo del Estado) 

O 

Esta fórmula se utilizará cuando un Estado Parte se acoja a lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 12: 

Este certificado ha sido expedido con la autorización del Gobierno de ..................................... (nombre completo del Estado) 

por................................................................ (nombre de la institución u organización) En ..........................................................

................................. a .................................

                    (Lugar)                                                                 (Fecha) 

(Firma y título del funcionario que expide o refrenda el certificado)
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Notas explicativas: 

1. Si así se desea, al designar el Estado se puede mencionar la autoridad pública competente del país en que se expide el certificado. 

2. Si el importe total de la garantía procede de varias fuentes, se indicará la cuantía consignada por cada una de ellas. 

3. Si la garantía se consigna en diversas formas, enumérense éstas. 

4. En el epígrafe “Duración de la garantía”, indíquese la fecha en que la garantía empieza a tener efecto. 

5. En el epígrafe “Dirección” del asegurador (de los aseguradores) y (o) del garante (de los garantes), deberá indicarse el 

domicilio social principal del asegurador (de los aseguradores) y (o) del garante (de los garantes). Si procede, se indicará el 

domicilio social en el que se haya establecido el seguro u otra garantía.

ARTÍCULO SEGUNDO: La presente Convención entrará en vigor a partir de la fecha de su publicación en el Diario Oficial 

“La Gaceta”.

COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE

 

 

CARLOS ALBERTO MADERO ERAZO,

SECRETARIO DE ESTADO COORDINADOR GENERAL DEL GOBIERNO

Por delegación del Presidente de la República. Acuerdo Ejecutivo No.043-2020 publicado en fecha en el Diario Oficial “La 

Gaceta” 06 de Octubre de 2020. 

 

 

LISANDRO ROSALES BANEGAS

SECRETARIO DE ESTADO EN LOS DESPACHOS DE RELACIONES

EXTERIORES Y COOPERACIÓN INTERNACIONAL 
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ARTÍCULO 5.- 	 Aprobar en todas y cada una de sus 
partes el ACUERDO EJECUTIVO 
No.05–DGAJTC–2021, suscrito en 
fecha 19 de Febrero de 2021, que 
contiene el “CONVENIO PARA LA 
REPRESIÓN DE ACTOS ILÍCITOS 
RELACIONADOS CON LA     AVIACIÓN 
CIVIL INTERNACIONAL”, que 
literalmente dice:

“SECRETARÍA DE ESTADO EN LOS 
DESPACHOS DE RELACIONES 
EXTERIORES Y COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL. ACUERDO 
No.05– DGAJTC – 2021. Tegucigalpa 
M. D. C., 19 de Febrero de 2021. EL 
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL 
D E  L A  R E P Ú B L I C A . 
CONSIDERANDO: Que el Estado de 
Honduras es suscriptor de instrumentos 
internacionales en Materia de Seguridad 
de la Aviación Civil los cuales establecen 
la  normat iva  para  con t ra r res ta r 
jurídicamente las acciones que ponen en 
peligro la seguridad y la protección de las 
personas y bienes. CONSIDERANDO: 
Que el presente instrumento en referencia 
constituirá una herramienta jurídica 
oportuna para garantizar la seguridad de 
la aviación civil y contribuirá a reforzar 
las políticas en materia de aviación civil 
que han implementado los Estados. 
CONSIDERANDO: Que mediante 
Acuerdo Ejecutivo No.043-2020 de fecha 
01 de Octubre de 2020, publicado en  
fecha en el Diario Oficial “La Gaceta” 
No.35,392 del 06 de Octubre de 2020, el 
Presidente Constitucional de la República 
delegó en el ciudadano CARLOS 
ALBERTO MADERO ERAZO , 
Secretario de Estado en el Despacho de 
Coordinación General de Gobierno, la 
potestad de firmar los Acuerdos Ejecutivos 
que según a la Ley de la Administración 
Pública, sean potestad del Presidente 

Constitucional de la República su sanción, 
cuyo contenido vaya orientado a autorizar 
la legalización de: a) Reglamentos; b) 
Contrataciones de Bienes y Servicios 
mediante la modalidad de Contratación 
Directa según los supuestos establecidos 
en la Ley de Contratación del Estado; c) 
Autorizaciones al Procurador General de 
la República para Ejecutar Facultades de 
Expresa Mención en las demandas 
promovidas contra el Estado de Honduras; 
d)  Gastos  de  Representación de 
Func iona r io s ;  e )  P ré s t amos ;  f ) 
Modificaciones Presupuestarias; y, g) 
Otros actos administrativos que deba 
firmar por Ley el Presidente de la 
República. POR TANTO: En ejercicio de 
las facultades consignadas en los Artículos: 
245 numeral 11 de la Constitución de la 
República; 11, 116 y 118 de la Ley General 
de la Administración Pública y demás 
aplicables. ACUERDA PRIMERO: 
Aprobar en todas y cada una de sus partes 
el “CONVENIO PARA LA REPRESIÓN 
D E  A C T O S  I L Í C I T O S 
R E L A C I O N A D O S  C O N  L A 
AVIACIÓN CIVIL INTERNACIONAL. 
LOS ESTADOS PARTES EN EL 
P R E S E N T E  C O N V E N I O ,  
PROFUNDAMENTE PREOCUPADOS 
por el hecho de que los actos ilícitos contra 
la aviación civil ponen en peligro la 
seguridad y protección de las personas y 
los bienes, que afectan gravemente a la 
explotación de los servicios aéreos, los 
aeropuertos y la navegación aérea y 
socavan la confianza de los pueblos del 
mundo en el desenvolvimiento seguro y 
ordenado de la aviación civil para todos 
los Estados; RECONOCIENDO que los 
nuevos tipos de amenazas contra la 
aviación civil requieren de los Estados 
nuevos esfuerzos concertados y políticas 
de cooperación; y CONVENCIDOS de 
que, para dar mejor respuesta a tales 
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amenazas, urge fortalecer el marco 
jurídico para la cooperación internacional 
en la prevención y represión de los actos 
ilícitos contra la aviación civil; HAN 
CONVENIDO EN LO SIGUIENTE: 
Artículo 1. 1. Comete delito toda persona 
que ilícita e intencionalmente: a) realice 
contra una persona a bordo de una 
aeronave en vuelo actos de violencia que, 
por su naturaleza, constituyan un peligro 
para la seguridad de la aeronave; o, b) 
destruya una aeronave en servicio o le 
cause daños que la incapaciten para el 
vuelo o que, por su naturaleza, constituyan 
un peligro para la seguridad de la aeronave 
en vuelo; o, c) coloque o haga colocar en 
una aeronave en servicio, por cualquier 
medio, un artefacto o sustancia capaz de 
destruir tal aeronave o de causarle daños 
que la incapaciten para el vuelo o que, por 
su naturaleza, constituyan un peligro para 
la seguridad de la aeronave en vuelo; o, d) 
destruya o dañe las instalaciones o 
servicios de navegación aérea o perturbe 
su funcionamiento, si tales actos, por su 
naturaleza, constituyen un peligro para la 
seguridad de las aeronaves en vuelo; o, e) 
comunique a sabiendas informes falsos, 
poniendo con ello en peligro la seguridad 
de una aeronave en vuelo; o, f) utilice una 
aeronave en servicio con el propósito de 
causar la muerte, lesiones corporales 
graves o daños graves a los bienes o al 
medio ambiente; o, g) libere o descargue 
desde una aeronave en servicio un arma 
BQN o un material explosivo, radiactivo, 
o sustancias similares de un modo que 
cause o probablemente cause la muerte, 
lesiones corporales graves o daños graves 
a los bienes o al medio ambiente; o, h) 
utilice contra o a bordo de una aeronave 
en servicio un arma BQN o un material 
explosivo, radiactivo o sustancias similares 
de un modo que cause o probablemente 
cause la muerte, lesiones corporales 

graves o daños graves a los bienes o al 
medio ambiente; o, i) a bordo de una 
aeronave, transporte o haga que se 
transporte o facilite el transporte de: 1) 
material explosivo o radiactivo, a sabiendas 
de que se prevé utilizarlo para causar, o 
amenazar con causar, muertes o lesiones 
o daños graves, imponiendo o no una 
condición, como dispone la legislación 
nacional, con el objeto de intimidar a una 
población o forzar a un gobierno u 
organización internacional a realizar o 
abstenerse de realizar un acto dado; o, 2) 
armas BQN, a sabiendas de que las 
mismas están comprendidas en la 
definición de armas BQN del Artículo 2; 
o, 3) materias básicas, material fisionable 
espec ia l  o  equ ipo  o  ma te r i a l e s 
especialmente diseñados o preparados 
para el tratamiento, utilización o 
producción de material fisionable especial, 
a sabiendas de que están destinados a ser 
utilizados en una actividad con explosivos 
nucleares o en cualquier otra actividad 
nuclear no sometida a salvaguardias de 
conformidad con un acuerdo de 
sa lvaguardias  con e l  Organismo 
Internacional de Energía Atómica; o, 4) 
equipo, materiales, soporte lógico o 
tecnología conexa que contribuye 
considerablemente al diseño, fabricación 
o lanzamiento de armas BQN, sin 
autorización legal y con la intención de 
que se utilicen con tales fines; con la 
condición de que con respecto a las 
actividades relacionadas con un Estado 
Parte, incluidas las llevadas a cabo por una 
persona o entidad jurídica autorizada por 
un Estado Parte, no constituirá un delito 
previsto en los incisos 3 y 4 si el transporte 
de dichos artículos o materiales es 
c o m p a t i b l e  c o n  s u s  d e r e c h o s , 
responsabilidades y obligaciones en virtud 
del tratado multilateral aplicable sobre la 
no proliferación en el cual es Parte, 
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incluidos los mencionados en el Artículo 
7. 2. Comete delito toda persona que ilícita 
e intencionalmente, utilizando cualquier 
artefacto, sustancia o arma: a) ejecute un 
acto de violencia contra una persona en 
un aeropuerto que preste servicio a la 
aviación civil internacional, que cause o 
pueda causar lesiones graves o la muerte; 
o, b) destruya o cause daños graves en las 
instalaciones de un aeropuerto que preste 
servicio a la aviación civil internacional o 
en una aeronave que no esté en servicio y 
se encuentre en el aeropuerto, o perturbe 
los servicios del aeropuerto, si ese acto 
pone en peligro o puede poner en peligro 
la seguridad en ese aeropuerto. 3. 
Igualmente comete delito toda persona 
que: a) amenace con cometer cualquiera 
de los delitos previstos en los apartados 
a), b), c), d), f), g) y h) del párrafo 1 o en 
el párrafo 2 de este Artículo; o, b) ilícita e 
intencionalmente haga que una persona 
reciba tal amenaza, en circunstancias que 
indiquen que la amenaza es verosímil. 4. 
Igualmente comete delito toda persona 
que: a) intente cometer cualquiera de los 
delitos previstos en el párrafo 1 ó 2 de este 
Artículo; o, b) organice o instigue a otros 
para que cometan un delito previsto en el 
párrafo 1, 2, 3 ó 4, apartado a), de este 
Artículo; o, c) participe como cómplice en 
un delito previsto en el párrafo 1, 2, 3 ó 4, 
apartado a), de este Artículo; o, d) Ilícita 
e intencionalmente asista a otra persona a 
evadir la investigación, el enjuiciamiento 
o la pena, a sabiendas de que tal persona 
ha cometido un acto que constituye un 
delito previsto en el párrafo 1, 2, 3, 4, 
apartado a), b) o c), de este Artículo o que 
sobre dicha persona pesa una orden de 
detención por las autoridades encargadas 
de hacer cumplir la ley para ser enjuiciada 
por tal delito o que ha sido sentenciada por 
ese delito.  5. Cada Estado Parte definirá 
como delitos, cuando se cometan 

intencionalmente, independientemente de 
que realmente se cometa o intente cometer 
cualquiera de los delitos previstos en el 
párrafo 1, 2 ó 3 de este Artículo, 
cualesquiera de las conductas siguientes 
o ambas: a) ponerse de acuerdo con una o 
varias personas para cometer un delito 
previsto en el párrafo 1, 2 ó 3 de este 
Artículo y, cuando así lo prescriba la 
legislación nacional, que suponga un acto 
perpetrado por uno de los participantes 
para llevar adelante ese acuerdo; o, b) 
contribuir de cualquier otro modo a la 
comisión de uno o varios delitos de los 
previstos en el párrafo 1, 2 ó 3 de este 
Artículo por un grupo de personas que 
actúan con un propósito común y se 
contribuya:  i) con el propósito de facilitar 
la actividad o la finalidad delictiva general 
del grupo, cuando dicha actividad o 
finalidad suponga la comisión de un delito 
previsto en el párrafo 1, 2 ó 3 de este 
Artículo; o, ii) con conocimiento de la 
intención del grupo de cometer un delito 
previsto en el párrafo 1, 2, ó 3 de este 
Artículo. Artículo 2. Para los fines del 
presente Convenio: a) se considerará que 
una aeronave se encuentra en vuelo desde 
el momento en que se cierren todas las 
puertas externas después del embarque 
hasta el momento en que se abra cualquiera 
de dichas puertas para el desembarque; en 
caso de aterrizaje forzoso, se considerará 
que el vuelo continúa hasta que las 
autoridades competentes se hagan cargo 
de la aeronave y de las personas y bienes 
a bordo; b) se considerará que una 
aeronave se encuentra en servicio desde 
que el personal de tierra o la tripulación 
comienza las operaciones previas a un 
determinado vuelo hasta veinticuatro 
horas después de cualquier aterrizaje; el 
período en servicio se extenderá, llegado 
el caso, durante todo el tiempo que la 
aeronave se encuentre en vuelo conforme 
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se define en el apartado a) de este Artículo; 
c) “instalaciones y servicios de navegación 
aérea” incluye señales, datos, información 
o sistemas necesarios para la navegación 
de las aeronaves; d) “sustancia química 
tóxica” designa toda sustancia química 
que, por su acción química sobre los 
procesos vitales, pueda causar la muerte, 
la incapacidad temporal o lesiones 
permanentes a seres humanos o animales. 
Quedan incluidas todas las sustancias 
químicas de esa clase, cualquiera sea su 
origen o método de producción y ya sea 
que se produzcan en instalaciones, como 
municiones o de otro modo; e) “material 
radiactivo” designa material nuclear y 
otras sustancias radiactivas que contienen 
núclidos que sufren desintegración 
espontánea (un proceso que se acompaña 
de la emisión de uno o más tipos de 
radiación ionizante, como las partículas 
alfa y beta, las partículas neutrónicas y los 
rayos gamma) y que, debido a sus 
propiedades radiológicas o fisionables, 
pueden causar la muerte, lesiones 
corporales graves o daños considerables 
a los bienes o al medio ambiente; f) 
“materiales nucleares” designa el plutonio, 
excepto aquél cuyo contenido en el 
isótopo plutonio-238 exceda del 80%; el 
uranio-233; el uranio enriquecido en el 
isótopo 235 ó 233; el uranio que contenga 
la mezcla de isótopos presentes en su 
estado natural, pero no en forma de 
mineral o de residuos de mineral y 
cualquier material que contenga uno o 
varios de los elementos mencionados;  g) 
“uranio enriquecido en el isótopo 235 ó 
233” designa el uranio que contiene el 
isótopo 235 ó 233, o ambos, en cantidad 
tal que la razón de abundancia entre la 
suma de estos isótopos al isótopo 238 sea 
mayor que la razón entre el isótopo 235 y 
el 238 en el estado natural; h) “armas 
BQN” designa: a) las “armas biológicas”, 

que incluyen: i) agentes microbianos u 
otros agentes biológicos o toxinas de 
cualquier origen o método de producción, 
de tales tipos y en tales cantidades que no 
corresponden a  las  apl icaciones 
profilácticas, de protección u otros fines 
pacíficos; o, ii) armas, equipo o sistemas 
vectores diseñados para la utilización de 
dichos agentes o toxinas con propósitos 
hostiles o en un conflicto armado. b) las 
“armas químicas”, que incluyen, conjunta 
o separadamente: i) sustancias químicas 
tóxicas y sus precursores, excepto cuando 
es tuvieran  des t inados  para :  (A) 
aplicaciones industriales, agrícolas, 
médicas, farmacéuticas, de investigación 
u otros fines pacíficos; o, (B) fines de 
protección, es decir, aquellos fines 
directamente relacionados con la 
protección contra sustancias químicas 
tóxicas y con la protección contra las 
armas químicas; o, (C) fines militares no 
relacionados con el uso de armas químicas 
y que no dependen de las propiedades 
tóxicas de las sustancias químicas como 
método de guerra; o, (D) la aplicación de 
la ley, incluido el control de disturbios 
interiores, siempre que los tipos y las 
cantidades correspondan a dichos fines o 
aplicaciones;  ii) Municiones y artefactos 
diseñados con el fin expreso de causar la 
muerte u otro efecto dañoso debido a las 
propiedades tóxicas de las sustancias 
químicas tóxicas indicadas en el apartado 
b), i), que se liberarían como resultado del 
uso de tales municiones y artefactos; iii) 
todo equipo diseñado expresamente para 
su uso directo relacionado con el empleo 
de las municiones o dispositivos 
especificados en el apartado b), ii). c) las 
armas nucleares y otros artefactos 
explosivos nucleares; i) “precursor” es 
todo reactante químico que interviene en 
cualquier etapa de la producción por 
cualquier método de una sustancia química 
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tóxica. Quedan incluidos todos los 
componentes esenciales de un sistema 
químico binario o múltiple; j) los términos 
“materias básicas” y “material fisionable 
especial” se utilizan con el mismo 
significado que se da a estos términos en 
el Estatuto del Organismo Internacional 
de Energía Atómica, hecho en Nueva York 
el 26 de Octubre de 1956. Artículo 3. Los 
Estados Partes se obligan a establecer 
penas severas para los delitos previstos en 
el Artículo 1. Artículo 4. 1. Cada Estado 
Parte, de conformidad con sus principios 
jurídicos nacionales, podrá adoptar las 
medidas necesarias para que pueda 
establecerse la responsabilidad de una 
entidad jurídica ubicada en su territorio o 
constituida con arreglo a su legislación 
cuando una persona responsable de su 
dirección o control cometa, en esa calidad, 
un delito previsto en el Artículo 1. Esa 
responsabilidad podrá ser penal, civil o 
administrativa. 2. Se incurrirá en esa 
responsabilidad sin perjuicio de la 
responsabilidad penal de las personas 
físicas que hayan cometido los delitos. 3. 
Si un Estado Parte adopta las medidas 
necesarias para que una entidad jurídica 
sea responsable de conformidad con lo 
dispuesto en el párrafo 1 de este Artículo, 
procurará asegurar que las sanciones 
penales, civiles o administrativas 
aplicables sean eficaces, proporcionadas 
y disuasorias. Tales sanciones podrán 
incluir sanciones de carácter monetario. 
Artículo 5. 1. El presente Convenio no se 
aplicará a las aeronaves utilizadas en 
servicios militares, de aduanas o de 
policía. 2. En los casos previstos en los 
apartados a), b), c), e), f), g), h) e i) del 
párrafo 1 del Artículo 1, el presente 
Convenio solamente se aplicará, ya se trate 
de una aeronave en vuelo internacional, 
ya en vuelo interior, si: a) el lugar, real o 
previsto, de despegue o de aterrizaje de la 

aeronave está situado fuera del territorio 
del Estado de matrícula de la aeronave; o 
b) el delito se cometió en el territorio de 
un Estado distinto del Estado de matrícula 
de la aeronave. 3. No obstante lo dispuesto 
en el párrafo 2 de este Artículo, en los 
casos previstos en los apartados a), b), c), 
e), f), g), h) e i) del párrafo 1 del Artículo 
1, el presente Convenio se aplicará 
asimismo si el responsable o el probable 
responsable es hallado en el territorio de 
un Estado distinto del Estado de matrícula 
de la aeronave. 4. Por lo que se refiere a 
los Estados Partes mencionados en el 
Artículo 15 y en los casos previstos en los 
apartados a), b), c), e), f), g), h) e i) del 
párrafo 1 del Artículo 1, el presente 
Convenio no se aplicará si los lugares 
mencionados en el apartado a) del párrafo 
2 de este Artículo están situados en el 
territorio de uno solo de los Estados 
mencionados en el Artículo 15, a menos 
que el delito se haya cometido o el 
responsable o el probable responsable sea 
hallado en el territorio de un Estado 
distinto de dicho Estado. 5. En los casos 
previstos en el apartado d) del párrafo 1 
del Artículo 1, el presente Convenio se 
aplicará solamente si las instalaciones y 
servicios de navegación aérea se utilizan 
para la navegación aérea internacional. 6. 
Las disposiciones de los párrafos 2, 3, 4 y 
5 de este Artículo se aplicarán también en 
los casos previstos en el párrafo 4 del 
Artículo 1. Artículo 6. 1. Nada de lo 
dispuesto en el presente Convenio afectará 
a  lo s  de rechos ,  ob l igac iones  y 
responsabilidades de los Estados y de las 
personas con arreglo al  derecho 
internacional, en particular los propósitos 
y principios de la Carta de las Naciones 
Unidas, el Convenio sobre Aviación Civil 
Internacional y el derecho humanitario 
internacional. 2. Las actividades de 
fuerzas armadas durante un conflicto 
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armado, según se entienden esos términos 
en el derecho humanitario internacional y 
que se rijan por ese derecho, no estarán 
sujetas al presente Convenio; y las 
actividades que lleven a cabo las fuerzas 
militares de un Estado en el ejercicio de 
sus funciones oficiales, en la medida en 
que se rijan por otras normas de derecho 
internacional, no estarán sujetas al presente 
Convenio. 3. Las disposiciones del párrafo 
2 de este Artículo no se interpretarán en 
el sentido de condonar o considerar lícitos 
actos que de otro modo son ilícitos o que 
impiden el enjuiciamiento con arreglo a 
otras leyes. Artículo 7. Nada de lo 
dispuesto en el presente Convenio afectará 
a  lo s  de rechos ,  ob l igac iones  y 
responsabilidades de los Estados Partes 
previstos en el Tratado sobre la no 
proliferación de las armas nucleares, 
hecho en Londres, Moscú y Washington 
el 1 de julio de 1968, la Convención sobre 
la prohibición del desarrollo, la producción 
y  e l  a lmacenamien to  de  a rmas 
bacteriológicas (biológicas) y toxínicas y 
sobre su destrucción, hecho en Londres, 
Moscú y Washington el 10 de Abril de 
1972, o la Convención sobre la prohibición 
del  desarrollo,  la  producción,  el 
almacenamiento y el empleo de armas 
químicas y sobre su destrucción, hecho en 
París el 13 de Enero de 1993. Artículo 
8.1. Cada Estado Parte tomará las medidas 
necesarias para establecer su jurisdicción 
sobre los delitos previstos en el Artículo 
1 en los casos siguientes: a) si el delito se 
comete en el territorio de ese Estado; b) si 
el delito se comete contra o a bordo de una 
aeronave matriculada en ese Estado; c) si 
la aeronave a bordo de la cual se cometió 
el delito aterriza en su territorio con el 
probable responsable todavía a bordo; d) 
si el delito se comete contra o a bordo de 
una aeronave dada en arrendamiento sin 
tripulación a una persona que tenga en ese 

Estado su oficina principal o, de no tener 
tal oficina, su residencia permanente; e) si 
el delito lo comete un nacional de ese 
Estado. 2. Cada Estado Parte podrá 
establecer su jurisdicción sobre cualquiera 
de dichos delitos en los siguientes casos: 
a) si el delito se comete contra un nacional 
de ese Estado; b) si el delito lo comete una 
persona apátrida que tiene su residencia 
habitual en el territorio de ese Estado. 3. 
Asimismo, cada Estado Parte tomará las 
medidas necesarias para establecer su 
jurisdicción sobre los delitos previstos en 
el Artículo 1, en caso de que el probable 
responsable se halle en su territorio y 
dicho Estado no conceda la extradición de 
esa persona, conforme al Artículo 12, a 
ninguno de los Estados Partes que han 
establecido su jurisdicción de conformidad 
con los párrafos aplicables de este Artículo 
con respecto a esos delitos. 4. El presente 
Convenio no excluye ninguna jurisdicción 
penal ejercida de acuerdo con las leyes 
nacionales. Artículo 9. 1. Todo Estado 
Parte en cuyo territorio se encuentre el 
responsable o el probable responsable, si 
considera que las circunstancias lo 
justifican, procederá a su detención o 
tomará otras medidas para asegurar su 
presencia. La detención y demás medidas 
se llevarán a cabo de acuerdo con las leyes 
de ese Estado y se mantendrán solamente 
por el período que sea necesario a fin de 
permitir la iniciación de un procedimiento 
penal o de extradición. 2. Tal Estado 
procederá inmediatamente a  una 
investigación preliminar de los hechos. 3. 
La persona detenida de acuerdo con el 
párrafo 1 de este Artículo contará con la 
asistencia necesaria para comunicarse 
inmediatamente con el representante 
correspondiente del Estado de su 
nacionalidad que se encuentre más 
próximo. 4. Cuando un Estado Parte 
detenga a una persona en virtud de este 
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Artículo, notificará inmediatamente tal 
detención y las circunstancias que la 
justifican a los Estados Partes que hayan 
establecido su jurisdicción con arreglo al 
párrafo 1 del Artículo 8 y establecido su 
jurisdicción y notificado al Depositario 
con arreglo al apartado a) del párrafo 4 del 
Artículo 21 y, si lo considera conveniente, 
a todos los demás Estados interesados. El 
Estado Parte que proceda a la investigación 
preliminar prevista en el párrafo 2 de este 
Artículo comunicará sin dilación sus 
resultados a los Estados Partes antes 
mencionados e indicará si se propone 
ejercer su jurisdicción. Artículo 10. El 
Estado Parte en cuyo territorio sea hallado 
el probable responsable, si no procede a 
su extradición, deberá someter el caso a 
sus autoridades competentes a efectos de 
enjuiciamiento, sin excepción alguna y 
con independencia de que el delito haya 
sido o no cometido en su territorio. Dichas 
autoridades tomarán su decisión en las 
mismas condiciones que las aplicables a 
los delitos comunes de carácter grave, de 
acuerdo con la legislación de tal Estado. 
Artículo 11. Toda persona que se encuentre 
detenida, o respecto de la cual se adopten 
otras medidas o sea encausada con arreglo 
al presente Convenio, recibirá un trato 
equitativo, incluido el goce de todos los 
derechos y garantías de conformidad con 
las leyes del Estado en cuyo territorio se 
encuentre y con las disposiciones 
pertinentes del derecho internacional, 
incluido el derecho internacional en 
materia de derechos humanos. Artículo 
12. 1. Los delitos previstos en el Artículo 
1 se considerarán incluidos entre los 
delitos que den lugar a extradición en todo 
tratado de extradición celebrado entre 
Estados Partes. Los Estados Partes se 
comprometen a incluirlos como delitos 
sujetos a extradición en todo tratado de 
extradición que celebren entre sí en el 

futuro. 2. Si un Estado Parte, que subordina 
la extradición a la existencia de un tratado, 
recibe una solicitud de extradición de otro 
Estado Parte con el que no tiene tratado 
de extradición, podrá discrecionalmente 
considerar el presente Convenio como la 
base jurídica necesaria para la extradición 
respecto a los delitos previstos en el 
Artículo 1. La extradición estará sujeta a 
las demás condiciones exigidas por el 
derecho del Estado requerido. 3. Los 
Estados Partes que no subordinen la 
extradición a la existencia de un tratado 
reconocerán los delitos previstos en el 
Artículo 1 como delitos sujetos a 
extradición entre ellos, con sujeción a las 
condiciones exigidas por el derecho del 
Estado requerido. 4. Para los fines de la 
extradición entre Estados Partes, cada uno 
de los delitos se considerará como si se 
hubiera cometido no solamente en el lugar 
donde ocurrió, sino también en el territorio 
de los Estados Partes obligados a establecer 
su jurisdicción de acuerdo con los 
apartados b), c), d) y e) del párrafo 1 del 
Artículo 8 y que han establecido su 
jurisdicción de conformidad con el párrafo 
2 del Artículo 8. 5. Los delitos previstos 
en los apartados a) y b) del párrafo 5 del 
Artículo 1 se tratarán como equivalentes 
para los fines de extradición entre Estados 
Partes. Artículo 13. Ninguno de los delitos 
previstos en el Artículo 1 se considerará, 
para los fines de extradición o de asistencia 
judicial recíproca, como delito político, 
como delito conexo a un delito político ni 
como delito inspirado por motivos 
políticos. Por consiguiente, no podrá 
rechazarse una solicitud de extradición o 
de asistencia judicial recíproca formulada 
en relación con un delito de ese carácter 
por la única razón de que se refiere a un 
delito político, a un delito conexo a un 
delito político o a un delito inspirado por 
motivos políticos. Artículo 14. Nada de 
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lo dispuesto en el presente Convenio se 
interpretará con el efecto de imponer una 
obligación de extraditar o de prestar 
asistencia judicial recíproca si el Estado 
Parte requerido tiene motivos fundados 
para creer que la solicitud de extradición 
por los delitos previstos en el Artículo 1 o 
de asistencia judicial recíproca en relación 
con esos delitos se ha formulado con el fin 
de enjuiciar o castigar a una persona por 
motivos de raza, religión, nacionalidad, 
origen étnico, opinión política o género, 
o que el cumplimiento de lo solicitado 
podría perjudicar la situación de esa 
persona por cualquiera de esos motivos. 
Artículo 15. Los Estados Partes que 
constituyan organizaciones de explotación 
en común del transporte aéreo u organismos 
internacionales de explotación que utilicen 
aeronaves que sean objeto de una matrícula 
común o internacional designarán con 
respecto a cada aeronave, según las 
circunstancias del caso, el Estado de entre 
ellos que ejercerá la jurisdicción y tendrá 
las atribuciones del Estado de matrícula 
para los fines del presente Convenio y lo 
comunicará al Secretario General de la 
Organizac ión  de  Aviac ión  Civi l 
Internacional, quien lo notificará a todos 
los Estados Partes en el presente Convenio. 
Artículo 16. 1. Los Estados Partes 
procurarán tomar, de acuerdo con el 
derecho internacional y sus propias leyes, 
todas las medidas que sean factibles para 
impedir la comisión de los delitos previstos 
en el Artículo 1. 2. Cuando, con motivo 
de haberse cometido un delito previsto en 
el Artículo 1, se produzca retraso o 
interrupción de un vuelo, el Estado Parte 
en cuyo territorio se encuentren la 
aeronave, los pasajeros o la tripulación 
facilitará a los pasajeros y a la tripulación 
la continuación del viaje lo antes posible 
y devolverá sin demora la aeronave y su 
carga a sus legítimos poseedores. 

Artículo 17. 1. Los Estados Partes se 
prestarán la mayor asistencia posible 
por lo que respecta a todo proceso 
penal relativo a los delitos previstos 
en el Artículo 1. En todos los casos, la 
ley aplicable para la ejecución de una 
petición de asistencia será la ley del Estado 
requerido. 2. Lo dispuesto en el párrafo 1 
de este Artículo precedente no afectará a 
las obligaciones derivadas de cualquier 
otro tratado bilateral o multilateral que 
rija o que vaya a regir, en todo o en parte, 
lo relativo a la asistencia recíproca en 
materia penal. Artículo 18. Todo Estado 
Parte que tenga razones para creer que se 
vaya a cometer un delito previsto en el 
Artículo 1 suministrará, de acuerdo con 
su legislación nacional, toda información 
pertinente de que disponga a los demás 
Estados Partes que, en su opinión, sean 
los previstos en los párrafos 1 y 2 del 
Artículo 8. Artículo 19. Cada Estado 
Parte notificará lo antes posible al Consejo 
de la Organización de Aviación Civil 
Internacional, de conformidad con su 
legislación nacional, toda información 
pertinente que tenga en su poder referente 
a: a) las circunstancias del delito; b) las 
medidas tomadas en cumplimiento del 
párrafo 2 del Artículo 16; c) las medidas 
tomadas en relación con el responsable o 
el probable responsable y, especialmente, 
el resultado de todo procedimiento de 
extradición u otro procedimiento judicial. 
Artículo 20. 1. Las controversias que 
surjan entre dos o más Estados Partes con 
respecto a la interpretación o aplicación 
del presente Convenio y que no puedan 
solucionarse mediante negociaciones, se 
someterán a arbitraje a petición de uno de 
ellos. Si en el plazo de seis meses contados 
a partir de la fecha de presentación de 
la solicitud de arbitraje las Partes no 
consiguen ponerse de acuerdo sobre la 
forma del mismo, cualquiera de las Partes 
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podrá someter la controversia a la Corte 
Internacional de Justicia mediante una 
solicitud presentada de conformidad con 
el Estatuto de la Corte. 2. Todo Estado, 
en el momento de la firma, ratificación, 
aceptación o aprobación del presente 
Convenio o de su adhesión al mismo, podrá 
declarar que no se considera obligado por 
el párrafo anterior. Los demás Estados 
Partes no estarán obligados por el párrafo 
anterior ante ningún Estado Parte que haya 
formulado dicha reserva. 3. Todo Estado 
Parte que haya formulado una reserva 
de conformidad con el párrafo anterior 
podrá retirarla en cualquier momento 
notificándolo al Depositario. Artículo 21. 
1. El presente Convenio estará abierto el 10 
de Septiembre de 2010 en Beijing para la 
firma de los Estados que participaron en la 
Conferencia diplomática sobre seguridad 
de la aviación celebrada en Beijing del 30 
de Agosto al 10 de Septiembre de 2010. 
Con posterioridad al 27 de Septiembre 
de 2010, el Convenio quedará abierto 
para la firma de todos los Estados en la 
Sede de la Organización de Aviación 
Civil Internacional, en Montreal, hasta su 
entrada en vigor de acuerdo con el Artículo 
22. 2. El presente Convenio se someterá a 
ratificación, aceptación o aprobación. Los 
instrumentos de ratificación, aceptación 
o aprobación se depositarán ante el 
Secretario General de la Organización de 
Aviación Civil Internacional, la que por el 
presente se designa Depositario. 3. Todo 
Estado que no ratifique, acepte o apruebe 
el presente Convenio de acuerdo con lo 
previsto en el párrafo 2 de este Artículo 
podrá adherirse al mismo en cualquier 
oportunidad. El instrumento de adhesión 
se depositará ante el Depositario. 4. En el 
momento de ratificar, aceptar o aprobar 
el presente Convenio o adherirse al 
mismo, cada Estado Parte: a) notificará 
al Depositario la jurisdicción que haya 

establecido de conformidad con su 
legislación nacional como se prevé en el 
párrafo 2 del Artículo 8 e inmediatamente 
dará aviso al Depositario de todo cambio; 
y, b) podrá declarar que aplicará las 
disposiciones del apartado d) del párrafo 4 
del Artículo 1 con arreglo a los principios 
de su derecho penal en lo que se refiere 
a la exención de la responsabilidad por 
causa de parentesco. Artículo 22. 1. El 
presente Convenio entrará en vigor el 
primer día del segundo mes a partir de la 
fecha del depósito del vigésimo segundo 
instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión. 2. Para cada uno 
de los Estados que ratifiquen, acepten, 
aprueben o se adhieran al presente 
Convenio con posterioridad al depósito 
del vigésimo segundo instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión, el mismo entrará en vigor el 
primer día del segundo mes a partir de la 
fecha en que dicho Estado haya depositado 
su instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión. 3. Tan pronto como 
entre en vigor el presente Convenio, el 
Depositario lo registrará ante las Naciones 
Unidas. Artículo 23. 1. Los Estados Partes 
podrán denunciar el presente Convenio 
notificándolo por escrito al Depositario. 2. 
La denuncia surtirá efecto un año después 
de la fecha en que el Depositario reciba 
la notificación. Artículo 24. Entre los 
Estados Partes, este Convenio prevalecerá 
sobre los instrumentos siguientes: a) el 
Convenio para la represión de los actos 
ilícitos contra la seguridad de la aviación 
civil, firmado en Montreal el 23 de 
Septiembre de 1971; y, b) el Protocolo 
para la represión de actos ilícitos de 
violencia en los aeropuertos que presten 
servicio a la aviación civil internacional, 
complementario del Convenio para 
la represión de actos ilícitos contra la 
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seguridad de la aviación civil, hecho en 
Montreal el 23 de Septiembre de 1971, 
firmado en Montreal el 24 de Febrero 
de 1988. Artículo 25. El Depositario 
notificará sin demora a todos los Estados 
Partes en el presente Convenio y a todos 
los Estados signatarios o que se adhieran 
al mismo la fecha de cada firma, la fecha 
del depósito de cada instrumento de 
ratificación, aprobación, aceptación o 
adhesión, la fecha de entrada en vigor del 
presente Convenio y toda otra información 
pertinente. EN TESTIMONIO DE LO 
CUAL, los Plenipotenciarios infrascritos, 
debidamente autorizados, firman el 
presente Convenio. HECHO en Beijing el 
día diez de septiembre del año dos mil diez 
en textos auténticos redactados en español, 
árabe, chino, francés, inglés y ruso y 
cuya autenticidad quedará confirmada 
con la verificación que hará la Secretaría 
de la Conferencia bajo la autoridad del 
Presidente de la Conferencia, dentro de los 
noventa días de la fecha, de la conformidad 
de los textos entre sí. El presente Convenio 
quedará depositado en los archivos 
de la Organización de Aviación Civil 
Internacional y el Depositario enviará 
copias certificadas del mismo a todos 
los Estados contratantes en el presente 
Convenio. ARTÍCULO SEGUNDO: El 
presente Convenio entrará en vigor a partir 
de la fecha de su publicación en el Diario 
Oficial “La Gaceta”. COMUNIQUESE Y 
PUBLIQUESE. CARLOS ALBERTO 
MADERO ERAZO, SECRETARIO DE 
ESTADO COORDINADOR GENERAL 
DEL GOBIERNO. Por delegación del 
Presidente de la República. Acuerdo 
Ejecutivo No.043-2020 publicado en 
fecha en el Diario Oficial “La Gaceta” 
06 de Octubre de 2020. LISANDRO 
ROSALES BANEGAS. SECRETARIO 
DE ESTADO EN LOS DESPACHOS 

DE RELACIONES EXTERIORES Y 
COOPERACIÓN INTERNACIONAL”.

ARTÍCULO 6.- 	 Aprobar en todas y cada una de sus 
partes el ACUERDO EJECUTIVO 
No.06–DGAJTC–2021 ,  susc r i to 
en fecha 19 de Febrero de 2021, 
que cont iene e l  “PROTOCOLO 
C O M P L E M E N T A R I O  D E L 
CONVENIO PARA LA REPRESIÓN 
DEL APODERAMIENTO ILÍCITO 
DE AERONAVES”, que literalmente 
dice:

“SECRETARÍA DE ESTADO EN LOS 
DESPACHOS DE RELACIONES 
EXTERIORES Y COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL. ACUERDO 
No.06–DGAJTC–2021. Tegucigalpa, 
M.D.C., 19 de Febrero de 2021. EL 
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL 
D E  L A  R E P Ú B L I C A . 
CONSIDERANDO: Que el presente 
P r o t o c o l o  t i e n e  c o m o  o b j e t i v o 
complementar el Convenio para la 
Represión del Apoderamiento Ilícito de 
Aeronaves, firmado en la Haya el 16 de 
Noviembre de 1970 del cual el Estado de 
H o n d u r a s  e s  s u s c r i p t o r . 
C O N S I D E R A N D O :  Q u e  d i c h o 
instrumento, establece la responsabilidad 
penal de los inspiradores y organizadores 
de un delito, asimismo determina la 
jurisdicción sobre los delitos previstos en 
su contenido. CONSIDERANDO: Que 
mediante Acuerdo Ejecutivo No. 043-
2020 de fecha 01 de Octubre de 2020, 
publicado en  fecha en el Diario Oficial 
“La Gaceta” No.35,392 del 06 de Octubre 
de 2020, el Presidente Constitucional de 
la República delegó en el ciudadano 
CARLOS ALBERTO MADERO 
ERAZO, Secretario de Estado en el 
Despacho de Coordinación General de 
Gobierno, la potestad de firmar los 
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Acuerdos Ejecutivos que según a la Ley 
de la Administración Pública, sean 
potestad del Presidente Constitucional de 
la República su sanción, cuyo contenido 
vaya orientado a autorizar la legalización 
de: a) Reglamentos; b) Contrataciones de 
Bienes y Servicios mediante la modalidad 
de Contratación Directa según los 
supuestos establecidos en la Ley de 
Contratación del Estado; c) Autorizaciones 
al Procurador General de la República 
para Ejecutar Facultades de Expresa 
Mención en las demandas promovidas 
contra el Estado de Honduras; d) Gastos 
de Representación de Funcionarios; e) 
P r é s t a m o s ;  f )  M o d i f i c a c i o n e s 
Presupuestarias; y, g) Otros actos 
administrativos que deba firmar por Ley 
el Presidente de la República. POR 
TANTO: En ejercicio de las facultades 
consignadas en los Artículos: 245 numeral 
11 de la Constitución de la República; 11, 
116 y 118 de la Ley General de la 
Administración Pública y demás 
aplicables. ACUERDA PRIMERO: 
Aprobar en todas y cada una de sus partes 
e l  P R O T O C O L O 
C O M P L E M E N T A R I O  D E L 
CONVENIO PARA LA REPRESIÓN 
DEL APODERAMIENTO ILÍCITO 
DE AERONAVES. LOS ESTADOS 
PA RT E S  E N  E L P R E S E N T E 
PROTOCOLO, PROFUNDAMENTE 
PREOCUPADOS por la intensificación 
de los actos ilícitos contra la aviación civil 
en todo el mundo; RECONOCIENDO 
que los nuevos tipos de amenazas contra 
la aviación civil requieren de los Estados 
nuevos esfuerzos concertados y políticas 
de cooperación; y CONVENCIDOS de 
que a fin de enfrentar mejor estas amenazas 
es necesario adoptar disposiciones 
complementarias de las del Convenio para 
la represión del apoderamiento ilícito de 
aeronaves firmado en La Haya el 16 de 

Diciembre de 1970, para reprimir los actos 
ilícitos de apoderamiento o ejercicio del 
control de aeronaves y mejorar su eficacia; 
HAN CONVENIDO LO SIGUIENTE: 
Artículo I. El presente Protocolo 
complementa el Convenio para la represión 
del apoderamiento ilícito de aeronaves, 
firmado en La Haya el 16 de Diciembre 
de 1970 (en adelante, “el Convenio”). 
Artículo II. Reemplácese el Artículo 1 del 
Convenio por el siguiente: “Artículo 1. 
1. Comete delito toda persona que ilícita 
e intencionalmente se apodere o ejerza el 
control de una aeronave en servicio 
mediante violencia o amenaza de ejercerla, 
mediante coacción o cualquier otra forma 
de intimidación, o mediante cualquier 
medio tecnológico. 2. Igualmente comete 
delito toda persona que: a) amenace con 
cometer el delito previsto en el párrafo 1 
de es te  Art ículo;  o ,  b)  i l íc i ta  e 
intencionalmente haga que una persona 
reciba tal amenaza, en circunstancias que 
indiquen que la amenaza es verosímil. 3. 
Igualmente comete delito toda persona 
que: a) intente cometer el delito previsto 
en el párrafo 1 de este Artículo; o, b) 
organice o instigue a otros para que 
cometan un delito previsto en el párrafo 
1, 2 ó 3, apartado a), de este Artículo; o, 
c) participe como cómplice en un delito 
previsto en el párrafo 1, 2 ó 3, apartado a), 
de es te  Art ículo;  o ,  d)  i l íc i ta  e 
intencionalmente asista a otra persona a 
evadir la investigación, el enjuiciamiento 
o la pena, a sabiendas de que la persona 
ha cometido un acto que constituye un 
delito previsto en el párrafo 1, 2 ó 3, 
apartado a), b) o c), de este Artículo, o que 
sobre dicha persona pesa una orden de 
detención por las autoridades encargadas 
de hacer cumplir la ley para ser enjuiciada 
por tal delito o que ha sido sentenciada por 
ese delito. 4. Cada Estado Parte definirá 
como delitos, cuando se cometan 
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intencionalmente, independientemente de 
que realmente se cometa o intente cometer 
cualquiera de los delitos previstos en el 
párrafo 1 ó 2 de este Artículo, cualesquiera 
de las conductas siguientes o ambas: a) 
ponerse de acuerdo con una o varias 
personas para cometer un delito previsto 
en el párrafo 1 ó 2 de este Artículo y, 
cuando así lo prescriba la legislación 
nacional, que suponga un acto perpetrado 
por uno de los participantes para llevar 
adelante ese acuerdo; o, b) contribuir de 
cualquier otro modo a la comisión de uno 
o varios delitos de los previstos en el 
párrafo 1 ó 2 de este Artículo por un grupo 
de personas que actúan con un propósito 
común y se contribuya: i) con el propósito 
de facilitar la actividad o la finalidad 
delictiva general del grupo, cuando dicha 
actividad o finalidad suponga la comisión 
de un delito previsto en el párrafo 1 ó 2 de 
este Artículo; ó ii) con conocimiento de la 
intención del grupo de cometer un delito 
previsto en el párrafo 1 ó 2 de este 
Artículo”. Artículo III. Reemplácese el 
Artículo 2 del Convenio por el siguiente: 
“Artículo 2. Los Estados Partes se obligan 
a establecer penas severas para los delitos 
previstos en el Artículo 1”. Artículo IV. 
Añádase como Artículo 2 bis del Convenio 
el siguiente: “Artículo 2 bis. 1. Cada 
Estado Parte, de conformidad con sus 
principios jurídicos nacionales, podrá 
adoptar las medidas necesarias para que 
pueda establecerse la responsabilidad de 
una entidad jurídica ubicada en su territorio 
o constituida con arreglo a su legislación 
cuando una persona responsable de su 
dirección o control cometa, en esa calidad, 
un delito previsto en el Artículo 1. Esa 
responsabilidad podrá ser penal, civil o 
administrativa. 2. Se incurrirá en esa 
responsabilidad sin perjuicio de la 
responsabilidad penal de las personas 
físicas que hayan cometido los delitos.     

3. Si un Estado Parte adopta las medidas 
necesarias para que una entidad jurídica 
sea responsable de conformidad con lo 
dispuesto en el párrafo 1 de este Artículo, 
procurará asegurar que las sanciones 
penales, civiles o administrativas 
aplicables sean eficaces, proporcionadas 
y disuasorias. Tales sanciones podrán 
incluir sanciones de carácter monetario”. 
Artículo V. 1. Reemplácese el párrafo 1 
del Artículo 3 del Convenio por el 
siguiente: “Artículo 3. 1. Para los fines 
del presente Convenio, se considerará que 
una aeronave se encuentra en servicio 
desde que el personal de tierra o la 
tripulación comienza las operaciones 
previas a un determinado vuelo hasta 
veinticuatro horas después de cualquier 
aterrizaje. En caso de aterrizaje forzoso, 
se considerará que el vuelo continúa hasta 
que las autoridades competentes se hagan 
cargo de la aeronave y de las personas y 
bienes a bordo”. 2. En el párrafo 3 del 
Artículo 3 de la versión inglesa del 
Convenio, reemplácese “registration” por 
“registry”. 3. En el párrafo 4 del Artículo 
3 de la versión inglesa del Convenio, 
reemplácese “mentioned” por “set forth”. 
4. Remplácese el párrafo 5 del Artículo 3 
del Convenio por el siguiente: “5. No 
obstante lo dispuesto en los párrafos 3 y 
4 de este Artículo, se aplicarán los 
Artículos 6, 7, 7 bis, 8, 8 bis, 8 ter y 10, 
cualquiera sea el lugar de despegue o de 
aterrizaje real de la aeronave, si el 
responsable o el probable responsable es 
hallado en el territorio de un Estado 
distinto del Estado de matrícula de dicha 
aeronave”. Artículo VI. Añádase como 
Artículo 3 bis del Convenio el siguiente: 
“Artículo 3 bis. 1. Nada de lo dispuesto 
en el presente Convenio afectará a los 
derechos, obligaciones y responsabilidades 
de los Estados y de las personas con 
arreglo al derecho internacional, en 
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particular los propósitos y principios de la 
Carta de las Naciones Unidas, el Convenio 
sobre Aviación Civil Internacional y el 
derecho humanitario internacional. 2. Las 
actividades de fuerzas armadas durante un 
conflicto armado, según se entienden esos 
términos en el derecho humanitario 
internacional y que se rijan por ese 
derecho, no estarán sujetas al presente 
Convenio; y las actividades que lleven a 
cabo las fuerzas militares de un Estado en 
el ejercicio de sus funciones oficiales, en 
la medida en que se rijan por otras normas 
de derecho internacional, no estarán 
sujetas al presente Convenio. 3. Las 
disposiciones del párrafo 2 de este Artículo 
no se interpretarán como que condonan o 
consideran lícitos actos que de otro modo 
son ilícitos o que impiden el enjuiciamiento 
bajo otras leyes”.  Artículo VII. 
Reemplácese el Artículo 4 del Convenio 
por el siguiente: “Artículo 4. 1. Cada 
Estado Parte tomará las medidas necesarias 
para establecer su jurisdicción sobre los 
delitos previstos en el Artículo 1 y sobre 
cualquier acto de violencia contra los 
pasajeros o la tripulación cometido por el 
probable responsable en relación con los 
delitos, en los casos siguientes: a) si el 
delito se comete en el territorio de ese 
Estado; b) si el delito se comete contra o 
a bordo de una aeronave matriculada en 
ese Estado; c) si la aeronave, a bordo de 
la cual se cometió el delito, aterriza en su 
territorio con el probable responsable 
todavía a bordo; d) si el delito se comete 
contra o a bordo de una aeronave dada en 
arrendamiento sin tripulación a una 
persona que tenga en ese Estado su oficina 
principal o, de no tener tal oficina, su 
residencia permanente; e) si el delito lo 
comete un nacional de ese Estado. 2. Cada 
Estado Parte podrá establecer su 
jurisdicción sobre cualquiera de dichos 
delitos en los siguientes casos: a) si el 

delito se comete contra un nacional de ese 
Estado; b) si el delito lo comete una 
persona apátrida que tiene su residencia 
habitual en el territorio de ese Estado. 3. 
Asimismo, cada Estado Parte tomará las 
medidas necesarias para establecer su 
jurisdicción sobre los delitos previstos en 
el Artículo 1 cuando el probable 
responsable se halle en su territorio y 
dicho Estado no conceda la extradición de 
esa persona, conforme al Artículo 8, a 
ninguno de los Estados Partes que hayan 
establecido su jurisdicción de conformidad 
con los párrafos aplicables de este Artículo 
con respecto a esos delitos. 4. El presente 
Convenio no excluye ninguna jurisdicción 
penal ejercida de acuerdo con las leyes 
nacionales”. Artículo VIII. Reemplácese 
el Artículo 5 del Convenio por el siguiente: 
“Artículo 5. Los Estados Partes que 
constituyan organizaciones de explotación 
en común del transporte aéreo u organismos 
internacionales de explotación que utilicen 
aeronaves que sean objeto de una matrícula 
común o internacional designarán con 
respecto a cada aeronave, según las 
circunstancias del caso, el Estado de entre 
ellos que ejercerá la jurisdicción y tendrá 
las atribuciones del Estado de matrícula 
para los fines del presente Convenio y lo 
comunicarán al Secretario General de la 
Organizac ión  de  Aviac ión  Civi l 
Internacional, quien lo notificará a todos 
los Estados Partes en el presente 
Convenio”. Artículo IX. Reemplácese el 
párrafo 4 del Artículo 6 del Convenio por 
el siguiente: “Artículo 6. 4. Cuando un 
Estado Parte detenga a una persona en 
virtud de este Artículo, notificará 
inmediatamente tal detención a los 
Estados Partes que hayan establecido su 
jurisdicción con arreglo al párrafo 1 del 
Artículo 4 y establecido en su jurisdicción 
y notificado al Depositario con arreglo al 
párrafo 2 del Artículo 4 y, si lo considera 
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conveniente, el hecho de que esa persona 
está detenida y las circunstancias que 
justifican su detención a otros Estados 
interesados. El Estado Parte que proceda 
a la investigación preliminar prevista en 
el párrafo 2 de este Artículo comunicará 
sin dilación sus resultados a los Estados 
Partes antes mencionados e indicará si se 
propone ejercer su jurisdicción”. Artículo 
X. Añádase como Artículo 7 bis del 
Convenio el siguiente: “Artículo 7 bis. 
Toda persona que se encuentre detenida, 
o respecto de la cual se adopten otras 
medidas o sea encausada con arreglo al 
presente Convenio, recibirá un trato 
equitativo, incluido el goce de todos los 
derechos y garantías de conformidad con 
las leyes del Estado en cuyo territorio se 
encuentre y con las disposiciones 
pertinentes del derecho internacional, 
incluido el derecho internacional en 
materia de derechos humanos”. Artículo 
XI. Reemplácese el Artículo 8 del 
Convenio por el siguiente: “Artículo 8. 
1. Los delitos previstos en el Artículo 1 se 
considerarán incluidos entre los delitos 
que den lugar a extradición en todo tratado 
de extradición celebrado entre Estados 
Partes. Los Estados Partes se comprometen 
a incluirlos como delitos sujetos a 
extradición en todo tratado de extradición 
que celebren entre sí en el futuro. 2. Si un 
Estado Parte, que subordina la extradición 
a la existencia de un tratado, recibe una 
solicitud de extradición de otro Estado 
Parte con el que no tiene tratado de 
extradición, podrá discrecionalmente 
considerar el presente Convenio como la 
base jurídica necesaria para la extradición 
respecto a los delitos previstos en el 
Artículo 1. La extradición estará sujeta a 
las demás condiciones exigidas por el 
derecho del Estado requerido. 3. Los 
Estados Partes que no subordinen la 
extradición a la existencia de un tratado 

reconocerán los delitos previstos en el 
Artículo 1 como delitos sujetos a 
extradición entre ellos, con sujeción a las 
condiciones exigidas por el derecho del 
Estado requerido. 4. Para los fines de 
extradición entre Estados Partes, se 
considerará que cada uno de los delitos se 
ha cometido no solamente en el lugar 
donde ocurrió, sino también en el territorio 
de los Estados Partes obligados a establecer 
su jurisdicción de acuerdo con los 
apartados b), c), d) y e) del párrafo 1 del 
Artículo 4 y que han establecido 
jurisdicción de conformidad con el párrafo 
2 del Artículo 4. 5. Los delitos previstos 
en los apartados a) y b) del párrafo 4 del 
Artículo 1 se tratarán como equivalentes 
para los fines de extradición entre Estados 
Partes”. Artículo XII. Añádase como 
Artículo 8 bis del Convenio el siguiente: 
“Artículo 8 bis. Ninguno de los delitos 
previstos en el Artículo 1 se considerará, 
para los fines de extradición o de asistencia 
judicial recíproca, como delito político, 
como delito conexo a un delito político ni 
como delito inspirado por motivos 
políticos. Por consiguiente, no podrá 
rechazarse una solicitud de extradición o 
de asistencia judicial recíproca formulada 
en relación con un delito de ese carácter 
por la única razón de que se refiere a un 
delito político, a un delito conexo a un 
delito político o a un delito inspirado por 
motivos políticos”. Artículo XIII. 
Añádase como Artículo 8 ter del Convenio 
el siguiente: “Artículo 8ter. Nada de lo 
dispuesto en el presente Convenio se 
interpretará con el efecto de imponer una 
obligación de extraditar o de prestar 
asistencia judicial recíproca si el Estado 
Parte requerido tiene motivos fundados 
para creer que la solicitud de extradición 
por los delitos previstos en el Artículo 1 o 
de asistencia judicial recíproca en relación 
con esos delitos se ha formulado con el fin 
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de enjuiciar o castigar a una persona por 
motivos de raza, religión, nacionalidad, 
origen étnico, opinión política o género, 
o que el cumplimiento de lo solicitado 
podría perjudicar la situación de esa 
persona por cualquiera de esos motivos”. 
Artículo XIV. Reemplácese el párrafo 1 
del Artículo 9 del Convenio por el 
siguiente: “Artículo 9. 1. Cuando se 
realice cualquier acto de los previstos en 
el párrafo 1 del Artículo 1 o sea inminente 
su realización, los Estados Partes tomarán 
todas las medidas apropiadas a fin de que 
el legítimo comandante de la aeronave 
recobre o mantenga el control de la 
misma”. Artículo XV. Reemplácese el 
párrafo 1 del Artículo 10 del Convenio por 
el siguiente: “Artículo 10. 1. Los Estados 
Partes se prestarán la mayor asistencia 
posible por lo que respecta a todo proceso 
penal relativo a los delitos previstos en el 
Artículo 1 y a los demás actos previstos 
en el Artículo 4. En todos los casos, la ley 
aplicable para la ejecución de una petición 
de asistencia será la del Estado requerido”. 
Artículo XVI. Añádase como Artículo 10 
bis del Convenio el siguiente: “Artículo 
10 bis. Todo Estado Parte que tenga 
razones para creer que se vaya a cometer 
un delito previsto en el Artículo 1 
suministrará, de acuerdo con su legislación 
nacional, toda información pertinente de 
que disponga a los demás Estados Partes 
que, en su opinión, sean los Estados 
previstos en los párrafos 1 y 2 del Artículo 
4”. Artículo XVII. 1. En el Convenio, 
todas las referencias a “Estado contratante” 
y “Estados contratantes” se reemplazarán 
por “Estado Parte” y “Estados Partes” 
respectivamente. 2. En el texto en inglés 
del Convenio, todas las referencias a 
“him” y “his” se reemplazarán por “that 
person” y “that person’s” respectivamente. 
Artículo XVIII. Los textos del Convenio 
en los idiomas árabe y chino anexados al 

presente Protocolo constituirán, junto con 
los textos del Convenio en español, 
francés, inglés y ruso, textos igualmente 
auténticos en los seis idiomas. Artículo 
XIX. Entre los Estados Partes en el 
presente Protocolo, el Convenio y el 
presente Protocolo se leerán e interpretarán 
juntamente como un instrumento único y 
se denominarán Convenio de La Haya 
modificado por el Protocolo de Beijing de 
2010. Artículo XX. El presente Protocolo 
estará abierto el 10 de Septiembre de 2010 
en Beijing para la firma de los Estados que 
participaron en la Conferencia diplomática 
sobre seguridad de la aviación celebrada 
en Beijing del 30 de Agosto al 10 de 
Septiembre de 2010. Con posterioridad al 
27 de Septiembre de 2010, el presente 
Protocolo quedará abierto para la firma de 
todos los Estados en la Sede de la 
Organizac ión  de  Aviac ión  Civi l 
Internacional, en Montreal, hasta su 
entrada en vigor de acuerdo con el Artículo 
XXIII. Artículo XXI. 1. El presente 
Protocolo se someterá a ratificación, 
aceptación o aprobación. Los instrumentos 
de ratificación, aceptación o aprobación 
se depositarán ante el Secretario General 
de la Organización de Aviación Civil 
Internacional, la que por el presente se 
designa Depositario. 2. La ratificación, 
aceptación o aprobación del presente 
Protocolo por un Estado que no sea Parte 
en el Convenio tendrá el efecto de ratificar, 
aceptar o aprobar el Convenio de La Haya 
modificado por el Protocolo de Beijing de 
2010. 3. Todo Estado que no ratifique, 
acepte o apruebe el presente Protocolo de 
acuerdo con lo previsto en el párrafo 1 de 
este Artículo podrá adherirse al mismo en 
cualquier oportunidad. El instrumento de 
adhesión se depositará ante el Depositario. 
Artículo XXII. En el momento de 
ratificar, aceptar o aprobar el presente 
Protocolo o adherirse al mismo, cada 
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Estado Parte: a) notificará al Depositario 
la jurisdicción que haya establecido de 
conformidad con su legislación nacional 
como se preveé en el párrafo 2 del Artículo 
4 del Convenio de La Haya modificado 
por el Protocolo de Beijing de 2010 e 
inmediatamente dará aviso al Depositario 
de todo cambio; y, b) podrá declarar que 
aplicará las disposiciones del apartado d) 
del párrafo 3 del Artículo 1 del Convenio 
de La Haya modificado por el Protocolo 
de Beijing de 2010 con arreglo a los 
principios de su derecho penal en lo que 
se refiere a la exención de la responsabilidad 
por causa de parentesco. Artículo XXIII. 
1. El presente Protocolo entrará en vigor 
el primer día del segundo mes a partir de 
la fecha del depósito del vigésimo segundo 
instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión ante el Depositario. 
2. Para cada uno de los Estados que 
ratifiquen, acepten, aprueben o se adhieran 
al presente Protocolo con posterioridad al 
depósito del vigésimo segundo instrumento 
de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión, el mismo entrará en vigor el 
primer día del segundo mes a partir de la 
fecha en que dicho Estado haya depositado 
su instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión. 3. Tan pronto 
como entre en vigor el presente Protocolo, 
el Depositario lo registrará ante las 
Naciones Unidas. Artículo XXIV. 1. Los 
Estados Partes podrán denunciar el 
presente Protocolo notificándolo por 
escrito al Depositario. 2. La denuncia 
surtirá efecto un año después de la fecha 
en que el Depositario reciba la notificación. 
Artículo XXV. El Depositario notificará 
sin demora a todos los Estados Partes en 
el presente Protocolo y a todos los Estados 
signatarios o que se adhieran al mismo la 
fecha de cada firma, la fecha del depósito 
de cada instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión, la 

fecha de entrada en vigor del presente 
Protocolo y toda otra información 
pertinente. EN TESTIMONIO DE LO 
CUAL, los Plenipotenciarios infrascritos, 
debidamente autorizados, firman el 
presente Protocolo. HECHO en Beijing 
el día diez de Septiembre del año dos mil 
diez en textos auténticos redactados en 
español, árabe, chino, francés, inglés y 
ruso y cuya autenticidad quedará 
confirmada con la verificación que hará la 
Secretaría de la Conferencia bajo la 
autoridad del Presidente de la Conferencia, 
dentro de los noventa días de la fecha, de 
la conformidad de los textos entre sí. El 
presente Protocolo quedará depositado en 
los archivos de la Organización de 
Aviación Civil Internacional y el 
Depositario enviará copias certificadas del 
mismo a todos los Estados contratantes en 
el presente Protocolo. ARTÍCULO 
SEGUNDO: El presente Protocolo 
entrará en vigor a partir de la fecha de su 
publicación en el Diario Oficial “La 
G a c e t a ” .  C O M U N I Q U E S E  Y 
PUBLIQUESE. CARLOS ALBERTO 
MADERO ERAZO, SECRETARIO DE 
ESTADO COORDINADOR GENERAL 
DEL GOBIERNO. Por delegación del 
Presidente de la República. Acuerdo 
Ejecutivo No. 043-2020 publicado en 
fecha en el Diario Oficial “La Gaceta” 06 
de Octubre de 2020. LISANDRO 
ROSALES BANEGAS, SECRETARIO 
DE ESTADO EN LOS DESPACHOS DE 
RELACIONES  EXTERIORES Y 
COOPERACIÓN INTERNACIONAL”.

ARTÍCULO 7.- 	 Aprobar en todas y cada una de sus 
partes el ACUERDO EJECUTIVO 
No.07–DGAJTC–2021, suscrito en fecha 
19 de Febrero de 2021, que contiene el 
“PROTOCOLO QUE MODIFICA 
E L C O N V E N I O  S O B R E  L A S 
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INFRACCIONES Y CIERTOS OTROS 
ACTOS COMETIDOS A BORDO DE 
LAS AERONAVES”, que literalmente 
dice:

“SECRETARÍA DE ESTADO EN LOS 
DESPACHOS DE RELACIONES 
EXTERIORES Y COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL. ACUERDO 
No.07–DGAJTC–2021. Tegucigalpa, 
M.D.C., 19 de Febrero de 2021. EL 
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL 
D E  L A  R E P Ú B L I C A . 
CONSIDERANDO: Que el presente 
Protocolo viene a modificar el Convenio 
sobre las Infracciones y Ciertos Actos 
Cometidos A Bordo de Aeronaves, 
Convenio de Tokio de 1963 del cual el 
Estado de Honduras es parte, en el cual se 
establecen pautas uniformes sobre los 
procedimientos aplicables al juzgamiento 
de las infracciones efectuadas a las leyes 
penales que sean cometidas a bordo de una 
aeronave, incluyendo también aquellos 
actos que sin configurar infracciones 
pongan en peligro la seguridad de las 
personas o bienes que se encuentren en la 
misma. CONSIDERANDO: Que este 
instrumento jurídico permite a los Estados 
miembros contar con un régimen jurídico 
internacional que permite enfrentar los 
incidentes relacionados con los pasajeros 
disruptivos o insubordinados en los vuelos 
comerciales que puedan poner en riesgo 
la seguridad operacional de las aeronaves 
y la integridad física a bordo de ellas. 
CONSIDERANDO: Que mediante 
Acuerdo Ejecutivo           No.043-2020 de 
fecha 01 de Octubre de 2020, publicado 
en  fecha en el Diario Oficial “La Gaceta” 
No.35,392 del 6 de Octubre de 2020, 
Edición No.35,392, el Presidente 
Constitucional de la República delegó en 
el ciudadano CARLOS ALBERTO 
MADERO ERAZO, Secretario de Estado 

en el Despacho de Coordinación General 
de Gobierno, la potestad de firmar los 
Acuerdos Ejecutivos que según a la Ley 
de la Administración Pública, sean 
potestad del Presidente Constitucional de 
la República su sanción, cuyo contenido 
vaya orientado a autorizar la legalización 
de: a) Reglamentos; b) Contrataciones de 
Bienes y Servicios mediante la modalidad 
de Contratación Directa según los 
supuestos establecidos en la Ley de 
Contratación del Estado; c) Autorizaciones 
al Procurador General de la República 
para Ejecutar Facultades de Expresa 
Mención en las demandas promovidas 
contra el Estado de Honduras; d) Gastos 
de Representación de Funcionarios; e) 
P r é s t a m o s ;  f )  M o d i f i c a c i o n e s 
Presupuestarias; y, g) Otros actos 
administrativos que deba firmar por Ley 
el Presidente de la República. POR 
TANTO: En ejercicio de las facultades 
consignadas en los Artículos: 245 
Atribución 11) de la Constitución de la 
República; 11, 116 y 118 de la Ley General 
de la Administración Pública y demás 
aplicables. ACUERDA PRIMERO: 
Aprobar en todas y cada una de sus partes 
el PROTOCOLO QUE MODIFICA EL 
C O N V E N I O  S O B R E  L A S 
INFRACCIONES Y CIERTOS OTROS 
ACTOS COMETIDOS A BORDO DE 
LAS AERONAVES. LOS ESTADOS 
CONTRATANTES EN EL PRESENTE 
PROTOCOLO, TOMANDO NOTA de 
que los Estados han expresado su 
preocupación por la intensificación de la 
gravedad y frecuencia de comportamientos 
insubordinados a bordo de aeronaves que 
pueden poner en peligro la seguridad de 
las aeronaves o de las personas o bienes 
en las mismas o que ponen en peligro el 
buen orden y la disciplina a bordo; 
RECONOCIENDO el deseo de muchos 
Estados de ayudarse mutuamente para 
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refrenar el comportamiento insubordinado 
y restablecer el buen orden y disciplina a 
bordo de la aeronave; CONVENCIDOS 
de que a fin de abordar estas preocupaciones, 
es necesario adoptar disposiciones para 
modificar las del Convenio sobre las 
infracciones y ciertos otros actos cometidos 
a bordo de las aeronaves firmado en Tokio 
el 14 de Septiembre de 1963; HAN 
ACORDADO LO SIGUIENTE : 
Artículo I. El presente Protocolo enmienda 
el Convenio sobre las infracciones y 
ciertos otros actos cometidos a bordo de 
las aeronaves, firmado en Tokio el 14 de 
Septiembre de 1963 (en adelante, “el 
Convenio”). Artículo II. Sustitúyase el 
párrafo 3 del Artículo 1 del Convenio por 
lo siguiente: “Artículo 1 3. Para los fines 
del presente Convenio: a) se considerará 
que una aeronave se encuentra en vuelo 
desde el momento en que se cierren todas 
las puertas externas después del embarque 
hasta el momento en que se abra cualquiera 
de dichas puertas para el desembarque; en 
caso de aterrizaje forzoso, se considerará 
que el vuelo continúa hasta que las 
autoridades competentes se hagan cargo 
de la aeronave y de las personas y bienes 
a bordo; y, b) cuando el Estado del 
explotador no sea el mismo que el Estado 
de matrícula, la expresión “Estado de 
matrícula” como se emplea en los Artículos 
4, 5 y 13 del Convenio se considerará que 
es el Estado del explotador”. Artículo III. 
Sustitúyase el Artículo 2 del Convenio por 
lo siguiente: “Artículo 2. Sin perjuicio de 
las disposiciones del Artículo 4 y salvo 
que lo requiera la seguridad de la aeronave 
o de las personas o bienes a bordo, ninguna 
disposición de este Convenio se interpretará 
en el sentido de que autoriza o exige 
medida alguna en caso de infracciones a 
las leyes penales de carácter político o 
basadas en discriminación por cualquier 
motivo,  ta l  como raza,  rel igión, 

nacionalidad, origen étnico, opinión 
política o género”. Artículo IV. Sustitúyase 
el Artículo 3 del Convenio por lo siguiente: 
“Artículo 3. 1. El Estado de matrícula de 
la aeronave será competente para ejercer 
su jurisdicción sobre las infracciones y 
actos cometidos a bordo. 1. bis. Un Estado 
también es competente para ejercer su 
jurisdicción sobre las infracciones y actos 
cometidos a bordo: a) en calidad de Estado 
de aterrizaje, si la aeronave a bordo de la 
cual se comete la infracción o el acto 
aterriza en su territorio con el presunto 
infractor todavía a bordo; y, b) en calidad 
de Estado del explotador, si la infracción 
o el acto es cometido a bordo de una 
aeronave arrendada sin tripulación al 
arrendatario que tiene su oficina principal 
o, de no tener el arrendatario tal oficina, 
que tiene su residencia permanente en 
dicho Estado. 2. Cada Estado contratante 
deberá tomar las medidas que sean 
necesarias a fin de establecer su jurisdicción 
como Estado de matrícula sobre las 
infracciones cometidas a bordo de las 
aeronaves matriculadas en tal Estado. 2. 
bis. Cada Estado contratante también 
deberá tomar las medidas que sean 
necesarias para establecer su jurisdicción 
sobre las infracciones cometidas a bordo 
de una aeronave en los casos siguientes: 
a) en calidad de Estado de aterrizaje, si: i) 
la aeronave a bordo de la cual se comete 
la infracción tiene su último punto de 
despegue o próximo punto de aterrizaje 
previsto dentro de su territorio y 
posteriormente aterriza en su territorio con 
el presunto infractor todavía a bordo; y, ii) 
se pone en peligro la seguridad de la 
aeronave o de las personas o bienes a 
bordo o el buen orden y la disciplina a 
bordo; b) en calidad de Estado del 
explotador, si la infracción es cometida a 
bordo de una aeronave arrendada sin 
tripulación al arrendatario que tiene su 
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oficina principal o, de no tener el 
arrendatario tal oficina, que tiene su 
residencia permanente en dicho Estado. 2 
ter. Al ejercer su jurisdicción en calidad 
de Estado de aterrizaje, los Estados 
deberán considerar si la infracción en 
cuestión constituye una infracción en el 
Estado del explotador.3. El presente 
Convenio no excluye ninguna jurisdicción 
penal ejercida de acuerdo con las leyes 
nacionales”. Artículo V. Añádase como 
Artículo 3 bis del Convenio lo siguiente: 
“Artículo 3 bis. Si un Estado contratante, 
ejerciendo su jurisdicción en virtud del 
Artículo 3, ha sido notificado o ha sabido 
de otro modo que uno o más Estados 
contratantes están llevando a cabo una 
inves t igac ión ,  en ju ic iamien to  o 
procedimiento judicial con respecto a las 
mismas infracciones o actos, deberá 
consultar, según corresponda, con los 
otros Estados contratantes a fin de 
coordinar sus acciones. Las obligaciones 
de este Artículo son sin perjuicio de las 
obligaciones de los Estados contratantes 
en virtud del Artículo 13”. Artículo VI. 
Suprímase el párrafo 2 del Artículo 5 del 
Convenio. Artículo VII. Sustitúyase el 
Artículo 6 del Convenio por lo siguiente: 
“Artículo 6. 1. Cuando el comandante de 
la aeronave tenga razones fundadas para 
creer que una persona ha cometido o está 
a punto de cometer, a bordo una infracción 
o un acto previstos en el Artículo 1, párrafo 
1, podrá imponer a tal persona las medidas 
razonables, incluso coercitivas, que sean 
necesarias: a) para proteger la seguridad 
de la aeronave, o de las personas o bienes 
en la misma; o b) para mantener el buen 
orden y la disciplina a bordo; o c) para 
permitirle entregar tal persona a las 
autoridades competentes o desembarcarla 
de acuerdo con las disposiciones de este 
Capítulo. 2. El comandante de la aeronave 
puede exigir o autorizar la ayuda de los 

demás miembros de la tripulación y 
solicitar o autorizar, pero no exigir, la 
ayuda de oficiales de seguridad de a bordo 
o de pasajeros con el fin de tomar medidas 
coercitivas contra cualquier persona sobre 
la que tenga tal derecho. Cualquier 
miembro de la tripulación o pasajero podrá 
tomar igualmente medidas preventivas 
razonables sin tal autorización, cuando 
tenga razones fundadas para creer que 
tales medidas son urgentes a fin de 
proteger la seguridad de la aeronave o de 
las personas o los bienes en la misma. 3. 
Un oficial de seguridad de a bordo que va 
en una aeronave conforme a un acuerdo o 
arreglo bilateral o multilateral entre los 
Estados contratantes pertinentes podrá 
tomar medidas preventivas razonables sin 
tal autorización cuando tenga razones 
fundadas para creer que tales medidas son 
urgentes a fin de proteger la seguridad de 
la aeronave o de las personas en la misma 
de un acto de interferencia ilícita y, si el 
acuerdo o arreglo lo permite, de la 
comisión de infracciones graves. 4. Nada 
de lo dispuesto en el presente Convenio 
se entenderá en el sentido de obligar a un 
Estado contratante a establecer un 
programa de oficiales de seguridad de a 
bordo o concertar un acuerdo o arreglo 
bilateral o multilateral que autorice a 
oficiales de seguridad de a bordo 
extranjeros a actuar en su territorio”. 
Artículo VIII. Sustitúyase el Artículo 9 
del Convenio por lo siguiente: “Artículo 
9. 1. El comandante de la aeronave podrá 
entregar a las autoridades competentes de 
cualquier Estado contratante en cuyo 
territorio aterrice la aeronave a cualquier 
persona, si tiene razones fundadas para 
creer que dicha persona ha cometido a 
bordo de la aeronave un acto que, en su 
opinión, constituye una infracción grave. 
2. El comandante de la aeronave, tan 
pronto como sea factible y, si es posible, 
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antes de aterrizar en el territorio de un 
Estado contratante con una persona a 
bordo a la que se proponga entregar de 
conformidad con el párrafo anterior, 
notificará a las autoridades de dicho 
Estado su intención de entregar a dicha 
persona y los motivos que tenga para ello. 
3. El comandante de la aeronave 
suministrará a las autoridades a las que 
entregue a cualquier presunto infractor de 
conformidad con lo previsto en este 
Artículo las pruebas e informes que se 
encuentren en su posesión legítima”. 
Artículo IX. Sustitúyase el Artículo 10 
del Convenio por lo siguiente: “Artículo 
10. Por las medidas tomadas con sujeción 
a lo dispuesto en este Convenio, el 
comandante de la aeronave, los demás 
miembros de la tripulación, los pasajeros, 
cualquier oficial de seguridad de a bordo, 
el propietario, el explotador de la aeronave 
y la persona en cuyo nombre se realice el 
vuelo  no  serán  responsables  en 
procedimiento alguno por razón de 
cualquier trato sufrido por la persona 
objeto de dichas medidas”. Artículo X. 
Añádase como Artículo 15 bis del 
Convenio lo siguiente: “Artículo 15 bis. 
1. Se alienta a cada Estado contratante a 
tomar las medidas que sean necesarias 
para iniciar procedimientos penales, 
administrativos o cualquier otro tipo de 
procedimiento judicial contra toda persona 
que a bordo de una aeronave cometa una 
infracción u acto referido en el Artículo 1, 
párrafo 1, en particular: a) agresión física 
o amenaza de cometer tal agresión contra 
un miembro de la tripulación; o b) negativa 
a obedecer instrucciones legítimas 
impartidas por el comandante de la 
aeronave, o en nombre del comandante de 
la aeronave, con la finalidad de garantizar 
la seguridad de la aeronave o la de las 
personas o bienes a bordo de la misma. 2. 
Ninguna de las disposiciones del presente 

Convenio afectará al derecho de cada 
Estado contratante de introducir o 
mantener en su legislación nacional 
medidas apropiadas para sancionar actos 
insubordinados o perturbadores cometidos 
a bordo”. Artículo XI. Sustitúyase el 
párrafo 1 del Artículo 16 del Convenio por 
lo siguiente: “Artículo 16. 1. Las 
infracciones cometidas a bordo de 
aeronaves serán consideradas, a los fines 
de extradición entre los Estados 
contratantes, como si se hubiesen cometido 
no sólo en el lugar en que hayan ocurrido 
sino también en los territorios de los 
Estados contratantes que deben establecer 
su jurisdicción de conformidad con los 
párrafos 2 y 2 bis del Artículo 3”. Artículo 
XII. Sustitúyase el Artículo 17 del 
Convenio por lo siguiente: “Artículo 17. 
1. Al llevar a cabo cualquier medida de 
investigación o arresto o al ejercer de 
cualquier otro modo jurisdicción en 
materia de infracciones cometidas a bordo 
de una aeronave, los Estados contratantes 
deberán tener muy en cuenta la seguridad 
y demás intereses de la navegación aérea, 
evitando el retardar innecesariamente a la 
aeronave, los pasajeros, los miembros de 
la tripulación o la carga. 2. Cada Estado 
contratante, al actuar en cumplimiento de 
sus obligaciones en virtud del presente 
Convenio o en ejercicio de una facultad 
discrecional que el mismo permita, actuará 
de conformidad con las obligaciones y 
responsabilidades de los Estados en el 
derecho internacional. A este respecto, 
cada Estado contratante tendrá en cuenta 
los principios de debido proceso y trato 
equitativo”. Artículo XIII. Añádase como 
Artículo 18 bis del Convenio lo siguiente: 
“Artículo 18 bis. Nada de lo dispuesto en 
el presente Convenio obstará al derecho 
que pudiera existir, de conformidad con 
el derecho interno, de perseguir el cobro 
de indemnización por daños y perjuicios 
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de la persona que haya sido entregada o 
desembarcada conforme a lo previsto en 
el Artículo 8 ó 9, respectivamente”. 
Artículo XIV. Los textos del Convenio en 
los idiomas árabe, chino y ruso anexados 
al presente Protocolo constituirán, junto 
con los textos del Convenio en español, 
francés e inglés, textos igualmente 
auténticos en los seis idiomas. Artículo 
XV. Entre los Estados contratantes en el 
presente Protocolo, el Convenio y el 
presente Protocolo se leerán e interpretarán 
juntamente como un instrumento único y 
se denominarán Convenio de Tokio 
modificado por el Protocolo de Montreal 
de 2014. Artículo XVI. El presente 
Protocolo estará abierto el 4 de Abril de 
2014 en Montreal para la firma de los 
Estados que participaron en la Conferencia 
internacional de derecho aeronáutico 
celebrada en Montreal del 26 de Marzo al 
4 de Abril de 2014. Con posterioridad al 
4 de Abril de 2014, el presente Protocolo 
quedará abierto para la firma de todos los 
Estados en la Sede de la Organización de 
Aviación Civil Internacional, en Montreal, 
hasta su entrada en vigor de acuerdo con 
el Artículo XVIII. Artículo XVII. 1. El 
presente Protocolo se someterá a la 
ratificación, aceptación o aprobación de 
los Estados signatarios. Los instrumentos 
de ratificación, aceptación o aprobación 
se depositarán ante el Secretario General 
de la Organización de Aviación Civil 
Internacional, la que por el presente se 
designa Depositario. 2. Todo Estado que 
no ratifique, acepte o apruebe el presente 
Protocolo de acuerdo con lo previsto en el 
párrafo 1 de este Artículo podrá adherirse 
al mismo en cualquier oportunidad. El 
instrumento de adhesión se depositará ante 
el Depositario. 3. La ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión al 
presente Protocolo por un Estado que no 
sea Estado contratante en el Convenio 

tendrá el efecto de ratificar, aceptar, 
aprobar o adherirse al Convenio de Tokio 
modificado por el Protocolo de Montreal 
de 2014. Artículo XVIII. 1. El presente 
Protocolo entrará en vigor el primer día 
del segundo mes a partir de la fecha del 
depósito del vigésimo segundo instrumento 
de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión ante el Depositario. 2. Para cada 
uno de los Estados que ratifiquen, acepten, 
aprueben o se adhieran al presente 
Protocolo con posterioridad al depósito 
del vigésimo segundo instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión, el mismo entrará en vigor el 
primer día del segundo mes a partir de la 
fecha en que dicho Estado haya depositado 
su instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión. 3. Tan pronto 
como entre en vigor el presente Protocolo, 
el Depositario lo registrará ante las 
Naciones Unidas. Artículo XIX. 1. Un 
Estado contratante podrá denunciar el 
presente Protocolo notificándolo por 
escrito al Depositario. 2. La denuncia 
surtirá efecto un año después de la fecha 
en que el Depositario reciba la notificación. 
Artículo XX. El Depositario notificará sin 
demora a todos los Estados contratantes y 
signatarios en el presente Protocolo la 
fecha de cada firma, la fecha del depósito 
de cada instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión, la 
fecha de entrada en vigor del presente 
Protocolo y toda otra información 
pertinente. EN TESTIMONIO DE LO 
CUAL, los Plenipotenciarios infrascritos, 
debidamente autorizados, firman el 
presente Protocolo.  HECHO en Montreal 
el día cuatro de abril del año dos mil 
catorce en textos auténticos redactados en 
español, árabe, chino, francés, inglés y 
ruso y cuya autenticidad quedará 
confirmada con la verificación que hará la 
Secretaría de la Conferencia bajo la 
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autoridad de la Presidenta de la 
Conferencia, dentro de los noventa días 
de la fecha, de la conformidad de los textos 
entre sí. El presente Protocolo será 
depositado en la Organización de Aviación 
Civil Internacional y el Depositario 
enviará copias certificadas del mismo a 
todos los Estados contratantes en el 
presente  Protocolo.  ARTÍCULO 
SEGUNDO: El presente Protocolo 
entrará en vigor a partir de la fecha de su 
publicación en el Diario Oficial “La 
G a c e t a ” .  C O M U N I Q U E S E  Y 
PUBLIQUESE. CARLOS ALBERTO 
MADERO ERAZO, SECRETARIO DE 
ESTADO COORDINADOR GENERAL 
DEL GOBIERNO. Por delegación del 
Presidente de la República. Acuerdo 
Ejecutivo No.043-2020 publicado en 
fecha en el Diario Oficial “La Gaceta” 6 
de Octubre de 2020. LISANDRO 
ROSALES BANEGAS, SECRETARIO 
DE ESTADO EN LOS DESPACHOS DE 
RELACIONES  EXTERIORES Y 
COOPERACIÓN INTERNACIONAL”.

ARTÍCULO 8.- 	 Aprobar en todas y cada una de sus partes 
el ACUERDO EJECUTIVO No.09– 
DGAJTC – 2021, suscrito el 11 de 
Marzo del 2021, mismo que contiene el 
“ESTATUTO DE LA CONFERENCIA 
DE LA HAYA DE DERECHO 
INTERNACIONAL PRIVADO”, que 
literalmente dice:

“SECRETARÍA DE ESTADO EN LOS 
DESPACHOS DE RELACIONES 
EXTERIORES Y COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL. EL PRESIDENTE 
C O N S T I T U C I O N A L D E  L A 
REPÚBLICA.  CONSIDERANDO: La 
Conferencia de La Haya de Derecho 
Internacional Privado es una organización 
intergubernamental mundial que trabaja 
por la “unificación progresiva” de reglas 

especiales conocidas como reglas de 
“derecho internacional privado”, que 
regulan situaciones personales, familiares 
o comerciales que están relacionadas con 
más de un país y que pueden verse 
afectadas por diferencias entre los sistemas 
legales de esos países. CONSIDERANDO: 
EI Estado de Honduras, solicitó el 16 de 
Septiembre de 2019 convertirse en 
Miembro de la HCCH y fue aceptado por 
medio de mayoría de votos, quedando 
pendiente la Adhesión al Estatuto de la 
Conferencia de La Haya de Derecho 
I n t e r n a c i o n a l  P r i v a d o .  
CONSIDERANDO: El Estado de 
Honduras, define el procedimiento para la 
incorporación de tratados internacionales, 
a través del Capítulo III del Título I de su 
Constitución, denominado “De los 
Tratados”, mismo que describe que la 
adhesión a un tratado o instrumento 
internacional forma parte del ordenamiento 
j u r í d i c o  i n t e r n o  d e l  p a í s . 
CONSIDERANDO: Que mediante 
Acuerdo Ejecutivo No.043-2020 de fecha 
01 de Octubre de 2020, publicado en fecha 
en el Diario Oficial “La Gaceta” No.35,392 
del 6 de Octubre de 2020, el Presidente 
Constitucional de la República delegó en 
el ciudadano CARLOS ALBERTO 
MADERO ERAZO, Secretario de Estado 
en el Despacho de Coordinación General 
de Gobierno, la potestad de firmar los 
Acuerdos Ejecutivos que según a la Ley 
de la Administración Pública, sean 
potestad del Presidente Constitucional de 
la República su sanción, cuyo contenido 
vaya orientado a autorizar la legalización 
de: a) Reglamentos; b) Contrataciones de 
Bienes y Servicios mediante la modalidad 
de Contratación Directa según los 
supuestos establecidos en la Ley de 
Contratación del Estado; c) Autorizaciones 
al Procurador General de la República 
para Ejecutar Facultades de Expresa 
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Mención en las demandas promovidas 
contra el Estado de Honduras; d) Gastos 
de Representación de Funcionarios; e) 
P r é s t a m o s ;  f )  M o d i f i c a c i o n e s 
Presupuestarias; y, g) Otros actos 
administrativos que deba firmar por Ley 
el Presidente de la República. POR 
TANTO: En ejercicio de las facultades 
consignadas en los Artículos: 245 numeral 
11 de la Constitución de la República; 11, 
116 y 118 de la Ley General de la 
Administración Pública y demás 
aplicables. ACUERDA PRIMERO: 
Aprobar en todas y cada una de sus partes 
el ESTATUTO DE LA CONFERENCIA 
DE LA HAYA DE DERECHO 
INTERNACIONAL PRIVADO. Los 
Gobiernos de los países enumerados a 
continuación: La República Federal de 
Alemania, Austria, Bélgica, Dinamarca, 
España, Finlandia, Francia, Italia, Japón, 
Luxemburgo, Noruega, los Países Bajos, 
Portugal, el Reino Unido de Gran Bretaña 
e Irlanda del Norte, Suecia y Suiza; 
Considerando el carácter permanente de 
la Conferencia de La Haya de Derecho 
Internacional Privado; Deseando acentuar 
dicho carácter; Habiendo estimado 
conveniente a tal fin dotar a la Conferencia 
de un Estatuto; Han convenido en las 
siguientes disposiciones: Artículo 1. La 
Conferencia de La Haya tiene por objeto 
trabajar en la unificación progresiva de las 
normas de Derecho Internacional Privado. 
Artículo 2. 1. Son Miembros de la 
Conferencia de La Haya de Derecho 
Internacional Privado los Estados que 
hayan participado ya en una o varias 
Sesiones de la Conferencia y que acepten 
el presente Estatuto. 2. Podrán llegar a ser 
Miembros cualesquiera otros Estados cuya 
participación tenga un interés de naturaleza 
jurídica para los trabajos de la Conferencia. 
La admisión de nuevos Estados miembros 
se decidirá por los Gobiernos de los 

Estados participantes, a propuesta de uno 
o varios de ellos, por mayoría de los votos 
emitidos, en un plazo de seis meses a partir 
de la fecha en que se hubiera sometido 
dicha propuesta a los Gobiernos. 3.  La 
admisión será efectiva por el hecho de la 
aceptación del presente Estatuto por el 
Estado interesado. Artículo 3. 1.  Los 
Estados miembros de la Conferencia, en 
una reunión sobre asuntos generales y 
política en la que estén presentes la 
mayoría de ellos, podrán decidir por 
mayoría de votos emitidos, admitir 
igualmente como Miembro a cualquier 
Organización Regional de Integración 
Económica que haya presentado una 
solicitud de admisión al Secretario 
General.  Toda referencia a los Miembros 
hecha en el presente Estatuto incluirá a 
esas Organizaciones miembros, salvo 
disposición expresa en contrario. La 
admisión será efectiva desde la aceptación 
del Estatuto por la Organización Regional 
de Integración Económica de que se trate. 
2. Para poder solicitar su admisión en la 
Conferencia en calidad de Miembro, una 
Organización Regional de Integración 
Económica deberá estar constituida 
únicamente por Estados soberanos y 
deberá tener competencias transferidas por 
sus Estados miembros en un conjunto de 
materias que entran dentro del ámbito de 
actuación de la Conferencia, incluida la 
facultad para adoptar decisiones que 
obliguen a sus Estados miembros respecto 
de dichas materias. 3. Toda Organización 
Regional de Integración Económica que 
solicite la admisión presentará, en el 
momento de su solicitud, una declaración 
sobre su competencia precisando las 
materias respecto de las cuales sus Estados 
miembros le han transferido competencias. 
4.  Toda Organización miembro y sus 
Estados miembros asegurarán que toda 
modificación relativa a la competencia o 
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a la composición de la Organización 
miembro sea notificada al Secretario 
General, quien trasladará esa información 
a los demás Miembros de la Conferencia. 
5. Se entenderá que los Estados miembros 
de una Organización miembro conservan 
sus competencias en todas las materias 
respecto de las cuales no se haya declarado 
o notificado específicamente una 
transferencia de competencias. 6. Todo 
Miembro de la Conferencia podrá solicitar 
a la Organización miembro y a sus Estados 
miembros que proporcione información 
sobre la competencia de la Organización 
miembro respecto de cualquier cuestión 
específica de la que trate la Conferencia. 
La Organización miembro y sus Estados 
miembros deberán asegurar que se 
proporciona esa información en respuesta 
a dicha solicitud. 7. La Organización 
miembro ejercerá los derechos inherentes 
a su condición de Miembro en alternancia 
con sus Estados miembros que sean 
Miembros de la Conferencia, en el ámbito 
de sus competencias respectivas. 8. 
Respecto de las materias que sean de su 
competencia, la Organización miembro 
podrá disponer, en toda reunión de la 
Conferencia en la que esté facultada para 
participar, de un número de votos igual al 
número de sus Estados miembros que le 
hayan transferido competencias en la 
materia en cuestión y que estén facultados 
para votar en dicha reunión y se hayan 
acreditado para participar en la misma. 
Cuando la Organización miembro ejerza 
su derecho de voto, sus Estados miembros 
no ejercerán el suyo y viceversa. 9. Por 
“Organización Regional de Integración 
Económica” se entenderá una Organización 
internacional constituida únicamente por 
Estados soberanos, que tenga competencias 
transferidas por sus Estados miembros en 
un conjunto de materias, incluida la 
facultad de adoptar decisiones que 
obliguen a sus Estados miembros respecto 

de dichas materias. Artículo 4. 1. El 
Consejo de Asuntos Generales y Política 
(en lo sucesivo, el Consejo), compuesto 
por todos los Miembros, tendrá a su cargo 
el funcionamiento de la Conferencia. Las 
reuniones del Consejo se celebrarán, en 
principio, anualmente. 2. El Consejo 
asegurará tal funcionamiento mediante 
una Oficina Permanente cuyas actividades 
serán dirigidas por aquél. 3. El Consejo 
examinará todas las propuestas destinadas 
a ser incluidas en el orden del día de la 
Conferencia. Podrá determinar libremente 
el curso que se haya de dar a dichas 
propuestas. 4. La Comisión de Estado de 
los Países Bajos, creada por Real Decreto 
de 20 de Febrero de 1897 con vistas a 
promover la codificación del derecho 
internacional privado, fijará, previa 
consulta a los Miembros de la Conferencia, 
la fecha de las Sesiones Diplomáticas. 5. 
La Comisión de Estado se dirigirá al 
Gobierno de los Países Bajos para la 
convocatoria de los Miembros. El 
Presidente de la Comisión de Estado 
presidirá las Sesiones de la Conferencia. 
6. Las Sesiones Ordinarias de la 
Conferencia se celebrarán, en principio, 
cada cuatro años. 7. Cuando sea necesario, 
el Consejo, previa consulta a la Comisión 
de Estado, podrá pedir al Gobierno de los 
Países Bajos que convoque la Conferencia 
en Sesión Extraordinaria. 8. El Consejo 
podrá consultar a la Comisión de Estado 
sobre cualquier otra cuestión de interés 
para la Conferencia. Artículo 5. 1. La 
Oficina Permanente tendrá su sede en La 
Haya. Estará compuesta por un Secretario 
General y cuatro Secretarios que serán 
designados por el Gobierno de los Países 
Bajos a propuesta de la Comisión de 
Estado. 2. El Secretario General y los 
Sec re t a r io s  debe rán  posee r  l o s 
conocimientos jurídicos y la experiencia 
práctica apropiados. En su designación se 
tendrá en cuenta asimismo la diversidad 
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de representación geográfica y de 
especialidad jurídica. 3. Podrá aumentarse 
el número de Secretarios, previa consulta 
al Consejo y de conformidad con el 
artículo 10. Artículo 6. Bajo la dirección 
del Consejo, la Oficina Permanente se 
encargará de: a)   la preparación y 
organización de las Sesiones de la 
Conferencia de La Haya, así como de las 
reuniones del Consejo y de las Comisiones 
Especiales; b) los trabajos de la Secretaría 
de las Sesiones y de las reuniones previstas 
más arriba; c) todas las tareas propias de 
la actividad de una secretaría. Artículo 7. 
1. Con objeto de facilitar las comunicaciones 
entre los Miembros de la Conferencia y la 
Oficina Permanente, el Gobierno de cada 
uno de los Estados miembros designará 
un órgano nacional y cada Organización 
miembro un órgano de enlace. 2. La 
Oficina Permanente podrá mantener 
contacto con todos los órganos así 
designados y con las organizaciones 
internacionales competentes. Artículo 8. 
1. Las Sesiones, y, en el intervalo entre las 
Sesiones, el Consejo, podrán crear 
Comisiones Especiales para elaborar 
proyectos de convenios o para estudiar 
todas las  cuest iones de Derecho 
internacional privado comprendidas en el 
objeto de la Conferencia. 2. Las Sesiones, 
el Consejo y las Comisiones Especiales 
funcionarán, en toda la medida de lo 
posible, sobre la base del consenso. 
Artículo 9. 1. Los costes previstos en el 
presupuesto anual de la Conferencia se 
repartirán entre los Estados miembros de 
la Conferencia. 2. Una Organización 
miembro no estará obligada a contribuir 
al presupuesto anual de la Conferencia, 
además de sus Estados miembros, pero 
pagará una suma que será determinada por 
la Conferencia en consulta con la 
Organización miembro, para cubrir los 
gastos administrativos adicionales 
derivados de su condición de Miembro.  

3.  En  todo  caso ,  los  gas tos  de 
desplazamiento y estancia de los Delegados 
en el Consejo y en las Comisiones 
Especiales serán sufragados por los 
Miembros representados. Artículo 10. 1. 
El presupuesto de la Conferencia se 
someterá cada año a la aprobación del 
Consejo de Representantes Diplomáticos 
de los Estados miembros en La Haya. 2. 
Estos Representantes fijarán asimismo el 
reparto entre los Estados miembros de los 
gastos que corran a cargo de estos últimos 
con arreglo a dicho presupuesto. 3. Los 
Representantes Diplomáticos se reunirán 
a tal fin bajo la presidencia del Ministro 
de Asuntos Exteriores del Reino de los 
Países Bajos. Artículo 11. 1. Los gastos 
que originen las Sesiones Ordinarias y 
Extraordinarias de la Conferencia, correrán 
a cargo del  Gobierno de los Países Bajos. 
2.  En  todo  caso ,  los  gas tos  de 
desplazamiento y estancia de los Delegados 
serán sufragados por los Miembros 
respectivos. Artículo 12. Los usos de la 
Conferencia seguirán en vigor en todo lo 
que no fuere contrario al presente Estatuto 
o a los Reglamentos. Artículo 13. 1. Las 
enmiendas al presente Estatuto deberán 
adoptarse por consenso de los Estados 
miembros presentes en una reunión sobre 
asuntos generales y política. 2. Dichas 
enmiendas entrarán en vigor, para todos 
los Miembros, tres meses después de su 
aprobación por dos tercios de los Estados 
miembros, de conformidad con sus 
procedimientos internos respectivos, pero 
no antes de un plazo de nueve meses desde 
la fecha de su adopción. 3. La reunión 
mencionada en el apartado 1 podrá 
modificar, por consenso, los plazos 
mencionados en el apartado 2. Artículo 
14. Para asegurar su ejecución, las 
disposiciones del presente Estatuto serán 
completadas por Reglamentos, que serán 
elaborados por la Oficina Permanente y 
sometidos a la aprobación de una Sesión 
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Diplomática, del Consejo de Representantes 
Diplomáticos o del Consejo de Asuntos 
Generales y Política. Artículo 15. 1. El 
presente Estatuto se someterá a la 
aceptación de los Gobiernos de los Estados 
que hayan participado en una o varias 
Sesiones de la Conferencia. Entrará en 
vigor cuando haya sido aceptado por la 
mayoría de los Estados representados en 
la Séptima Sesión. 2. La declaración de 
aceptación se depositará en poder del 
Gobierno de los Países Bajos, que dará 
conocimiento de ella a los Gobiernos a 
que se refiere el apartado 1 de este artículo. 
3. En caso de admisión de un nuevo 
Miembro, el Gobierno de los Países Bajos 
notificará a todos los Miembros la 
declaración de aceptación de ese nuevo 
Miembro. Artículo 16. 1. Cada Miembro 
podrá denunciar el presente Estatuto 
después de un periodo de cinco años, a 
partir de la fecha de su entrada en vigor a 
tenor de lo dispuesto en el apartado 1 del 
Artículo 15. 2. La denuncia deberá 
notificarse al Ministerio de Asuntos 
Exteriores del Reino de los Países Bajos, 
al menos seis meses antes de la expiración 
del año presupuestario de la Conferencia, 
y surtirá sus efectos al expirar dicho año, 
pero únicamente respecto del Miembro 
que la haya notificado. Los textos en 
francés e inglés de este Estatuto, con las 
enmiendas introducidas el 1 de Enero de 
2007, son igualmente auténticos. 
ARTÍCULO SEGUNDO: El presente 
Estatuto entrará en vigor a partir de la 
fecha de su publicación en el Diario 
Oficial “La Gaceta”. COMUNIQUESE Y 
PUBLIQUESE. CARLOS ALBERTO 
MADERO ERAZO, SECRETARIO DE 
ESTADO COORDINADOR GENERAL 
DEL GOBIERNO. Por delegación del 
Presidente de la República. Acuerdo 
Ejecutivo No.043-2020 publicado en 
fecha en el Diario Oficial “La Gaceta” 6 
de Octubre de 2020. LISANDRO 

ROSALES BANEGAS, SECRETARIO 
DE ESTADO EN LOS DESPACHOS DE 
RELACIONES  EXTERIORES Y 
COOPERACIÓN INTERNACIONAL”. 

ARTÍCULO 9.- 	 El presente Decreto entrará en vigencia 
a partir del día de su publicación en el 
Diario Oficial “La Gaceta”.

Dado en la Ciudad de Tegucigalpa, Municipio del Distrito 
Central, en la Sesión celebrada por el Congreso Nacional de 
manera Virtual, a los veintinueve días del mes de abril del 
año dos mil veintiuno.

MARIO ALONSO PÉREZ LÓPEZ
  PRESIDENTE

JOSÉ TOMÁS ZAMBRANO MOLINA
SECRETARIO       

ROSSEL RENÁN INESTROZA MARTÍNEZ
SECRETARIO 

Al Poder Ejecutivo.
Por Tanto: Ejecútese.

Tegucigalpa, M.D.C., 02 de junio de 2021.

JUAN ORLANDO HERNÁNDEZ ALVARADO
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

EL SECRETARIO DE ESTADO EN LOS 
DESPACHOS DE RELACIONES EXTERIORES Y 

COOPERACIÓN INTERNACIONAL
LISANDRO ROSALES BANEGAS


